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1. INTRODUCCIÓN  

Según la teoría económica, en los mercados en que pueda operar la libre competencia, los precios 

de equilibrio reflejan adecuadamente la armonización entre los intereses de los consumidores o 

usuarios y los oferentes o prestadores de servicios. Sin embargo, en la realidad, la oportunidad de 

mercados competitivos es bastante reducida. Cuando la competencia es imperfecta, es función del 

Estado, en la medida de lo posible, buscar que prevalezcan condiciones lo más similares a las de 

competencia. Si esto no es posible, un segundo mejor es implementar algún tipo de regulación 

que trate de emular esas condiciones.  

Casi por definición, los servicios públicos están altamente expuestos al poder monopólico de sus 

prestadores, por ser monopolios naturales o creados por ley, ya sea por el reducido número de 

prestadores o por la importancia que la adquisición del servicio represente para el usuario 

(inelasticidad de la demanda). En mercados en donde haya un significativo poder monopólico, la 

regulación es indispensable, puesto que, hay grandes riesgos de que los precios o tarifas de los 

servicios públicos puedan ser manipulados (ejercicio de poder monopólico), en perjuicio de los 

usuarios. 

Normalmente, los usuarios de los servicios públicos son la parte débil y desorganizada de la 

cadena. En aras de garantizar sus intereses, el Estado debe proveer los instrumentos necesarios 

para preservar sus derechos y garantizar la asignación óptima de los recursos requeridos para su 

prestación. Así, además de velar por los intereses de los usuarios, la regulación tiene el imperativo 

de salvaguardar el equilibrio de los prestadores, pues, de lo contrario, sería contraproducente para 

la existencia de la oferta necesaria, en condiciones de calidad y oportunidad. 

Con la promulgación de la Ley 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades 

Públicas del Sector de Telecomunicaciones, en agosto de 2008, los legisladores dotaron al país de 

un cuerpo normativo moderno y apegado a las mejores prácticas internacionales, en el ámbito de 

la regulación de los servicios públicos, al modificar simultáneamente la Ley 7593, de la Autoridad 

Regulatoria de los Servicios Públicos (Aresep). 

Con esta legislación, Costa Rica se puso a la vanguardia, tanto en Latinoamérica como en la 

mayoría de los países desarrollados, en el tema de la regulación de los servicios públicos.  

Lo que hace único el marco normativo definido en 2008, es la decisión de aislar, en lo posible, al 

órgano regulador, de las influencias políticas e intereses particulares, y prevenir lo que en la jerga 

se denomina, la captura regulatoria. El esquema regulatorio sigue en construcción, pero la Ley 

establece las bases sobre las cuales se fundamenta un modelo regulatorio completo. 
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Es cierto que prevalecen algunos aspectos en la legislación que aún deben ser mejorados, pero, en 

esencia, se cuenta con un marco normativo suficiente para garantizar un sistema moderno de 

regulación. También quedan aspectos por implementar en la estructura regulatoria y 

administrativa de la Aresep, para mejorar la calidad de los servicios y defender de manera efectiva 

los derechos de los ciudadanos. 

La Aresep regula más de 35 servicios públicos, con altas concentraciones de poder monopólico, 

ubicados en cuatro sectores estratégicos de la economía, que aportan cerca de un 10% del PIB: 

Agua, Electricidad y Combustibles, Transporte Público y Telecomunicaciones. La tarea que se hace, 

pero principalmente la que se debe hacer, no es menor ni, muchos menos, irrelevante para la 

ciudadanía. 

Las tareas que debe desempeñar esta Institución, de acuerdo con la lista taxativa de servicios 

regulados establecidos en el artículo 5 de la Ley, conlleva múltiples funciones y tareas, dentro de 

las cuales destacan las siguientes: 

• Fijar precios y tarifas.  

• Cumplir plazos de Ley.  

• Dar seguimiento y control tarifario.  

• Atender quejas y denuncias de los usuarios, e imponer sanciones. 

• Atender recursos y trámites judiciales. 

• Atender conflictos de competencia entre operadores.  

• Implementar programas de control de calidad de los servicios.  

• Otorgar o revocar concesiones o permisos para el funcionamiento de los operadores.  

• Dar refrendos a los contratos de servicio público.  

• Atender las innumerables solicitudes de explicaciones, datos, información y justificación 

de sus actuaciones.  

• Asegurar el acceso universal a los servicios públicos, en condiciones de igualdad y calidad a 

todos los usuarios que lo requieran.  

• Sancionar las faltas o violaciones a los principios que establece la Ley. 

• Atender muchas otras funciones que garantizan la equidad en precio, cantidad y calidad 

de los servicios públicos.  

 

 

2. PRINCIPIOS BÁSICOS PARA LA REGULACIÓN CONTENIDOS EN LA LEY 

La ley otorgó a la Aresep facultades exclusivas y excluyentes en materia tarifaria. También le 

encomendó la obligación de vigilar la calidad de los servicios públicos y el poder de fiscalizar y 

supervisar a los prestadores de los servicios, para disminuir el riesgo de que el principio del 

servicio al costo y la obligación de salvaguardar el equilibrio financiero de los regulados, señalados 

por la misma ley, se conviertan en un cheque en blanco para que los operadores carguen 

indiscriminadamente los costos y, de esa forma, se fomente la ineficiencia y el abuso en el cobro 

de tarifas o el deterioro de la calidad, para los usuarios.  
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2.1 Principio de servicio al costo. 

Según lo define el artículo 3, inciso a) de la Ley 7593, el servicio al costo debe entenderse como el 

“principio que determina la forma de fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos, de 

manera que se contemplen únicamente los costos necesarios para prestar el servicio, que 

permitan una retribución competitiva y garanticen el adecuado desarrollo de la actividad, de 

acuerdo con lo que establece el artículo 31”. 

La Ley establece, como condición básica, que se deben incorporar solo aquellos costos que sean 

necesarios para la prestación del servicio (más un rédito de mercado en reconocimiento del capital 

aportado que permita la inversión para reponer capital y aumentar la capacidad operativa). Todo 

esto lo liga al artículo 31, el que, en su primer párrafo refiere a las estructuras productivas modelo 

(modelos de bench-marking). O sea, que no se trata de que el prestador del servicio público puede 

incorporar “cualquier costo” como imputable a la prestación del servicio, sino exclusivamente 

aquellos que se demuestre, en términos teóricos, que son indispensables. La tarea de Aresep 

consiste en determinar cuáles son las condiciones de calidad con que se debe prestar el servicio y, 

a partir de eso, definir cuáles son los recursos mínimos que se requieren para cumplir con tales 

condiciones, y calcular la tarifa. La empresa puede escoger cualquier esquema que considere más 

apropiado o económico (o hasta más caro), siempre y cuando no afecte negativamente los 

elementos de calidad, pero solo se le reconoce el de la estructura productiva modelo. 

De hecho, ese principio queda confirmado en el artículo 32, incisos d) y e), que complementan el 

criterio al señalar que no se pueden reconocer gastos “desproporcionados en relación con los 

gastos normales de actividades equivalentes” (estructuras productivas modelo) y autoriza a 

Aresep a rechazar las inversiones que se consideren excesivas (con excepción de los esquemas de 

costos financieros, señalados en el artículo 31). 

2.2 Principio de equilibrio financiero de los prestadores. 

El segundo principio básico de la regulación es dotar a la administración de los instrumentos 

necesarios para garantizar la prestación de los servicios públicos, para lo cual es necesario velar 

porque los operadores mantengan un equilibrio financiero, pero bajo el principio de servicio al 

costo. 

Sería contraproducente que la Aresep estableciese precios o tarifas ruinosas, por debajo del punto 

de equilibrio financiero de los operadores. Esto provocaría el peor de los mundos pues los 

prestadores se retirarían del negocio y el servicio público no se prestaría. Por eso Aresep debe ser 

muy cuidadosa a la hora de definir la estructura productiva modelo, pues ésta debe ser factible y 

razonablemente rentable. De hecho, el artículo 31 establece que “no se permitirán fijaciones que 

atenten contra el equilibrio financiero de las entidades prestadoras del servicio público”. El peor 

servicio es el que no se presta. 

Lograr el delicado equilibrio entre estos dos principios no es un reto menor. Por eso las 

metodologías tarifarias deben mantenerse en constante revisión para evitar excesos o defectos en 
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el reconocimiento de costos. El principio fundamental de cada metodología es definir 

adecuadamente esa “estructura productiva modelo”. Y, conforme evoluciona la tecnología y 

aparecen mejoras en productividad y economías de escala, es posible que sea necesario irlas 

cambiando para adecuarse a las nuevas condiciones, respetando, eso sí, los costos hundidos de 

capital. 

Complementario a los dos principios regulatorios anteriores, la ley define dos más: 

 

2.3 Control de la calidad de los servicios. 

 

El tercer principio consiste en implementar los programas necesarios para vigilar la calidad de los 

bienes y servicios públicos, que, en caso de dejarse sin control, sería la válvula de escape de los 

operadores para aumentar sus beneficios por encima de lo normal. 

 

Si la acción de la Aresep se limitase, exclusivamente, a vigilar los costos y el equilibrio financiero de 

las empresas, y fuese exitoso en esta labor, la válvula de escape que tendrían los prestadores sería 

disminuir la calidad. Los viejos modelos proteccionistas de los años 60 nos dejaron como gran 

enseñanza que, cuando se imponen restricciones de precios, los oferentes disminuyen la calidad 

para rebalancear sus costos y generar rentas.  

 

El artículo 5 de la Ley, al definir taxativamente los servicios regulados, establece la obligación de 

fijar los parámetros de calidad ligados a cada tarifa particular. Para esto, la Aresep tiene la 

obligación de emitir y publicar “los reglamentos técnicos que especifiquen las condiciones de 

calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima, con que deberán 

suministrarse los servicios públicos, conforme a los estándares existentes en el país o en el 

extranjero”. Una vez definidas esas normas técnicas, las cuales establecen el piso de la calidad que 

se espera de cada servicio público, la Aresep debe velar por su cumplimiento.   

 

2.4 Fiscalización de los gastos a reconocer en las tarifas. 

Tal como se ha mencionado reiteradamente, en los procesos tarifarios no deben reconocerse 

costos que no sean necesarios para la prestación del servicio; pero no basta con eso. Tampoco se 

vale el reconocimiento de gastos de operación desproporcionados con relación a los gastos 

normales de actividades equivalentes (empresas tipo definidas en las metodologías), ni las 

inversiones excesivas. (Art. 32 de la Ley 7593). 

Para cumplir este principio, la ley le otorga facultades amplias a la Aresep para imponer 

condiciones a los operadores; dictar normas sobre el mantenimiento que deben dar a las 

instalaciones y equipos; recabar cualquier tipo de información que necesite para las actividades de 

regulación; abrir los estados financieros; acceder a las instalaciones, equipos y personal de los 

operadores (artículos 14, 21 y 24). 
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Con los anteriores cuatro principios: servicio al costo; equilibrio financiero de los prestadores; 

supervisión de la calidad y normas de fiscalización, la Aresep cuenta con instrumentos para 

procurar a los usuarios y consumidores que los servicios públicos que reciban sean de la más alta 

calidad, al menor precio posible.  

 

3. INSTRUMENTOS TÉCNICOS APORTADOS POR LEY 

La Ley 7593 dota de instrumentos a la administración para garantizar su imparcialidad, 

independencia y autonomía, de manera que esté libre de presiones políticas electorales o 

intereses de grupos sectarios. Para ello la Ley prevé varias herramientas: 

3.1 Imparcialidad política. 

El nombramiento de las autoridades superiores, si bien corresponde al Poder Ejecutivo, y requiere 

la ratificación implícita (no objeción) del Legislativo, órganos políticos por antonomasia, se hace 

por períodos escalonados que trascienden el ciclo electoral. Los nombramientos de Regulador 

General, Regulador Adjunto y Miembros Directivos se hacen en diferentes años. 

3.2 Independencia regulatoria. 

La Ley 7593, explícitamente, prohíbe la injerencia directa de otros órganos sobre las decisiones del 

ente regulador (le otorga facultades exclusivas y excluyentes) e impone la prohibición a sus 

autoridades, de seguir instrucciones del Poder Ejecutivo, excepto en las grandes políticas 

nacionales de desarrollo, plasmadas en los planes nacionales de desarrollo, o en los planes y 

políticas sectoriales que este dicte (Arts. 1 y 45). 

3.3 Autonomía financiera. 

La Ley otorga a la Aresep total autonomía financiera, pues la regulación se financia mediante la 

recaudación de cánones, que pagan los usuarios de los servicios públicos, a través de los entes 

regulados1. De hecho, las tarifas de todos los servicios deben incorporar el monto estimado de 

dicho canon, cuya recaudación está a cargo de los prestadores de los servicios públicos. Pero 

persiste como su obligación, el pagarlos a la Autoridad Reguladora.  

Con este mecanismo financiero, el accionar de la Aresep no está condicionado, de forma alguna, a 

las decisiones presupuestarias del resto del Estado. Esta es una de las formas en que, con 

frecuencia, los reguladores pueden ser capturados. Tan importante es esta potestad que aquellos 

regulados que incumplan con el pago de los cánones se exponen a la caducidad de su permiso o 

concesión. 

 

 

                                                           
1  La obligación del regulado es pagar los cánones a la Aresep según el presupuesto aprobado por la 
Contraloría General de la República. Si bien, el monto para su financiamiento se debe incorporar en la tarifa, 
no necesariamente tiene que existir una relación biunívoca entre el canon y el monto recuperado.  
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3.4 Capacidad de auto-organización.  

El artículo 45 de la Ley, define, en términos generales, cuatro órganos básicos encargados del 

funcionamiento de la Aresep. Sin embargo, en lo que se refiere a su organización interna, confiere 

plena libertad a su Junta Directiva para definirla y así cumplir con los objetivos y funciones que la 

propia ley señala. Le confiere la potestad de emitir y publicar los reglamentos técnicos y 

administrativos para normar los procesos de calidad y el adecuado funcionamiento de la 

Institución.  

La importancia de esta disposición radica en que la Ley no establece una estructura particular sino 

que debe ser definida por las propias autoridades. Esta facultad le permite a la Aresep 

descentralizar la toma de decisiones en diferentes niveles y por instancias distintas, de manera 

que unas unidades controlen, indirectamente, el trabajo de otras, para así evitar errores y, sobre 

todo, la influencia de intereses ilegítimos. Esta función es fundamental, en el contexto de las 

potestades anteriores, pues la Aresep no debería tener excusa para no cumplir con sus objetivos. 

De esta forma se cierra el ciclo de independencia: la Ley establece las funciones que la Aresep 

debe cumplir, le da autonomía para definir su organización y le otorga plena potestad para 

recaudar los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus fines. 

3.5 Prevención del riesgo de captura regulatoria.  

Antes de la reforma del 2008, las facultades que ostentaba el Regulador General eran muy 

amplias, desde administrar la Institución, fijar precios y tarifas, definir las normas técnicas y 

administrativas hasta establecer, por simple resolución, las metodologías tarifarias y sus cambios. 

Este esquema era ampliamente riesgoso, porque al concentrar todas las potestades en un solo 

funcionario, creaba un campo fértil para la captura regulatoria.  Para prevenir este riesgo, la 

reforma del 2008, eliminó la facultad exclusiva y excluyente del Regulador General para fijar 

tarifas y la trasladó a la Institución en su conjunto.  

El Regulador General no puede participar en la primera instancia de la fijación de tarifas de los 

servicios públicos. Este es un principio, no solo novedoso, sino fundamental, en la reforma del 

2008, puesto que la concentración de las grandes decisiones regulatorias en un solo funcionario, 

generaba mayor riesgo de que pudiera ceder a presiones externas, lo que hacía que el sistema 

fuera mucho más vulnerable a los grupos de interés o las autoridades políticas, lo que podría tener 

una influencia en las decisiones regulatorias. Con este esquema descentralizado, hay mucho más 

garantía de que las decisiones tarifarias se circunscriban a la órbita estrictamente técnica. Esa es la 

base para proteger el sistema de lo que en la literatura se conoce como “captura regulatoria”.  

Al sacar la función tarifaria del ámbito del Regulador General y permitir a la Junta Directiva 

redistribuir cada una de las etapas de los procesos regulatorios (tarifas, sanciones, fiscalización y 

calidad), en diferentes instancias, se crea un mecanismo de blindaje para reducir, sustancialmente, 

las probabilidades de que la organización pueda ser capturada. Además, al no estar las diferentes 

etapas de los procesos concentrados en una sola instancia, se impide que grupos interesados, 

usualmente bien organizados; personas con objetivos particulares y hasta autoridades expuestas a 
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los vaivenes políticos electorales puedan sesgar el proceso de toma de decisiones hacia objetivos 

incompatibles con la transparencia, la técnica, la legalidad, la justicia distributiva y la eficiencia 

económica.  De allí la importancia de que las decisiones regulatorias se ciñan estrictamente a 

criterios técnicos, transparentes, imparciales y no discrecionales. Ello requiere que los reguladores 

ejerzan libremente sus funciones sin presiones externas. 

3.6 Capacidad sancionatoria.  

También la Ley proporciona herramientas sancionatorias para cuando se detecten 

incumplimientos en las condiciones de cada concesión o permiso particular, o se violenten los 

derechos de los usuarios. Las sanciones van desde la imposición de multas hasta la pérdida de las 

concesiones o permisos. Todo esto está sujeto a los procedimientos de la Ley General de la 

Administración Pública, lo cual, lamentablemente los vuelve engorrosos y lentos. 

Con esos seis instrumentos básicos, cabe a la Junta Directiva de la Aresep la enorme 

responsabilidad de definir la estructura óptima que debe tener la Institución, no solo para realizar 

una función regulatoria moderna y eficiente, sino para garantizar la protección debida de los 

intereses de los usuarios, acorde con los mandatos de la Ley. Para lograrlo, la Aresep ha venido 

conformando un equipo técnico y profesional altamente capacitado que pueda realizar esas 

tareas. Sin embargo, debe reconocerse que, hasta el momento este órgano regulador aún no ha 

alcanzado el peso específico que se requiere para cumplir exitosamente todos los objetivos 

señalados en la Ley 7593.   

 

A pesar de que se ha dado un importante aumento en la planilla en los últimos cuatro años, y se 

han multiplicado los programas de control de calidad, fiscalización y atención de las quejas y 

denuncias de los usuarios, necesarios para mejorar el cumplimiento cabal de sus funciones, se 

puede afirmar con propiedad que la Aresep es un ente, que si bien ha avanzado a pasos 

agigantados hacia convertirse en una entidad moderna de regulación, aún está subdimensionada 

para atender a plenitud los requerimientos que la Ley ha establecido y las expectativas y 

demandas de los usuarios. 

 

 La Aresep es aún una entidad que tiene una escala muy por debajo de lo que el país requiere; a 

pesar de que se ha venido dando un cambio cualitativo en los servicios de regulación, sobre todo 

en los múltiples programas de supervisión de la calidad y los controles y fiscalización de los 

operadores.  

 

4. LOS EJES ESTRATÉGICOS DE LA REGULACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

4.1 La calidad: un deber impostergable ante el usuario 

 

Un énfasis de la gestión regulatoria, en los últimos años, ha sido la fiscalización de la calidad para 

garantizar que los servicios públicos que pagan los usuarios cumplan con las condiciones del 

contrato, se garantice su continuidad y prestación óptima. De igual manera, y con igual empeño, 

se han focalizado esfuerzos en la fiscalización de las inversiones de los prestadores de los servicios 
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públicos, de tal manera que las tarifas sean proporcionales al uso de las obras en el tiempo. Otra 

tarea, y no de menor importancia, ha sido la revisión y definición de la normativa de los servicios, 

la cual se encuentra en constante evolución, y establece los parámetros de calidad sobre los que 

se realiza la fiscalización de los servicios brindados.  

 

En los últimos años se ha dado un fuerte impulso a la medición de la calidad en los servicios 

públicos. Se tienen programas de calidad en combustibles, electricidad, gas licuado de petróleo y 

en agua, por medio de los cuales se certifican las condiciones de prestación de esos servicios. Las 

mediciones y visitas de control son realizadas por laboratorios universitarios con pruebas 

científicamente reconocidas. La inversión en los programas de calidad es relevante para garantizar 

a los usuarios las condiciones de prestación de los servicios: continuidad, confiabilidad, cantidad y 

oportunidad requerida en cada uno de ellos. 

 

4.2 Metodologías: en pos de transparencia y equidad 

 

El Centro de Desarrollo de la Regulación (CDR) es una instancia encargada de la emisión y revisión 

de las metodologías. Las metodologías son fórmulas matemáticas que representan una realidad, 

en un momento determinado, por lo que su revisión debe ser constante. 

 

En el pasado quedó la posibilidad de definir tarifas con criterios subjetivos de los analistas, y ahora 

se dispone de 41 metodologías tarifarias en diversos servicios. Con estas metodologías se reduciría 

la discrecionalidad en estudios tarifarios, y se garantizan instrumentos precisos y objetivos que 

definen los costos del servicio y cada uno de los valores de referencia que se utilicen. 

 

Todas las metodologías se someten al escrutinio público, actividad que es compleja por la 

diversidad de intereses, y por la información que hasta ese momento dispone el ente regulador. 

En muchas ocasiones, el proceso de elaboración de metodologías provoca una fuerte presión de 

los regulados. Sin embargo, la tarea que ha emprendido la Aresep es la de exponer ante estos 

públicos la propuesta metodológica y recibir insumos de los diferentes sectores. Se busca un 

mayor dinamismo e integración de diferentes grupos de usuarios, operadores y entidades de 

control, con el fin de obtener la mejor información disponible y la transparencia en los cambios 

tarifarios. 

 

4.3 En aras de información más precisa y verificable 

 

El 2015 fue un año en que la ARESEP diseñó e implementó la primera fase de operación del 

Sistema de Regulación y Evaluación de la Calidad (SIR). Este sistema informático reunirá toda la 

información de más de 800 empresas de servicios públicos regulados, tales como sus datos de 

identificación, y características operativas. Para el 2016 se espera implementar el sistema para 

recibir toda la información sistematizada y en línea por parte de las empresas reguladas. Como 

parte del SIR se dispone de un catálogo uniformado de cuentas y su manual. De esta manera se 

uniformará la información entre operadores, lo que es fundamental para la fiscalización del sector.  
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Crear una base de datos confiable y única es una tarea que se gestó en el 2015, con el recurso 

interno, e integra a los tres sectores de la regulación (agua, energía y transporte). En el caso del 

sector transporte modalidad autobús, urgía la automatización del proceso de fijación tarifaria, 

para lo cual se han establecido una serie de directrices orientadas a la presentación de 

información en línea, las formalidades de dicha información y su respaldo con firma digital, lo cual 

será posible a partir de julio del año 2016, procurando llegar en el corto plazo a contar con un 

expediente electrónico para cada empresa prestadora de este servicio. 

 

Durante el 2015, las Intendencias iniciaron el proyecto de contabilidad regulatoria, con el fin de 

obtener la información sistematizada por parte de los operadores. La Intendencia de Transporte 

inició con la obtención de información de los empresarios de autobús, se les citó en las oficinas de 

la ARESEP con el fin de presentarles el proyecto y empezar con la captura de la información. En la 

Intendencia de Agua se crearon las bases de datos para completar la lista de todos los acueductos 

rurales que existen en el país y el mapa de ubicación de los sistemas (captación, tanques de 

almacenamiento, etc). Y la Intendencia de Energía inició el proceso para unificar la contabilidad 

regulatoria para las ocho empresas de distribución de energía eléctrica del país, que se adapte a 

los requerimientos de los procesos tarifarios y actividades de control de costos e inversión acorde 

con el marco regulatorio actual. 

 

Por otro lado, se avanzó en el sistema de costeo por sector regulado, de acuerdo con las 

disposiciones de la CGR. 

 

4.4 Mayor énfasis en la fiscalización económica 

 

La ley de ARESEP tiene el mandato de fiscalizar contable, financiera y técnicamente a los 

operadores de servicios regulados. Las fijaciones tarifarias se deben hacer en cumplimiento del 

principio de “servicio al costo”, el cual debe contemplar únicamente aquellos costos destinado a la 

prestación del servicio, que brinden una retribución competitiva y garanticen el adecuado 

desarrollo de la actividad. 

 

Desde la Intendencia de Agua se trabajó, en conjunto con el Centro de Desarrollo de la Regulación 

y la Universidad Nacional, en el establecimiento de un conjunto de indicadores de productividad y 

eficiencia y su sistema de evaluación para mejorar la fiscalización de los operadores.   

 

La Intendencia de Energía realizó un análisis de la inversión de Recope a la empresa conjunta 

Soresco, lo cual provocó la rebaja en la tarifa de combustibles al confirmar que usó recursos 

provenientes del margen de comercialización.  Mediante el estudio tarifario respectivo se devolvió 

a los usuarios ¢1 109 931 368,53, lo cual significó una rebaja general de ¢4,74 por litro, por una 

única vez en el mes de agosto 2015. 
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Otra de las acciones del ente regulador, en 2015, fue la fiscalización de los costos relacionados con 

beneficios contenidos en las convenciones colectivas, de los cuales se extrajeron aquellos que no 

tuvieran ninguna relación con la prestación de los servicios. Esta decisión, sobre Recope, fue de 

alto impacto en las noticias y en el posicionamiento institucional público, por cuanto la ARESEP 

ejerce una competencia dada por ley y que ha sido confirmada por los Tribunales de Justicia. 

 

Entiéndase bien que la Aresep no rechaza la existencia, contenido o aplicación de la convención 

colectiva suscrita entre Recope y sus trabajadores, pero los beneficios que de ella se deriven 

deben estar debidamente justificados y relacionados con el servicio público que presta esa entidad 

estatal. 

Entre otras cosas, la Intendencia de Transportes ha reforzado su gestión fiscalizadora mediante la 

verificación del cumplimiento de las obligaciones en materia tributaria, el pago de las cargas 

sociales ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), el Instituto Nacional de Seguros (INS), 

el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (FODESAF) de todos los regulados de ese 

sector, en particular del servicio de autobús y taxi, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 6 inciso c) de la Ley 7593. De igual manera, esta Intendencia revisó las condiciones 

operativas de algunas rutas que estaban en proceso de revisión de tarifas, y rechazó las que 

consideró requieren un estudio de demanda actualizado por parte del CTP, acorde con las 

necesidades de movilización de los usuarios. 

5. LA REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

En todo el mundo, el reto del regulador consiste en desarrollar una estructura organizativa y un 

conjunto de instrumentos que le permitan operar de la forma más equitativa e independiente 

posible, en medio de los arreglos de fuerzas políticas, económicas y sociales que inciden en la 

regulación. 

Debe destacarse que gran parte de los esfuerzos del 2009, y de los primeros meses del 2010, se 

destinaron a la organización y puesta en marcha de la Superintendencia de Telecomunicaciones 

(SUTEL), órgano de máxima desconcentración dependiente de esta Institución.  

 

Además, hubo avances importantes en el diseño de la organización interna y la redacción de los 

dos principales instrumentos de operación administrativa: una primera versión del nuevo 

Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, sus órganos desconcentrados y sus funcionarios (RAS) y el Reglamento Interno 

de Organización y Funciones de la Aresep2 y su órgano desconcentrado, SUTEL (RIOF), ambos 

emitidos mediante acuerdos 001-21-2009 y 002-21-29 del 19 de marzo de 2009. Sin embargo, 

recién iniciada la nueva administración en julio de 2010, se consideró indispensable hacer una 

                                                           
2 Aunque formalmente la Sutel es un órgano de máxima desconcentración de la Aresep, y por lo tanto, el 
concepto Aresep engloba a la Sutel, en adelante, al mencionar Aresep solamente hace referencia a la 
regulación de servicios públicos excluidos los de Telecomunicaciones.  
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revisión integral de toda la organización administrativa de la Aresep, incluyendo la emisión y 

publicación de un nuevo RIOF y una modificación de fondo de varios artículos del RAS.  

 

El RIOF estableció la organización interna tanto de la Aresep como la de su órgano 

desconcentrado, SUTEL, para el cumplimiento de las funciones que le encomienda el 

ordenamiento jurídico. Este Reglamento definió la primera estructura organizativa de la SUTEL y 

esbozó los primeros esquemas de reorganización operativa de la Aresep. 

 

En cuanto a la organización interna, lo más notable fue la creación del Centro de Desarrollo de la 

Regulación (CDR), como la instancia técnica que tendría a su cargo, en adelante, la elaboración de 

todos los instrumentos técnicos requeridos para las labores de fijación tarifaria (metodologías); 

fiscalización de calidad (normas técnicas), reglamentos regulatorios, y la coordinación de los 

convenios y contratos externos. Relevante, además, es la tarea que se le encomendó de 

constituirse en un centro de investigación y desarrollo (think-tank). 

 

El RAS, por su parte, regula las condiciones laborales, la creación de plazas, los esquemas de 

remuneración, las obligaciones y los derechos de los funcionarios y trabajadores de la Aresep y 

SUTEL. De esta manera se actualizaron las nuevas condiciones establecidas en la Ley, entre otros, 

la reglamentación operativa de los artículos 54 y 71, mediante los cuales se instauró el esquema 

de salario global para los nuevos funcionarios. Correspondió a la nueva Junta Directiva proceder a 

definir una política salarial y mejorar los instrumentos con los cuales se determinan los esquemas 

de salario global y la contratación de encuestas específicas para tal fin3. 

 

Dentro del diseño organizativo de la Aresep planteado por la anterior administración, se propuso, 

sin llegar a implementarse, la transformación de las tres direcciones sectoriales de Agua y 

Saneamiento, Energía y Combustibles y Transportes, en sendas superintendencias (Agua, Energía y 

Transportes), adicionales a la Sutel, atendiendo a las potestades de auto-organización que la Ley 

confirió a la Junta Directiva. Por diversas opiniones externas se cuestionó el nombre de 

superintendencias para las nuevas unidades que tendrían, entre otras, como función primordial, la 

fijación de precios y tarifas, el seguimiento y fiscalización de los operadores, la atención de 

recursos en primera instancia y el seguimiento tarifario. A pesar de que la Procuraduría General de 

la República (PGR) se pronunció en el sentido de que dicho nombre no tenía ningún impedimento 

legal, la nueva administración propuso el nombre de intendencias, para diferenciarlas de la Sutel, 

que es un órgano de máxima desconcentración creado por ley y no por una decisión 

administrativa de la Aresep.    

 

Además, como un órgano transitorio que se encargaría de la fijación de tarifas, mientras entraban 

en operación las Superintendencias (luego, Intendencias), la anterior administración creó un 

Comité de Regulación, como un órgano Ad-Hoc que desempeñaría esa labor en el proceso de 

                                                           
3 El Regulador General y la Reguladora General Adjunta, por recomendación jurídica tanto de abogados 
internos como externos, no participa en las decisiones salariales, por estar cubierto en el artículo 54 de la Ley, 
en cuyo caso podría interpretarse como una toma de decisiones en beneficio propio. 
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transición4. Este órgano se constituyó con los tres directores de regulación más el director de la 

Dirección General de Participación del Usuario (que luego se transformó en Dirección General de 

Atención al Usuario (DGAU)). Este Comité de Regulación estuvo en funciones hasta el año 2013, 

cuando iniciaron funciones las nuevas intendencias.  

 

Una vez que la Junta Directiva aprobó el nuevo RIOF, el cual fue publicado en el diario oficial La 

Gaceta el 27 de mayo de 2013, se inició el proceso de reorganización institucional. Se procedió al 

concurso para el nombramiento de los intendentes, el cual debió declararse infructuoso pues los 

candidatos ganadores tenían impedimentos legales para ser nombrados.  Esto obligó a un segundo 

concurso mediante el cual se nombró a los tres intendentes que actualmente ejercen dicho cargo. 

A partir de ese momento, se derogó el Comité de Regulación y los Intendentes asumieron de 

pleno la fijación tarifaria. 

 

No es desdeñable la enorme resistencia interna (de algunos grupos conservadores de la 

Institución) y externa (por parte de diversos agentes con intereses encontrados, algunos legítimos 

pero otros espurios) ante el nuevo modelo. Se multiplicaron los ataques por los distintos medios 

de comunicación y se presentaron multitud de recursos, bajo el lema de que “el regulador no 

regula”. Tanto el Regulador General como la Junta Directiva fueron convocados por la Comisión de 

Ingreso y Gasto Público en varias ocasiones, en donde se explicó de manera reiterada, tanto los 

fundamentos legales como los filosóficos, técnicos y regulatorios que sustentan este modelo.  

Con especial énfasis a partir de 2013, la Aresep ha estado en un proceso constante de 

modernización regulatoria, para tener una de las mejores entidades regulatorias del mundo. Como 

lo demuestran las cifras5, la regulación de los servicios públicos, en Costa Rica, es muy barata. 

Basta con que se compare con lo que cuesta, por ejemplo, la regulación de los servicios 

financieros, en donde hay cuatro Superintendencias con gastos mucho más significativos que la 

Aresep. La fiscalización de la Hacienda Pública que ejerce la Contraloría General de la República o 

lo que cuesta la Defensoría de los Habitantes es sustancialmente más cara. Valdría la pena 

también compararlo con el costo que representa la regulación del sistema monetario que ejerce el 

Banco Central de Costa Rica. 

En la actualidad, está muy avanzado el proceso de modernización de las metodologías tarifarias y 

la emisión de normas técnicas regulatorias. Las bases de datos, si bien aún no están completas, 

han logrado ser levantadas en una proporción importante (lo que falta, es básicamente por 

                                                           
4 La anterior Junta Directiva y el Regulador General estuvieron en funciones hasta el 7 de mayo de 2010. El 
nuevo regulador se incorporó el 1 de julio de ese año y la Junta Directiva quedó debidamente instalada a partir 
del 22 de agosto de 2010. 
5  Como ejemplo, usando datos del 2013, año en que empezó el nuevo modelo: 

a. En una factura eléctrica de 30 mil colones, en un mes, lo que el usuario paga de canon es apenas 15 
colones, y como máximo, 72 colones en la empresa más cara. 

b. En agua, de una factura de 15000, el usuario paga por el servicio de la Aresep apenas 169 colones 
c. En autobuses, en una tarifa de 350 colones, el canon es apenas 77 céntimos. 
d. En un tanque de combustible de 25 mil colones, el canon que se paga es apenas de 55 colones. 

Si lo viéramos como una prima de seguro para cubrir los riesgos serían las más baratas del mercado. 
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decisiones que están fuera del control de la Aresep) lo que permite tener muy avanzado el Sistema 

de Información Regulatoria (SIR), instrumento que constituye la columna vertebral de la 

regulación, pues son sistemas automatizados mediante los cuales los operadores ingresan 

directamente la información en forma electrónica y ésta se integra, de inmediato, a las bases de 

datos, en un formato estándar para todos los regulados de cada sector.  

Además, se viene trabajando en el esquema de Contabilidad Regulatoria, que es un esquema 

mediante el cual, automáticamente se hace una discriminación de gastos de los operadores para 

reconocer como costos únicamente los que estén relacionados con la prestación de los servicios 

públicos. Esto representa un avance de casi un 80% en el proceso de automatización de la función 

tarifaria. Se ha avanzado no solo en la eficiencia para la fijación de tarifas, sino que se ha 

extendido a la profundización de estas tareas, vigilando aspectos que anteriormente no se podían 

controlar, como es el control del cumplimiento de obligaciones fiscales y parafiscales de los 

operadores, la consistencia interna de la información que se utiliza, y sobre todo, la erradicación 

de inconvenientes márgenes de discrecionalidad en la aplicación de las metodologías que, 

potencialmente, pueden ser una fuente de corrupción. 

La creación de las intendencias: una nueva forma de organización interna  

Si bien, hoy día, la Aresep funciona sin cuestionamiento alguno mediante las Intendencias de 

Agua, Transportes y Energía, como parte de su organización interna, ello no siempre fue así. Los 

inicios de su implementación, mediante el Reglamento Interno de Organización y Funciones de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano desconcentrado (en adelante RIOF), 

con ocasión de las reformas introducidas a la Ley 7593 mediante la Ley 8660, conllevaron una 

importante labor de defensa de los cambios internos promovidos por la Junta Directiva. Incluso, 

en estrados judiciales, la Aresep se vio en la necesidad de exponer y justificar sus decisiones, 

frente a detractores que cuestionaban la constitucionalidad del nuevo paradigma organizacional. 

El 12 de agosto de 2011, se interpuso una acción de inconstitucionalidad por parte de la 

Asociación de Consumidores de Costa Rica, tramitada bajo el expediente 11-10189-0007-CO.  

Mediante dicha acción, se cuestionó la constitucionalidad de los acuerdos de la Junta Directiva de 

la Aresep números 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010; 010-20-2010 de la 

sesión 20-2010  del 20 de julio de 2010;  002-039-2010 de la sesión 39-2010 del 4 de octubre de 

2010, el artículo 3 de la sesión 21-2011 del 30 de marzo de 2011, mediante los cuales se creó el 

Comité de Regulación para que asumiera temporalmente las funciones de las intendencias 

mientras entraban en labor y se prorrogó su vigencia, así como, de los artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 

38 del RIOF que crearon a las Intendencias. 

Según los accionantes, del contenido del artículo 37 de la Ley 7593, posterior a su modificación 

por parte de la Ley 8660, se desprendía que, el propio legislador dejó en claro que, la Ley era la 

que podía atribuir la potestad de resolver en definitiva toda solicitud de fijación tarifaria, de modo 

que, ello no podría hacerlo un mero reglamento interno de organización como el RIOF. Asimismo, 

alegaron que la reforma efectuada por la Ley 8660, no amplió la lista de órganos internos de la 

Aresep contenida en el artículo 45 de la Ley 7593, salvo el caso de la Sutel y que no obstante, la 
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Junta Directiva de Aresep mediante el RIOF, creó las Intendencias de Agua, Energía y Transportes, 

a las que les asignó entre otras, la potestad de fijación tarifaria y sancionatoria a que se refieren 

los artículos 38 y 41 de la Ley 7593, cuyas funciones fueron asumidas temporalmente por un 

Comité de Regulación, creado mediante los acuerdos de Junta Directiva cuestionados. 

Mediante la resolución 2011-16591 de las 15:30 horas del 30 de noviembre de 2011, la Sala 

Constitucional, al resolver la mencionada acción de inconstitucionalidad, le brindó su respaldo a la 

nueva organización interna de la Aresep, al considerar que con la entrada en vigencia de la Ley 

8660 del 8 de agosto de 2008, la institución sufrió un cambio importante en la asignación interna 

de sus funciones, tal y como se denotó en los artículos 6 y 57 de la Ley 7593. 

Tal cambio implicó el traslado de dos funciones básicas del Regulador General a la Aresep como 

ente, a saber: el conocimiento y resolución de las solicitudes tarifarias, así como, el de las quejas 

planteadas por los usuarios.  

Frente a tal panorama, la Aresep debía proceder con la asignación de dichas funciones a órganos 

creados por la Junta Directiva, lo cual realizó vía reglamentaria, mediante el RIOF, según el cual, se 

crearon las Intendencias de Agua, Energía y Transportes, como órganos técnicos especializados 

que debían regular los servicios bajo su competencia.  

El cuestionamiento de constitucionalidad de la creación de dichas Intendencias, obligó a la Sala a 

pronunciarse, llegando a la conclusión de que, la Aresep cuenta con la potestad de distribuir las 

competencias que le han sido asignadas como ente, a aquellos órganos que la Junta Directiva, 

como superior jerárquico, decida, por estimarlo conveniente o necesario para los intereses 

públicos, en especial los de los consumidores y usuarios de los servicios públicos, ello, en ejercicio 

de la potestad de auto organización que le confiere el artículo 45 de la Ley 7593 y la de aprobar la 

organización interna de la institución, conforme al artículo 53 de la misma Ley. 

La Sala en la citada resolución, consideró que el ejercicio de dicha potestad encuentra fundamento 

en la necesidad que tiene la Aresep de darse su propia estructura administrativa, la cual, le 

permita alcanzar y ejercer de la mejor forma los fines y competencias que legalmente le han sido 

asignadas. 

Según señaló la Sala, las funciones que la Junta Directiva dispuso distribuir mediante el RIOF entre 

los órganos que fueron cuestionados, no son fruto de una creación reglamentaria, sino que fueron 

atribuidas expresamente por ley, siendo potestad de dicha Junta, determinar el sujeto al cual se le 

asigna su cumplimiento. 

La Sala consideró que los artículos 33, 35 y 37 del RIOF, mediante los cuales se crearon las 

Intendencias dichas, no son inconstitucionales, de modo que con ellas, simplemente se estaba 

distribuyendo las funciones de la Aresep entre órganos internos, a efectos de que los servicios 

públicos sean regulados de forma más específica, manteniendo siempre las competencias de la 

institución como una sola. 
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En ese sentido, era claro que el más alto Tribunal de Costa Rica, consideraba que las actuaciones 

de la Aresep, no resultaban contrarias al principio de reserva de ley, en el tanto no existía la 

alegada delegación de potestades de imperio a las Intendencias creadas, llegando a la conclusión 

de que tampoco los artículos 34 inciso 1), puntos d, e, f, h, n, y 2) punto d, y 36 inciso 1) puntos f, 

g, h, j, o y 2) punto d) del RIOF son inconstitucionales, exceptuando, la revocatoria de las 

concesiones, que debía seguir siendo realizada por la Junta Directiva y la resolución de las quejas, 

controversias y denuncias que seguiría a cargo del Regulador General. 

Entre otros aspectos, dentro del articulado del RIOF, que fueron analizados desde un punto de 

vista de su constitucionalidad, valga resaltar que, el logro más importante que tuvo la Aresep a raíz 

de la acción interpuesta, fue el respaldo de constitucionalidad que se le proporcionó a la potestad 

reglamentaria de la Junta Directiva, por medio de la cual puede crear las Intendencias, como parte 

de su organización interna. 

La nueva organización interna le permitió a la Aresep fortalecer el servicio que le presta a los 

usuarios del sistema regulatorio, de modo que, cada Intendencia, pueda realizar su función de 

regulación de los servicios encomendados, de una manera más ágil, con los beneficios evidentes 

que implica el conocimiento de cada solicitud desde su especialidad técnica, enmarcando el 

desempeño del Ente Regulador dentro del respeto de los principios de eficacia, eficiencia, 

continuidad y oportunidad que deben regir la actuación administrativa y la prestación de los 

servicios públicos. 

Además, con el modelo implementado se evita la llamada “captura del regulador”, toda vez que 

las funciones se asignaron a órganos diferentes, por ejemplo la Junta Directiva aprueba las 

metodologías tarifarias y los reglamentos técnicos, que son propuestos y coordinados por la 

Dirección General del Centro de Desarrollo de la Regulación y las Intendencias de Regulación los 

aplica y vela por su cumplimiento. 

Producto de la nueva organización interna, las Intendencias se han venido especializando cada vez 

más, fortaleciendo las decisiones regulatorias que se toman con respecto a cada servicio público, 

de modo que, con ello, se ha ido haciendo más rigurosa y técnica la labor de la Aresep.  

El marco conceptual del modelo de regulación actual 

En Costa Rica, se ha venido perfeccionando la organización del regulador de servicios públicos, con 

el propósito de hacerlo menos vulnerable a las presiones de los actores más poderosos, y de 

regular de la manera más equitativa y eficiente posible. 

En la actualidad, en el esquema organizativo de la ARESEP se pueden distinguir las siguientes 

características que buscan generar condiciones propicias para la equidad de atención a los 

intereses de usuarios y operadores: 

• El carácter multisectorial de la ARESEP favorece el desarrollo de un marco de políticas 

regulatorias que sea común para todos los sectores regulados. Ello le permite filtrar y procesar 

las demandas de grupos de operadores sectoriales, dentro de un marco de política más amplio 
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que el sectorial.  El enfoque multisectorial también permite compartir costos de operación y la 

transferencia de conocimientos y métodos eficientes entre sectores de regulación.  

• Las Intendencias no tienen competencias para establecer sus propios métodos o reglamentos 

de fijación tarifaria o de regulación de calidad. Así, se establece una sana separación entre la 

competencia para definir reglas de fijación tarifaria y la competencia para aplicarlas.  Los 

métodos de fijación tarifaria y los reglamentos son aprobados por la Junta Directiva, mediante 

procesos que incluyen la consulta pública a los actores interesados.  La práctica institucional 

actual consiste en definir tales métodos con altos niveles de detalle y transparencia. 

• El Regulador General es el Presidente de la Junta Directiva.  Fuera de este órgano colegiado, 

opera como representante institucional y conductor de la gestión institucional, y no tiene 

competencias de aprobación de métodos o reglamentos regulatorios, ni de fijación tarifaria.  

Esto evita los riesgos de influencia indebida sobre el Regulador General que existieron en el 

pasado. 

• Los operadores pueden recurrir las decisiones de fijación tarifaria ante la Intendencia, en 

primera instancia;  y ante la Junta Directiva, en segunda instancia.  Así,  se constituye a la Junta 

Directiva en una especie de tribunal administrativo de segunda instancia, con competencia 

para revisar y replantear las decisiones tarifarias de las Intendencias.  

• Existe una dependencia especializada en atender las quejas de los usuarios sobre las prácticas 

que consideren indebidas de los operadores.  Esta dependencia también asesora a los usuarios 

para que ejerzan la debida vigilancia sobre las condiciones de precio y calidad de los servicios.  

De esta manera, se ofrecen opciones para que los usuarios hagan valer sus derechos y sus 

posiciones. 

Durante el período 2010-2014, la Junta Directiva de la ARESEP llevó a cabo una reforma 

organizativa de la institución, en consonancia con lo establecido en las modificaciones a la Ley de 

la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos introducidas por la Ley 8660, de agosto de 2008.  

Con esa reforma organizativa, se superaron varias limitaciones estructurales del diseño 

organizativo original de la ARESEP, que se pueden resumir de la siguiente manera:  

• Alta vulnerabilidad a influencias indebidas de poderosos grupos económicos cuyos intereses 

se ven afectados por las decisiones regulatorias, o de altas autoridades de gobierno.  

• Inadecuada concentración de decisiones de tipo operativo en las autoridades superiores. 

• Bajos niveles de especialización en funciones sustantivas clave. 

• Reducida importancia conferida a la gestión de recursos estratégicos (recursos humanos y 

sistemas de información). 

• Inadecuada separación entre la planificación de actividades y la planificación presupuestaria. 

Este marco conceptual le ha permitido a la institución, avances importantes en los temas que 

detallo a lo largo de este informe. 

 

 



17 
 

6. LOS ÉNFASIS INSTITUCIONALES DE MI GESTIÓN 

 

6.1 Comunicación con los usuarios, regulados, entidades públicas y agentes políticos 

 

Todo el proceso de cambio institucional que se vivió durante estos años, fue centro de constantes 

bombardeos desde muchos ángulos, empezando por algunos sectores internos que temieron ver 

afectados sus derechos o, hasta privilegios. También los sectores regulados, que veían en una 

regulación mucho más estricta, la posible pérdida de grados de libertad para obtener beneficios y 

hasta rentas económicas. Diversos agentes externos, liderados por personas con muy diferentes 

intereses, un día sí y otro también, trataron de desprestigiar el proceso de cambio que se estaba 

viviendo. A pesar de contar con muy pocos recursos para llevar a cabo una comunicación masiva, 

en todo momento se trató de estar presentes en cada instancia en que se nos atacaba. 

 

La labor de comunicación es institucional. Desde el Regulador General, Intendentes y funcionarios 

en general realizan una labor de comunicación en las diferentes esferas donde se desenvuelven. 

Internamente, la comunicación con los diferentes públicos es fundamental: regulados, usuarios, 

entidades públicas, agentes políticos). Esta alta gama de públicos requiere de una estrategia de 

comunicación clara con cada uno de ellos, para mantener una relación abierta, pero al mismo 

tiempo, posicionar al ente regulador. 

 

El proceso de comunicación es complejo no solo por la diversidad de públicos, sino por los 

intereses que cada uno de éstos tiene en determinado asunto. ARESEP está inmersa en una 

dinámica social, económica y política muy compleja. Por las decisiones que toma genera conflicto, 

y este conflicto es medular para las noticias. El mapa político en que está inmersa la Autoridad 

Reguladora varía constantemente, pues hay sectores que validan una decisión pero luego ese 

mismo sector cuestiona otra. 

 

En muchos casos, la acción natural de los regulados es cuestionar al Ente Regulador y no estar de 

acuerdo con sus decisiones y acciones, y llegan incluso, a cuestionar su existencia. Por otro lado, 

están los grupos de poder que ejercen presión desde diferentes ámbitos políticos (desde la 

Asamblea Legislativa, Defensoría, etc). 

 

La estrategia empleada para repeler estos ataques se centró en la relación directa con los sectores 

regulados, como visitas a sus oficinas o invitación a la Junta Directiva. También los Intendentes 

ejercieron un importante acercamiento a nivel técnico, con el propósito de precisar la información 

que se requiere de ellos para la regulación del mercado.  

 

Además, se mantiene una comunicación constante a través de los medios de comunicación para 

posicionar los temas de interés institucional, así como informar acerca de las decisiones 

regulatorias, a través de los medios tradicionales y redes sociales. 
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Un análisis del impacto mediático de la ARESEP, se describe a continuación: 

 

2010 

Se generaron 3940 noticias en total. Entre el 2010 y 2011 el 41% de las noticias fueron sobre 

telecomunicaciones, dado que la periodista institucional le daba apoyo a la recién creada Sutel y el 

objetivo de comunicación era posicionar a la nueva entidad reguladora, de acuerdo con los 

lineamientos dados por el Regulador General (gestión con medios, desarrollo de sitio Web, 

comunicación externa). 

Si se extraen las noticias relacionadas con la SUTEL, y se centra únicamente en los servicios 

regulados por la ARESEP se contabilizan 2265 noticias. El tema de combustibles es el más 

posicionado en los medios de comunicación (37%) debido a las variaciones de precio que se 

registran mensualmente, y por su incidencia en la inflación. En este año la tendencia internacional 

fue al alza lo que impactó negativamente en la información suministrada a los usuarios. 

En este año la ARESEP obtuvo 18% de las noticias (411), las cuales fueron negativas en su mayoría 

(74%). Los temas de este año fueron el cambio de Regulador General, se acumularon recursos, se 

suscitó el alquiler del nuevo edificio y se creó el comité de Regulación. El tratamiento de las 

noticias fue negativo en los medios. Se confeccionaron 66 boletines de prensa. Se conversó con 

periodistas sobre la decisión del alquiler, que fue tomada por el anterior Regulador, sin embargo, 

el pago de un edificio adicional, teniendo uno propio fue la idea que se posicionó (principalmente 

impulsada por el periódico La Nación el cual adujo intereses por parte de un miembro de la Junta 

Directiva del periodo 2006-2010). 

Otras acciones que se realizaron: se apoyó el proceso de traslado de edificio para informar a los 

funcionarios sobre las nuevas condiciones; se trabajó en el rediseño de una nueva página Web 

institucional y asesoría al Regulador sobre temas en medios de comunicación. 

2011 

En 2011 se registraron 3199 noticias sobre ARESEP y SUTEL. Propiamente sobre ARESEP y los 

servicios regulados hubo 2311. De estas, 429 fueron sobre la institución (185), cuyo enfoque 

nuevamente fue negativo en el 64% de las noticias, principalmente impulsada por la campaña que 

se gestó por parte de directivos de la Junta Directiva, que cuestionaron al Comité de Regulación y 

los cambios suscitados en la Ley de ARESEP (sobre la definición de tarifas que ya no recaía en el 

Regulador General). Hubo acusaciones de la Defensoría, recursos de amparo, juicios Contenciosos 

Administrativos, y otras acciones legales en contra de la institución que afectaron su reputación. 

Para tratar de contrarrestar la campaña en contra de la ARESEP se visitaron a los directores de 
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medios para explicar los procesos de cambio en la ley de ARESEP. Se elaboraron 79 boletines de 

prensa. 

Otras acciones: Se imprimieron nuevas leyes de la ARESEP, y carpetas institucionales, asesoría por 

denuncias de miembros de la Junta Directiva de ARESEP, asesoría al Regulador sobre temas en 

medios de comunicación. 

2012 

Hubo 4859 noticias sobre los servicios regulados. Este año la SUTEL contrató a su propio 

periodista, por lo que se empezó a dar un mayor posicionamiento a las Intendencias. Sobre 

ARESEP se generaron 1077 noticias. El Sector de Energía obtuvo el 42% de las noticias 

(combustibles 29,5% y electricidad 9%); seguido de Transporte con 32% de las noticias y Agua el 

6%. En este año continuaron los ataques en contra de la Institucionalidad de la ARESEP. Tuvo una 

presencia mediática del 22% de las noticias. La campaña que se gestó en contra de la ARESEP 

incluyó alianzas en medios de comunicación y diputados, así como una activa participación del 

sindicato de trabajadores de ARESEP para desprestigiar a la Institución y la ANEP. Se creó una 

comisión Legislativa para indagar el actuar de ARESEP, renunciaron dos miembros de la Junta 

Directiva, se cuestionó el nombramiento de la Reguladora General Adjunta, y también se 

suscitaron procesos judiciales (recursos de amparo, denuncia de funcionarios de ARESEP). Entre 

los temas negativos fueron el costo de la regulación, estructura paralela alquiler de edificio, 

contrato en el MEP a la esposa del exregulador Fernando Herrero, poca participación y alto costo 

de las audiencias públicas. Los temas positivos que se destacaron fueron la validación de la Sala 

Constitucional de las audiencias públicas, los resultados de los análisis de combustible 

contaminado con MMT y propuestas de metodologías de autobús y gasolineros. Se visitaron a los 

directores de medios para explicar los cambios en metodologías y la resistencia de los sectores 

regulados. También se empezaron a neutralizar a los actores que estaban dando información 

sesgada contra la institución, de manera que los periodistas de medios de comunicación fueran 

más críticos con sus opiniones. Se difundieron 81 comunicados de prensa. La cantidad de noticias 

negativas fue de 62%. 

Acciones adicionales: Se confeccionaron mapas de transporte público los cuales fueron 

distribuidos por el ICT para que turistas utilicen bus o tren, se imprimen afiches para promover el 

uso de Correos de Costa Rica para interponer quejas contra servicios públicos regulados. Ingresa 

una nueva periodista encargada del proceso de redes sociales (Facebook, twitter, y otros, y apoyo 

en la atención de medios de comunicación) por lo que son dos personas en el Departamento de 

Comunicación. Se pautó campaña para usuarios por ¢36 millones. 

2013 

Se registraron 5766 noticias en total, de las cuales 980 fueron sobre ARESEP (17%), de las cuales el 

8% fueron positivas. Nuevamente el tema de combustibles es el más destacado (33,7%), luego 

transporte (26%), 16% electricidad y agua el 7%. En este periodo los temas más críticos para la 

institución fueron el edificio, aumento en tarifas, despilfarro, el impacto inflacionario por el 
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aumento en las tarifas de los servicios regulados y un estudio sobre las deficiencias encontradas 

por parte de la Contraloría General de la República. También se suscitó la posible renuncia del 

Regulador General, un error en el cálculo del margen de comercialización de los combustibles, 

ataques contra una miembro de la Junta Directiva, casos sin resolver y cuestionamientos al 

candidato para ocupar el cargo en SUTEL; lo que generaron noticias negativas (340 en total, es 

decir 34,6%). Como estrategia ante esta situación se promovieron noticias positivas a lo largo del 

año, como el resultado de investigaciones a empresas de gas, encuesta a usuarios, recepción de 

quejas por medio de Correos de Costa Rica, estudio de calidad del agua lo que desencadenó 340 

noticias positivas (42%). Se distribuyeron 160 comunicados de prensa. 

Otras acciones: Se trabaja en actividad de celebración del Día del Funcionario con obra de teatro 

donde se evidencian los problemas internos, y se elaboran tazas con logo de ARESEP y frase “eso sí 

me toca a mí”. Esta campaña intenta motivar para una mejor atención de usuarios, trabajo en 

equipo, responsabilidades. Se capacitan a los intendentes en el manejo de medios de 

comunicación (impartido por Edilex). Se elaboró anuncio sobre GLP (consejos a usuarios). 

2014 

En este año se generaron 4588 noticias. De las cuales 1052 (23%) son sobre ARESEP, 329 positivas 

y 333 negativas y 128 neutras. Esta clasificación es importante para visualizar que las noticias 

negativas son sobre la fijación de tarifas y los cuestionamientos que hacen algunos sectores y las 

positivas son sobre audiencias públicas, sanciones a operadores, resultados de calidad, 

inspecciones. En ese año se produjeron 101 boletines de prensa. 

Otras acciones: Se realizó capacitación a periodistas sobre Regulación, se coordina impresión de 

tazas para fomentar entre funcionarios, se mejoró audiovisual sobre GLP y se elaboró e 

imprimieron brochures con consejos; Ingresa una nueva funcionaria para encargarse del proceso 

de Comunicación Interna (con los proyectos de clima organización, responsabilidad social, 

organización de eventos, boletín interno). Se elaboraron seis anuncios sobre: taxi, bus, personas 

con discapacidad, adulto mayor, pago electrónico, App Mi Ruta. Se elaboraron dos anuncios sobre 

el cambio de reglamento de agua, dirigido a usuarios y otro a empresas. Se rediseñó un nuevo sitio 

Web, con más claridad en los sectores regulados y reorganización de la información. Asesoría al 

Regulador e Intendentes sobre temas en medios de comunicación. Se pautó campaña en 

mobiliario urbano para promocionar la App Mi Ruta. Se pautó campaña en medios escritos, radio, 

televisión y cine para dar consejos en GLP. 

2015 

En este año se generaron 7156 noticias sobre ARESEP y sectores regulados. De éstas 920 sobre la 

ARESEP (12,8%), siendo 312 positivas, 380 negativas y 112 neutras. Nuevamente, la mayor 

cantidad de noticias son sobre combustible (34%), electricidad 19%, transporte 30% y agua 3%. Lo 

que se puede observar es que la ARESEP ha hecho un ingente esfuerzo por equilibrar las noticias 

negativas con positivas, de tal manera que se neutralice su efecto. Lo importante es que la 

ciudadanía perciba el trabajo de un ente regulador objetivo y transparente.  
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Otras acciones: Se coordina impresión de signos externos para funcionarios (camisetas, artículos 

de oficina, taza). Se elaboró anuncio radiofónico contra prestación ilegal en el servicio de taxi. Se 

coordinó campaña para difundir consejos en compra e instalación de GLP (inversión ¢80 millones); 

así como difundir derechos de los usuarios de agua y taxi (¢60 millones). Se apoyó difusión 

publicitaria para ferias con usuarios. Se pasa de 7 mil seguidores en Facebook a 15 mil. Asesoría en 

comunicación para el SIR. 

2016 

Entre enero y marzo de 2016 se han generado 1384 noticias. De ARESEP han sido 120, con 79 

positivas y 39 negativas y 2 neutras. Se han destacado principalmente los resultados de los 

programas de calidad del gas y estaciones de servicio, así como las metodologías de autobús y 

generación distribuida. Todas esas acciones han tenido un posicionamiento positivo en los medios 

de comunicación. 

 
2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
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La ARESEP aprovecha principalmente su potencial de comunicación a través de los medios de 

comunicación, sin embargo, este mecanismo no es suficiente, y se requiere pauta publicitaria para 

posicionar los mensajes de interés de la ARESEP. 

A través de las redes sociales se establece un contacto directo con los usuarios, sin embargo, los 

temas que emite ARESEP no gozan de popularidad, pues implican un cambio de precio en los 

servicios públicos. Esto afecta emocional y financieramente a las familias. El cambio de precios en 

los combustibles es el más sensible para los usuarios. 
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Se deben explotar temas positivos, de tal manera que toda la organización esté alineada a un 

mismo discurso. Deben crearse redes de aliados con cámaras empresariales, grupos organizados 

de usuarios, Defensoría de los Habitantes en los temas estratégicos institucionales. 

La tendencia de noticias negativas se revertió gracias al posicionamiento en la agenda mediática 

de temas como fiscalización, mayor control de las finanzas, inspecciones a entidades reguladas, 

actividades con los usuarios, entre otros. 

 

6.2 Diseño y aprobación de metodologías tarifarias. 

La Aresep ha venido, desde hace varios años, modernizando sus esquemas de regulación y, 

principalmente, la formalización de metodologías tarifarias, que, aunque suene paradójico, en 

muchos casos, y desde hace más de 20 años, no han existido más que en algunas hojas 

electrónicas de funcionarios o en documentos y resoluciones que no han sido sometidos a los 

procesos de participación popular. Hemos emprendido, desde el 2010 un proceso intensivo de 

elaboración de metodologías, reglamentos y normas técnicas que permitan llenar los vacíos 

existentes y promover la protección de los derechos de los usuarios de los servicios públicos. 

A pesar de que la Aresep es una institución histórica6, no fue sino hasta 2006 que empezó a tomar 

conciencia de la necesidad de concretar, sistematizar y oficializar las metodologías tarifarias, para 

que estas sean conocidas por todos y que se sepa, en detalle, las reglas del juego. Nunca antes la 

Aresep, ni el SNE, habían dedicado atención a emitir metodologías, lo cual da transparencia, 

claridad y consistencia a los cálculos tarifarios y evitan la discrecionalidad. Las metodologías dan 

claridad, consistencia y evita cualquier tipo de sesgo o arbitrariedad de los funcionarios a la hora 

de establecer una tarifa o precio para un servicio o bien público.  

 

Aresep diseña metodologías tarifarias procurando que siempre estén exentas de ambigüedades y 

cualquier grado de discrecionalidad, para que nadie pueda aducir arbitrariedad a la hora en que se 

emita una fijación de precios o tarifas, por parte de la unidad a cargo de esta tarea (actualmente 

asignada a intendencias especializadas). 

 

Para garantizar la mayor imparcialidad en los ajustes tarifarios, la Aresep ha independizado los 

procesos de formulación, aprobación y aplicación de cada una de las metodologías que se usan 

para calcular las tarifas.  

 

En primer lugar, la tarea de diseñar, actualizar, redactar y modificar cualquiera de ellas, está 

asignada al ámbito del Despacho del Regulador General, el que se apoya en varias instancias bajo 

su control, tales como el Centro de Desarrollo de la Regulación, comisiones ad-hoc integradas por 

profesionales interdisciplinarios de la propia Institución y, en ocasiones, recurriendo a 

                                                           
6 Se fundó en 1928 como Servicio Nacional de Electricidad con el objetivo de promover la electrificación del 
país. En 1996 se transformó en autoridad reguladora y en 2008 se actualizó para adaptarla a los conceptos 
modernos de la regulación económica. 
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contrataciones externas con entes de reconocida solvencia profesional para definir temas muy 

especializados, así como en la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria.  Corresponde 

al Regulador General velar porque siempre se utilicen las mejores normas de la ciencia y de la 

técnica y se respeten todos los procedimientos reglamentarios y legales. Por mandato institucional 

y judicial, desde su formulación, cualquier metodología debe estar exenta de cualquier posibilidad 

de sesgo o control exógeno, y su redacción sea absolutamente inambigua.   

 

En este proceso de descentralización de toma de decisiones, corresponde a la Junta Directiva, 

como máximo definidor de las políticas institucionales, el trámite de aprobación de las 

metodologías. En su seno, con la presencia de los técnicos y profesionales que se considere 

oportuno, se discuten los pormenores de cada una de ellas y se decide cuándo es momento 

oportuno para someterlas al proceso de audiencia pública, exigido por la Constitución Política y la 

Ley 7593. Este proceso es conducido por el Despacho del Regulador General, con la participación 

de la Dirección General de Atención al Usuario y las instancias que hayan participado en su 

elaboración, a quienes corresponde también, analizar todas las posiciones que externen los 

ciudadanos, hacer los cambios que sean necesarios y dar respuesta a todas sus propuestas. Una 

vez realizado este proceso, la metodología vuelve al ámbito de la Junta Directiva, para su 

aprobación final o reenvío a una nueva audiencia. 

Cuando inicié funciones en la Aresep en el 2010, persistía un enorme vacío metodológico. La 

institución regula más de 35 sectores, cada uno con diferentes procesos productivos que 

ameritan, para cada uno de ellos, una metodología distinta. La elaboración, discusión y calibración 

de cada metodología es un proceso muy complejo que requiere muchas horas de trabajo y 

dedicación, así como abundante respaldo técnico. Luego, debe pasar por la aprobación estricta 

por parte de la Junta Directiva, al menos, en dos oportunidades. Posteriormente, debe cumplir el 

proceso formal de audiencia pública (con frecuencia por más de una vez, dado que las propias 

disposiciones de la Sala Constitucional han desvirtuado, de alguna manera el proceso, pues no 

admite que se hagan modificaciones que atiendan las observaciones que se hacen en las 

audiencias). 

Entre el 2006-2010 se generaron 5 nuevas metodologías tarifarias, cuya rigurosidad y proceso de 

formalización fue bastante débil, pues la legislación y jurisprudencia era mucho menos rigurosa. 

De hecho, varias de ellas contenían lagunas importantes y grados de discrecionalidad 

preocupantes. 

Entre julio de 2010 y marzo de 2016 se han elaborado 34 metodologías, de las cuales 25 están 

aprobadas y las otras 8 están en un estado avanzado de elaboración, 6 de ellas se espera estén 

concluidas en un plazo de 6 meses y las 2 restantes durante el 2017.  

 

 

 

 



25 
 

 
CUADRO 1. NÚMERO DE METODOLOGÍAS Y NORMAS TÉCNICAS POR SECTOR Y SEGÚN 

ESTADO DE AVANCE * 
-de julio de 2010 a marzo de 2016-  

 
 
Sector o 
subsector 

En 
elaboración** 

En  Junta 
Directiva 

En proceso 
audiencia 

 
Aprobada  

 

 
TOTAL  

Electricidad  1 -  - 19 20 
Combustibles  1  -  - 1 2 
Transporte  5  1  -  3 9 
Agua   1  - -  2 3 
 
TOTAL 
 

 
8 

  
1 

 
- 

 
25 

 
34 

 

Dentro de las más importantes ya aprobadas, se encuentran la nueva metodología para fijar tarifas 

al Servicio Nacional de Riego y Avenamiento; las nuevas metodologías para la fijación de precios a 

la generación privada de electricidad, que fueron esenciales para permitir las compras de 

electricidad a generadores privados por parte del ICE; la metodología para fijación tarifaria 

extraordinaria en el servicio público de autobuses así como la nueva metodología recientemente 

aprobada para la fijación ordinaria de tarifas de autobús. También se aprobó hace algunos años, la 

metodología para reconocer el costo variable de combustible en la generación de electricidad.  

Recuadro 1. Proyectos de desarrollo de metodologías tarifarias desarrollados en el período 

2010-2016, y su estado de avance 

No. Título Estado 

1 Generación privada eólica 

Aprobada 

2 Generación privada hidroeléctricas nuevas 

3 Generación privada biomasa 

4 Extraordinaria de autobuses 

5 Costo variable de combustible 

6 Modificación, metodologías generación privada 

7 Servicios de riego y avenamiento (SENARA) 

8 Transporte de estudiantes 

Propuesta remitida a Junta 
Directiva después de pasar 

por audiencia pública 

9 Combustibles, precio plantel 

10 Peajes, rutas administradas por CONAVI 

11 Estaciones de servicio 

12 Ordinaria de autobuses 

13 Manual condiciones operativas  

Grado de avance alto 

14 Sistematización modelo distribución eléctrica 

15 Sistematización modelo transmisión eléctrica 

16 Sistematización modelo generación eléctrica 

17 Generación privada con residuos municipales 

18 Fijación ordinaria para autobuses, 2a etapa 

19 Generación privada solar 
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No. Título Estado 

20 Estaciones de servicio 

21 Acueductos y alcantarillados, nuevo modelo  

22 Nuevas modificaciones, generación privada 
Grado de avance intermedio 

23 Combustibles, precio plantel 

  
Además de las metodologías, se han emitido varias normas técnicas, cuyo fin es regular las 

condiciones mínimas de calidad con que se debe prestar cada servicio y sirve de base, no solo para 

la implementación de programas de control de la calidad, sino también para que los usuarios 

conozcan el alcance de sus derechos y puedan reclamar, de manera informada, cuando se 

quebranten sus derechos.  

También se han gestionado exitosamente un total de 20 proyectos orientados a elaborar estudios 

de base para el diseño de modelos tarifarios. Entre ellos, se incluyen 17 estudios financiados con 

recursos propios de Aresep, ejecutados con centros universitarios especializados o expertos 

ampliamente reconocidos en la temática. Los temas de dichos estudios contemplan: 

• características técnicas del transporte público por autobús 

• sistemas de transporte intermodal de personas y pago electrónico de los servicios 

• esquemas de incentivos a la productividad para operadores estatales en los sectores de 

electricidad y agua 

• diseño, cálculo y análisis de indicadores de productividad para electricidad, planteles de 

distribución de combustibles, servicios aeroportuarios y portuarios, acueductos y 

alcantarillado 

• desarrollo del enfoque de necesidades de efectivo para operadores estatales 

• planos de distribución arquitectónica de estaciones de servicio el de las estaciones de 

servicio de combustible 

• modelo conceptual e instrumento de cálculo para el desarrollo de una metodología  

tarifaria para el ICE basada en necesidades de efectivo 

• normas y procedimientos para la auditoría regulatoria. 

En resumen, las metodologías garantizan al consumidor: un cobro justo establecido por un ente 

imparcial (todo el proceso es público); la fiscalización del servicio, el control de la calidad; la 

oportunidad de presentar quejas y denuncias contra los abusos que sufran y, en los casos de 

incumplimientos, las sanciones a las empresas. 

6.3 Mejoramiento de las metodologías tarifarias7. 

El mejoramiento de las metodologías tarifarias es una labor que he promovido durante mi gestión, 

Corresponde al Centro de Desarrollo de la Regulación, o bajo su coordinación, a Comisiones Ad 

Hoc, realizar la revisión, actualización o modificaciones de las metodologías, según se determine 

por el área técnica respectiva y dentro de un plan de trabajo y prioridades establecida por el 
                                                           
7 Se hace referencia solamente a algunos procesos de metodológicos relevantes a mi gestión. 
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Despacho del Regulador General. La participación de funcionarios de las Intendencias en estas 

comisiones es de particular importancia, puesto que las Intendencias, por su especialización, son 

las áreas que mejor conocen la realidad de cada industria y el contexto de las empresas reguladas, 

y posteriormente tienen a su cargo la aplicación de las metodologías aprobadas. 

INTENDENCIA DE AGUA 

La Intendencia de Agua (IA) impulsó desde el año 2014 cambios de enfoque tarifario, orientados a 

sustituir el modelo tradicional de tasa de retorno (criterios contables) a una metodología basada 

en necesidades de efectivo, de manera que se pueda satisfacer en forma más adecuada la 

necesidad de recursos de las empresas del sector, donde los prestadores dominantes son 

entidades públicas que operan bajo condiciones monopolísticas.  

Se espera que, este cambio metodológico, ya aprobado en 2015, sirva para proyectar las 

necesidades de largo plazo y los requerimientos presupuestarios, de modo que se tenga una 

percepción del verdadero costo de oportunidad de la provisión del recurso hídrico, de modo que 

los proyectos que el país necesita puedan ser financiados con plazos acordes con la vida útil. 

Metodología tarifaria de los servicios de acueductos, alcantarillados e hidrantes y del 

programa de protección de los recursos hídricos 

 El modelo tarifario, recientemente aprobado por parte de la junta directiva, se basa en la 

determinación de las necesidades de efectivo del operador. Así, provee los recursos necesarios 

para cubrir las necesidades de operación, inversión, financiamiento y otros conceptos. 

Considerando el rezago actual en infraestructura, el escaso tamaño de la base tarifaria y el 

modesto uso del apalancamiento financiero, el modelo se plantea cubrir las necesidades de 

efectivo en función de las prioridades nacionales e institucionales.  

El modelo plantea límites al gasto operativo y busca acelerar la ejecución de los planes de 

inversión, tanto para sustituir o rehabilitar las estructuras que lo requieran, como para desarrollar 

la infraestructura necesaria para atender el crecimiento de los sistemas. El proceso de 

planificación de las nuevas inversiones debe incorporar los elementos necesarios para el 

cumplimiento de las metas anuales del operador en materia de calidad del servicio, sin que estas 

se vean perjudicadas por las medidas dirigidas a fomentar la eficiencia.  

Este modelo determina el costo medio de los servicios con base en el pronóstico de las 

necesidades de efectivo del período, divididas entre la demanda esperada. Las necesidades de 

efectivo incluyen los gastos de operación, mantenimiento y administración, los recursos para 

inversión en propiedad, planta y equipo –tanto el aporte propio como la atención del servicio de la 

deuda destinada a inversión-, los ajustes en el capital de trabajo, el canon de regulación y una 

partida complementaria de otras entradas y salidas de efectivo.  

La metodología también identifica las principales normas jurídicas relacionadas con la acción 

regulatoria, la manera de actualizar las tarifas de los servicios conexos, la forma de canalizar 

solicitudes para tarifas por servicios vendidos en mercados mayoristas, las pautas para tratar los 
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gastos indirectos, la responsabilidad del operador en la gestión de sus riesgos financieros y 

operacionales, el uso de un modelo tarifario estandarizado y los lineamientos regulatorios del 

fondo de inversión.  

En síntesis, los fines regulatorios del modelo incluyen a) promover la eficiencia en los costos de 

operación, b) apoyar la inversión en infraestructura debidamente planificada y ejecutada, c) 

propiciar políticas de financiamiento orientadas a acelerar la inversión y lograr mayor equidad 

intergeneracional, d) promover la mejora continua de la calidad, e) proteger sistemáticamente las 

fuentes de recursos hídricos y f) fortalecer la fiscalización de los resultados obtenidos por los 

operadores. 

Un aspecto que ha rezagado la aprobación de esta metodología, es la consideración de la política 

sectorial emitida por el Ministro de Energía y la Directora Ejecutiva del ente rector del sector, No. 

013-CMTA-2016, recientemente promulgada, lo cual, en apego al artículo 1 de la Ley 7593, es de 

carácter vinculante a nuestra actividad regulatoria. En ese sentido, la metodología contendrá los 

ajustes necesarios para la implementación de la política de subsidios que se establece en dicha 

política sectorial. 

Metodología tarifaria para el servicio de riego del Distrito de Riego Arenal Tempisque 

En el 2014 se logró promover y aprobar una nueva metodología para la fijación de tarifas de riego 

del Distrito de Riego Arenal Tempisque (DRAT), operado por el Servicio Nacional de Riego y 

Avenamiento (SENARA). El cambio fundamental consistió en variar la medición del uso del agua 

cambiando las hectáreas de riego, por el volumen con el fin de que se haga un mejor uso del 

recurso y se eliminen paulatinamente los subsidios entre las actividades productivas. 

Lo novedoso de la metodología fue que se establecieron factores para estimar la demanda de 

agua en cada cultivo. Estos factores fueron definidos por la Organización de las Naciones Unidas 

para la Alimentación y la Agricultura (FAO), mientras el SENARA logra introducir sistemas de 

medición más precisos. 

INTENDENCIA DE ENERGÍA 

En el nuevo esquema de elaboración de metodologías, mediante la conformación de Comisiones 

Ad Hoc, funcionarios de la Intendencia de Energía han participado en la  determinación de las 

propuestas de metodología tarifaria ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los 

combustibles derivados de hidrocarburos en plantas de distribución y al consumidor final; así 

como el ajuste a las metodologías tarifarias relativas a la Generación Distribuida para 

Autoconsumo, en coordinación con el Centro de Desarrollo de la Regulación (CDR).  

Asimismo, han participado activamente en la formulación de dos propuestas de reforma a las 

metodologías vigentes: la primera, relacionada con el ajuste extraordinario por Costo Variable de 

Combustible (CVC) y la segunda, con el Modelo de fijación extraordinario de tarifas para el servicio 

de distribución de energía eléctrica. 
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Metodología tarifaria ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los combustibles 

derivados de hidrocarburos en plantas de distribución y al consumidor final 

La metodología que se venía utilizando fue establecida en el 2008, por lo que era necesario 

actualizarla a las necesidades actuales. Nos propusimos modificar la metodología con la que se 

calculaba el margen de operación de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE) para dar 

transparencia a los costos exactos de comercialización y distribución de cada producto. Fue hasta 

el 2011 cuando se le solicitó a Recope establecer una identificación de los costos para cada 

producto, en el entendido de que algunos productos utilizan el poliducto, cuyo costo es distinto 

dependiendo del peso del hidrocarburo, y otros son transportados por camiones cisternas, lo cual 

genera costos distintos para cada producto. Esta información debía ser conocida de previo a la 

formulación de una nueva metododología. Esto se logró hasta el 2014. 

Los cambios más importantes incorporados en la nueva metodología, aprobada en el 2015, fueron 

los siguientes: 

• Se estableció un proceso de monitoreo permanente de los precios reales a los cuales 

compra Recope los combustibles en el mercado internacional, de tal forma que los precios 

nacionales incluirán cada dos meses un ajuste por ese concepto. 

• Se modificó el cálculo de margen de operación de Recope, lo cual permitirá trasladar a 

cada producto el costo de ponerlo a la venta en el territorio nacional.  

• Se separó del cálculo del margen de operación de Recope lo relacionado con la inversión 

en activos operativos, para darle mayor transparencia y trazabilidad a los planes de 

expansión de dicha empresa. 

• Y cada año, se realizará una fiscalización financiera de todos los costos relacionados con el 

servicios público que realiza Recope, de tal forma que se compruebe que lo otorgado vía 

tarifas se utilice en asegurar la calidad, confiabilidad, continuidad y prestación óptima del 

servicio público y además de que se trasladen a los usuarios de forma oportuna las 

eficiencias en la operación que se detecten. 

• El cálculo se pasa de semestral a bimensual con lo cual se reducen las fluctuaciones en los 

precios y se asegura la compra de los hidrocarburos.  

• Se incluye la posibilidad de comercializar nuevos combustibles.  

La nueva metodología permitió transparentar aún más los costos que deben incorporarse en las 

tarifas de los combustibles. Además establece un proceso más riguroso, oportuno, transparente y 

confiable, que permitirá trasladar a los usuarios los beneficios que se generen. 

Para cada producto se fija un margen absoluto de comercialización, a diferencia de la metodología 

anterior que fijaba un mismo margen porcentual para todos. Este cambio implica que para cada 

producto se asignan, de manera individualizada, los costos de almacenamiento, trasiego y 

distribución, así como las correspondientes inversiones, garantizando que los usuarios paguen 

solamente los costos relacionados con el producto que consumen. 
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La nueva metodología reduce la discrecionalidad de los cálculos, pues detalla fórmulas, 

procedimientos, fuentes de información y plazos.  Además, separa todos los costos que impactan 

la tarifa, como es el caso de las inversiones, lo cual permitirá promover una mayor eficiencia en la 

prestación y suministro del servicio público. 

La nueva metodología también dejó previsto, como un elemento novedoso, un proceso de 

fiscalización financiera que permite dar seguimiento al uso de los recursos aprobados 

tarifariamente. Lo anterior con el fin de trasladar a los usuarios, de manera oportuna, las 

eficiencias operativas que sean identificadas durante los procesos de fiscalización técnica, 

financiera y contable. 

Metodología tarifaria para Generación Distribuida 

Con la actualización de la norma técnica de generación y transmisión se promulgó el 8 de abril de 

2014 la norma técnica Planeación, Operación y Acceso al Sistema eléctrico Nacional (POASEN) la 

cual en su capítulo XII establece la regulación para permitir la generación distribuida en el 

territorio nacional. 

Las metodologías, en sus tres fases regulatorias, acceso, interconexión y fijación de tarifas por 

liquidación de excedentes de la energía entregada al Sistema Eléctrico Nacional (SEN) por parte de 

generadores pequeños adscritos a la norma Poasen, fueron aprobadas recientemente y 

establecen nuevas reglas aplicables a la generación distribuida para autoconsumo. 

Previo a la creación de dicha propuesta se promovió el diálogo con actores públicos y privados; 

para contar con la mayor cantidad de insumos que garantizaran la normativa técnica necesaria 

para que se cumplan los requisitos de calidad, cantidad oportunidad, continuidad y confiabilidad 

en relación al servicio público de suministro de energía eléctrica.   

Los principales aspectos en torno a esta metodología considerados fueron los siguientes: 

• La reforma de las normas técnicas (POASEN y SUCOM) con el fin de incorporar las 

disposiciones requeridas para facilitar el acceso y la interconexión de un usuario-

productor de energía a la red de distribución. 

• La derogatoria de la metodología de venta de excedentes, considerando que la generación 

distribuida bajo la modalidad de medición neta completa se regirá por lo establecido en la 

Ley 7200 y Ley 7593. 

• La derogatoria de la metodología de interconexión. 

• Una nueva metodología para la fijación de la tarifa de acceso, que se aplicará 

exclusivamente al usuario-productor para autoconsumo, bajo la modalidad de medición 

neta sencilla, que se interconecte a la red de distribución. En ese sentido: 

Finalmente, se aprobó que la tarifa de acceso se cobrará con base en la energía retirada de la red; 

es decir, no se contabiliza la energía producida y consumida que no hace uso de la red de 

distribución. Por su parte, el costo del medidor, requerido para efectos de medición, se definirá 
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entre las partes interesadas en el marco del contrato de interconexión. Por tanto, el costo no 

podrá ser traslado al resto de los usuarios. 

Dichosamente salimos en tiempo con las actividades asignadas a la institución para la regulación 

de este servicio en lo correspondiente a nuestro ámbito de acción regulatorio. 

Metodología Costo Variable de Combustibles (CVC) 

Muchos ciudadanos han mostrado inconformidad con la metodología que emplea la ARESEP para 

reconocer a las empresas generadoras de electricidad, el costo que para ellas significa la compra 

de derivados de petróleo, conocido en nuestra jerga regulatoria como Costo Variable de 

Combustible. 

Hay varios temas que vale la pena aclarar. En primer lugar, que sería mucho más conveniente y 

amigable con el ambiente que el país no use derivados del petróleo para generar electricidad. Sin 

embargo, eso es materialmente imposible en estos momentos. Por una parte, las fuentes 

renovables para generar energía son, en este momento, insuficientes, por muchas razones: no se 

han hecho suficientes inversiones en el pasado; algunos proyectos se han estancado por 

diferentes problemas; el cambio climático está dificultando seriamente la generación con energía 

hidráulica; las posibilidades de participación privada son limitadas, y varias más. 

Segundo, aún y cuando contásemos con suficiente capacidad instalada para atender la demanda 

exclusivamente con fuentes no térmicas, podría resultar excesivamente caro y riesgoso, no contar 

con el respaldo de plantas térmicas, para atender ciertos períodos críticos en horas pico, o bien, 

para sustituir otras fuentes energéticas no firmes, como la generación eólica y, eventualmente, la 

solar. Se podría pensar en construir embalses hidroeléctricos de altísima capacidad, para guardar 

agua de períodos en que abunde. Sin embargo, esto introduce costos fijos que resultan muy 

onerosos y que aumentarían seriamente las tarifas, aunque no estuviesen en operación. La matriz 

energética debe balancearse y no renunciar a ninguna opción tecnológica. 

Dado lo anterior, las empresas generadoras tienen que comprar combustibles para producir la 

electricidad. Dichosamente, cada vez menos en los últimos años, siendo que la situación contraria 

haría que el país debe pagar una elevadísima factura cada año. 

Hasta hace algunos años, el sistema que se seguía era que el ICE hacía una proyección, a principio 

de cada año, de lo que consideraba iba a ser la cantidad y precio del combustible que iba a utilizar 

en todo el año. Ese monto se incluía dentro del presupuesto anual y esto se incorporaba a las 

tarifas eléctricas. Pero una cosa son las proyecciones y otra cosa la realidad. Raramente acertaba. 

Esto significaba que, como sucedió en 2012, las proyecciones eran muy alegres y se subestimaba 

sustancialmente el gasto. Esto significaba que, al finalizar el año, se generaba un enorme déficit en 

las finanzas de la Institución, aparte de serios problemas de liquidez que comprometían 

severamente los indicadores financieros. Como resultado, en la siguiente fijación tarifaria no 

solamente había que reconocer las nuevas proyecciones sino el desajuste del período anterior. 

Ello implicaba variaciones muy fuertes en las tarifas. Y esto también podría ocurrir en la otra 
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dirección, haciendo pagar más a los consumidores por algo que no habían consumido, lo que 

obligaba a que el ICE tuviese que devolver, vía tarifa, la sobreestimación. 

Lógicamente, para evitar esos brincos tan fuertes se consideró más prudente hacer revisiones 

trimestrales para ajustar las proyecciones al gasto real, con lo cual, las variaciones debían ser 

menos severas. Además, desde un punto de vista económico, es preferible cargar a cada período, 

el costo que implica generar electricidad más cara. Esto envía el mensaje claro a los consumidores 

de cuándo deben “socarse la faja”, pues al país le está costando más y de esa manera, racionalizar 

la demanda y evitar el gasto excesivo. Con el mensaje de precios en las épocas de sequía, se ayuda 

a disminuir la demanda y economizar combustibles. Desde el punto de vista de los productores, 

les transmite el mensaje de cuáles son los momentos más oportunos para incrementar la 

producción, si esta depende crucialmente de la electricidad y evita que, ciertos bienes o servicios 

resulten artificialmente subsidiados por ser de carácter estacional. 

El mecanismo es solo una forma inteligente de reconocer el costo, que de todas formas hay que 

pagar, de los combustibles. Creer que eliminar el mecanismo de pago trimestral y sustituirlo por 

uno anual va a significar una disminución de las tarifas eléctricas es irreal. Por el contrario, la 

acumulación de déficit o superávit conlleva cargas financieras que pueden más bien 

incrementarlas, amén de los problemas de caja que genera al ICE.  

Pero nada de esto está escrito en piedra. Si el país prefiere -eventualmente y ante nuevos 

aumentos desmedidos del combustible, no siendo el caso en estos momentos-, variaciones fuertes 

pero más espaciadas es cuestión de cambiar la metodología. 

Modelo tarifaria para el servicio de generación, transmisión y distribución de energía 

eléctrica. 

La metodología para las fijaciones ordinarias de tarifas para el servicio de generación, transmisión 

y distribución de electricidad que regula la Aresep está basada en el enfoque regulatorio de Tasa 

de Retorno. En su formulación básica, es la misma que utilizó el extinto Servicio Nacional de 

Electricidad (SNE) para el propósito mencionado. Estas metodologías no habían sido aprobadas 

mediante resolución del Regulador General o de la Junta Directiva, y su legitimación se produjo a 

partir de su uso a lo largo de los años. Los documentos oficiales en los que consta la aplicación de 

esta metodología fueron las resoluciones que establecen las respectivas fijaciones tarifarias, y la 

información sobre esos procesos de fijación tarifaria era la que se encuentra en los respectivos 

expedientes. 

En el período de mi administración en la Aresep, orienté esfuerzos a sistematizar y actualizar 

aquellas metodologías tarifarias que se vienen utilizando desde la época en que existió el SNE y 

que no han sido aprobadas por la Junta Directiva. Como parte de ese esfuerzo, en el año 2013 

asigné la tarea al Centro de Desarrollo de la Regulación (CDR) de sistematizar las metodologías 

tarifarias ordinarias correspondientes a los servicios de generación, transmisión y distribución de 

electricidad. Las tres metodologías pasaron por Audiencia Pública y la respectiva aprobación de la 

Junta Directiva. 
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Metodología tarifaria de Generación Privada 

Parto de una aclaración que hice pública el año anterior y que interpelaba la afirmación de que “el 

sistema de tarifas creado por la Aresep se había convertido en un enemigo para que el ICE pudiera 

comprar energía a un precio aún más bajo a los generadores privados.    

La afirmación de que el sistema de bandas de precios, aprobado por ARESEP, es inapropiado para 

regular adecuadamente la generación privada de electricidad, en la realidad muestra todo lo 

contrario. El sistema de bandas que aprobó la Aresep en el 2011 más bien ha estimulado el 

mercado de venta de energía como nunca antes en la historia del país. La clave del éxito es haber 

introducido competencia en el sector, lo que ha incidido en tarifas más bajas. 

La necesidad de un ajuste en el sistema de bandas se hizo evidente por primera vez en una de las 

primeras licitaciones que organizó el ICE.  Antes de entonces, no se había presentado una cantidad 

significativa de ofertas de venta de energía por debajo del piso de la banda.  Lo que hacen los 

reguladores de todo el mundo cuando se presenta un cambio relevante en el mercado, es 

aprender de la experiencia y reaccionar a tiempo.  Eso es lo que ha hecho la Aresep con la 

propuesta de ajuste en el piso de las bandas.   

INTENDENCIA DE TRANSPORTES 

En los servicios de movilidad de personas se logró la aprobación de una nueva metodología para el 

servicio de transporte remunerado de personas modalidad autobús y taxi. La emisión de estas dos 

metodologías, una relacionada con el ajuste automático de tarifas, fue puesta en ejecución a 

finales del año 2012, y ha permitido reajustar las tarifas en respuesta a variaciones en cuatro 

rubros de costo: salarios, el combustible, los gastos administrativos e insumos y repuestos.  La otra 

metodología aprobada a inicios de este año 2016 corresponde a la que regulará las fijaciones 

ordinarias, es decir considerando todos los costos del servicio, la que no solo finaliza un proceso 

largo para llegar a su aprobación, sino que resuelve un problema de falta de normativa oficial para 

determinar dichas tarifas. Sobre ambas metodologías me referiré a continuación.  

Metodología tarifaria ordinaria del servicio de autobuses 

La metodología utilizada desde 1993 y que estuvo vigente hasta marzo de 2016, para el cálculo de 

las tarifas del transporte remunerado de personas modalidad autobús, fue heredada del 

Ministerio de Transportes cuando la función de fijar las tarifas del sector, fue trasladada, en 1996, 

a la Aresep. Consistía únicamente en lo que tradicional y erróneamente se denominaba el “modelo 

econométrico”, el cual nunca fue formalizado ni sometido a ningún proceso de aprobación o 

consulta pública.  

El modelo como tal existía en unas hojas manuscritas, que poco a poco fue instrumentalizado en 

hojas electrónicas instaladas en computadores de los funcionarios encargados de su cálculo, las 

cuales, por decir poco, no guardaban ningún tipo de seguridad informática ni blindaje alguno que 

garantizara, entre otros, que no se cometieran errores de cálculo (como por ejemplo “que alguna 

celda se quedara pegada”). De todas maneras, esta información usualmente era custodiada por el 
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propio funcionario por lo que las posibilidades de detectar errores eran mínimas. Además, 

conforme se iban produciendo algunos fallos judiciales y mediante resoluciones internas, dichos 

modelos eran tácita e informalmente reformados.   

Aparte de eso, la metodología en sí misma respondía a un esquema muy ajeno a la realidad del 

país.  De hecho, se basó en uno similar, coeficientes incluidos, utilizado en los años 80 en varias 

ciudades brasileñas. Contenía elementos onerosos que hacían que las tarifas estuviesen “llenas de 

agua” (dieran resultados por encima de lo que razonablemente correspondía). A pesar de que el 

Consejo de Transporte Público (CTP) ha definido como vida útil de los autobuses un período de 15 

años, el reconocimiento de la depreciación de las unidades estaba definido en la metodología para 

un período de 7 años, (originalmente con un valor de rescate de 20% pero que, sin mayor 

explicación se pasó a 0% en el 2002) y con un esquema de depreciación acelerada que hacía que, 

al cuarto año, ya se le habría reconocido el 80% del valor de la unidad.  

Entre el cuarto y el séptimo año, había autobuseros que tomaban la decisión de vender las 

unidades a empresas pequeñas o para otros usos, traían unidades nuevas y recibían de nuevo 

entre el 80% y el 100% de un bus nuevo. Además de que se reconocía tarifariamente todos los 

gastos operativos y de repuestos, se incluía un 10% anual (¡del valor de un bus nuevo!) por 

concepto de gastos de mantenimiento. Adicionalmente, el valor del bus nueva se calculaba con 

base en facturas proforma aportadas por los propios empresarios.   

Ante este complejo panorama de incertidumbre tarifaria, y dada la imposibilidad práctica de 

aprobar y formalizar una metodología para el sector, las autoridades de la Aresep, en 2002, 

decidieron utilizar instrumentos paralelos (a los que dieron el nombre de “herramientas 

complementarias”). Con esto se trató de introducir alguna racionalidad en la fijación de las tarifas. 

Es así como, a través de una serie de filtros, se lograba restringir el crecimiento tarifario a niveles 

cercanos a la evolución de los precios al consumidor.  

Es claro que esta política no fue del agrado de los regulados, los cuales, en su gran mayoría, 

recurrieron a los tribunales para intentar preservar el modelo anterior y que se desconociese el 

instrumento de las herramientas complementarias. A través de los años 2000, los tribunales, en su 

mayor parte, estuvieron dando la razón a la Aresep. Sin embargo, a partir del 2012, la Sala dio un 

viraje en su criterio y empezó a dar la razón a los autobuseros, por un tecnicismo, pues no fue 

porque considerase que el mecanismo hubiese sido incorrecto, sino porque nunca había sido 

sometido a audiencia pública, lo cual es contradictorio con el mismo hecho de que el mismo 

modelo prevaleciente, el mal llamado modelo econométrico, lo hubiese sido alguna vez.  

Lo anterior obligó a la Aresep a prescindir de dichas herramientas y a tener que reconocer, 

estrictamente, los resultados que diera el aquel modelo, independientemente de si se tenía o no 

desconfianza con relación a la demanda, flota o cumplimiento de las condiciones operativas.  

A partir del 2012, ya empezaron a producir condenas que han obligado a la Aresep a erogar 

importantes indemnizaciones. Lo que parece extraño es que los jueces parecen pasar por alto el 

hecho de que las tarifas no solo deben basarse en el servicio al costo, sino también en el equilibrio 
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financiero de las empresas. Es ilógico que se falle a favor de una empresa simplemente porque la 

metodología (sin herramientas complementarias) daba un resultado distinto a la tarifa fijada, sin 

tomar en cuenta el otro principio. Si los estados financieros de una empresa demuestran que ésta 

ha obtenido ganancias aún con las herramientas complementarias, no hay razón para que se le 

reconozcan sumas por encima de esos niveles. 

Ante este imperativo se hizo más que nunca necesario acelerar el paso para aprobar una nueva 

metodología. Es así como, a partir de 2013 se empezó la elaboración de un modelo tarifario para 

el sector. Sin embargo, la larga cadena de solicitudes tarifarias (especialmente estimuladas por los 

nuevos fallos judiciales que ordenaron cesar la aplicación de las herramientas complementarias) 

mantenía saturada la Dirección de Transportes, que por ese entonces era la encargada de elaborar 

la propuesta.  

Aparte de lo antes mencionado, eran notorias las deficiencias prevalecientes en esa Dirección por 

la carencia casi absoluta de bases de datos confiables, lo cual impedía hacer siquiera simulaciones 

de corridas para verificar resultados de cualquier nueva propuesta. Por lo tanto, el proceso se 

retrasó mientras se inició la tarea de reconstruir bases de datos, cuyos principales insumos debían 

provenir de los archivos del CTP, los cuales eran bastantes deficientes.  

En muchos casos, ni siquiera se conocía quiénes eran los operadores, si estaban en calidad de 

concesionarios o permisionarios, quiénes eran sus representantes, cuáles eran las rutas 

autorizadas, sus recorridos, sus frecuencias, sus flotas, etc. Es cierto que mucha de esa 

información existía pero estaba en forma dispersa en los contratos de concesión originales. 

Después de varios intentos por aprobar una nueva metodología, en 2012 se decidió aprobar un 

modelo transitorio, con carácter de extraordinario para la fijación de tarifas nacionales con base 

en variables exógenas a los operadores. Se suponía que, de esta manera se podría reducir 

considerablemente la oleada de fijaciones ordinarias, las cuales tendrían sentido, solo en aquellos 

casos en que hubiese cambios de flota o en otras condiciones operativas. Pero este proceso 

tampoco estuvo exento de tropiezos.  

Varios recursos de amparo y de legalidad fueron interpuestos, y lograron, por lo menos en una 

ocasión anular el proceso y retrotraerlo a su etapa inicial. De hecho, como es lo usual, la fuerte 

presión de los interesados desató campañas de desprestigio contra el modelo y la Aresep, que 

incluso llegó a tener eco en entes defensores de consumidores los habitantes y hasta en la 

Asamblea Legislativa. Una y otra vez se dieron las explicaciones del caso, se demostró la legalidad 

de lo actuado, pero aun así hay quienes lo siguen repitiendo. Estos tropiezos hicieron que se 

perdiera precioso tiempo y retrasó el tema de la metodología tarifaria prácticamente año y medio. 

No fue sino hasta que se superó todos los escollos y se logró integrar el Centro de Desarrollo de la 

Regulación, dotándolo de más recursos, que se pudo reemprender la labor de elaboración y 

redacción de una metodología ordinaria. En varias ocasiones, mediante medidas de protesta y de 

presión, el sector logró retrasar el proceso. Incluso, con recursos presentados ante las instancias 

judiciales. 
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Tras tantos escollos, en donde diversos agentes, algunos quizás sin proponérselo, retrasaron 

indebidamente el proceso, se logró aprobar, en marzo de 2016 la nueva metodología. 

Con esta nueva metodología la ARESEP procura que los pasajes de bus reflejen con más 

transparencia y rigurosidad los ingresos y costos que tienen las empresas prestadoras de este 

servicio, según los esquemas de operación aprobados por el Consejo de Transporte Público (CTP). 

Esta metodología es resultado de un amplio proceso de discusión y análisis que contó con la 

participación de la Defensoría de los Habitantes, CTP, empresarios, grupos de usuarios y otras 

instituciones relacionadas (CONAPAM, CNREE, Ministerio de Hacienda, Universidades, etc.). 

Entre las mejoras que introduce este nuevo modelo resaltan las siguientes: 

a. Cantidad de pasajeros ya no será suministrada por empresarios  

La cantidad de pasajeros movilizados es un dato fundamental, ya que los costos de cada ruta se 

distribuyen entre la cantidad de usuarios que utilizan el servicio, de manera que a mayor cantidad 

de pasajeros, menor es la tarifa y viceversa. Los datos sobre cantidad de pasajeros ya no serán los 

suministrados por los prestadores del servicio.  Con las nuevas reglas solamente se emplearán 

datos oficiales que sean procedentes del CTP o Aresep; que estén sustentados en estudios 

técnicos y que no tengan más de 3 años de realizados. Si por alguna razón no se dispone de datos 

oficiales, se calculará la cantidad de pasajeros como si todos los buses fueran llenos, es decir, al 

100% de su capacidad, lo anterior como una regla para incentivar en todo momento la utilización 

de datos reales. 

b. Pasajes reflejarán el costo real de los buses que presten el servicio 

Si el empresario invierte poco en la renovación de la flota, la tarifa será menor y viceversa. Lo 

anterior porque el valor de la flota será calculado a partir de datos oficiales del Ministerio de 

Hacienda, placa por placa, de modo que los pasajes se fijarán de acuerdo con la inversión en 

autobuses que realmente hacen los empresarios en cada ruta, según lo autorizado por el CTP. 

Además, con esto se busca evitar el deterioro y envejecimiento de la flota, lo cual dependerá de 

las políticas de renovación que defina el CTP. 

Por otra parte, los usuarios pagarán un valor más justo por los buses nuevos. Con la metodología 

superada los usuarios pagaban la totalidad de los buses en 7 años, mientras que con esta nueva 

metodología pagarán el 80% de su valor. Lo anterior en razón de que después de los 7 años (plazo 

de la concesión), los vehículos pueden ser utilizados 8 años más en el servicio regular. 

c. Pago electrónico e inversiones para mejorar calidad del servicio  

Con el objetivo de mejorar la seguridad del sistema de transporte, agilizar los tiempos de abordaje 

y espera en las paradas, así como disponer de datos en tiempo real sobre la movilización de 

pasajeros, entre muchos otros beneficios, la nueva metodología contempla la posibilidad de incluir 
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los costos necesarios para implementar el pago electrónico, una vez que el sistema sea definido 

por el CTP. 

Asimismo, se contempla la posibilidad de incluir otras inversiones para mejorar la calidad del 

servicio, tales como cámaras de seguridad, sistemas de localización satelital de las unidades (GPS) 

y mejoras en infraestructura de apoyo (escampaderos y paradas). 

d. Combustibles y otros costos 

Como una forma de racionalizar los impactos y evitar cambios drásticos en el corto plazo, sea 

hacia la baja o al alza, se aplicará la misma regla de la metodología extraordinaria, vigente desde el 

2012, según la cual las variaciones en los precios de los combustibles se trasladan a las tarifas 

utilizando el promedio del último semestre. 

Otros costos que se ajustan con esta nueva metodología son los relacionados con la cantidad de 

choferes, mecánicos y chequeadores, los cuales se fijarán de acuerdo con las características 

propias de cada ruta (cantidad de carreras, buses, horarios y recorridos), y no como un solo rubro 

para cualquier ruta. 

Quedan aún algunas tareas pendientes con relación a esa metodología. Por ejemplo, en el corto 

plazo, debe procurarse la unificación de las metodologías ordinaria y extraordinaria en un solo 

instrumento, de manera que, en vez de realizar fijaciones tarifarias extraordinarias cada seis 

meses, se hagan dos fijaciones ordinarias nacionales dos veces al año. De esta manera, 

prácticamente se elimina la necesidad de estar realizando fijaciones ordinarias individuales, las 

cuales se reservarían para casos muy excepcionales. 

Metodología tarifaria de ajuste automático del servicio de autobuses 

Finalizando el año 2012 se aprobó un mecanismo de ajuste automático de las tarifas del servicio 

de transporte remunerado de personas modalidad autobús, lo que ha permitido incorporar a 

todas las tarifas (claro está de las empresas que están en orden con sus obligaciones), las 

variaciones en algunos rubros de costo cuya variación no es controlada por el prestador del 

servicio.  Uno de esos rubros es del combustible, lo que ha generado una serie de especulaciones 

sobre el impacto que este gasto tiene sobre las tarifas, dadas las variaciones que ha venido 

teniendo su precio. 

La metodología aprobada establece que las variaciones de los combustibles se incorporan a partir 

de la determinación del precio promedio diario del semestre anterior al que se refiere la fijación.  

Esto ha generado dudas respecto del impacto que percibe el usuario sobre las tarifas que paga.   

Ante dichas dudas, se procedió a realizar una comparación de resultados con ajustes tarifarios 

mensuales y semestrales, así como un ejercicio bajo el escenario en que no se aplicaran fijaciones 

ordinarias, el cual arrojó lo siguiente: 
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De enero de 2013 a enero de 2016, si se hubieran dado ajustes cada mes, el 2,6% de las tarifas 

habría aumentado, el 91,2% habría disminuido y el 6,2% no habrían cambiado. En cambio, con los 

ajustes semestrales, ninguna tarifa habría aumentado, el 97,4% de las tarifas habría disminuido y 

el 2,6% no habría cambiado. 

Comparación de ajustes tarifas mensuales y semestrales 
Escenario: No se aplicaran fijaciones ordinarias 

De enero 2013 a enero 2016 

 

               

Ninguna tarifa ajustada semestralmente habría sido mayor a la ajustada mensualmente. Por otro 

lado, el 94,8% de las tarifas ajustadas semestralmente habrían sido menores a las ajustadas 

mensualmente; mientras que el 5,2% de las tarifas habrían resultado iguales al ser ajustadas por 

semestre y por mes. 

Para algunas tarifas específicas, en el siguiente cuadro, se muestra cuáles habrían sido los valores 

a enero de 2016, si los ajustes hubieran sido mensuales y semestrales. Se puede observar que, en 

general, los usuarios habrían recibido un mayor beneficio con los ajustes semestrales, ya que en 

todos los casos la tarifa semestral resultante a enero de 2016 ajustada desde el año 2013 hubiera 

sido menor a si el ajuste se hubiera hecho mensualmente. 

Valores a enero 2016 con ajustes de tarifas mensuales y semestrales 
 

                               

En conclusión, la tendencia observada demuestra que la metodología, como tal, ha favorecido a 

los usuarios, sin perjudicar a los prestadores del servicio, lo cual contribuye al equilibrio entre los 

intereses de los usuarios y de los operadores del servicio público, lo cual constituye uno de los 

objetivos de la actuación de la Aresep.  

Metodología tarifaria ordinaria del servicio de taxis 

Como parte del proceso de mejoramiento continuo de las metodologías tarifarias, y en especial 

del servicio referido, inició un proceso de actualización de las estructuras productivas del sector, lo 

que implica conocer y evaluar el mercado en el que se desarrolla la actividad, a la luz de los 
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cambios que ha tenido la industria a partir del año 2004, fecha de aprobación de la metodología 

vigente. 

Conforme a lo anterior, en octubre de 2015 se contrató al Instituto de Investigaciones en Ciencias 

Económicas (IICE) de la Universidad de Costa Rica, para realizar un diagnóstico y un estudio de 

mercado que caracterice la oferta y demanda del servicio de taxi que se brinda actualmente en el 

país (servicio formal e informal). Este estudio se encuentra en su etapa inicial y su conclusión sería 

en marzo del 2017. 

Metodología tarifaria de ajuste automático del servicio de taxis 

En mayo de 2014, se instruye a una Comisión Ad Hoc estudiar y proponer las reformas necesarias 

sobre aspectos técnicos del Modelo Extraordinario de Transporte Servicio de Taxis, 

específicamente en lo relacionado con el ajuste del canon de regulación. En junio de ese mismo 

año, la Comisión entrega su propuesta para ser sometida a aprobación de la junta directiva, 

incorporando en la metodología extraordinaria dicho rubro, así como otros gastos administrativos 

(derecho de circulación, revisión técnica vehicular y seguros) para reconocer tarifariamente los 

costos del servicio que se escapan del control de los operadores. 

En virtud de lo anterior, la incorporación del ajuste del canon de regulación en el modelo 

extraordinario de taxis formó parte de los temas que competen la mejora continua en la 

regulación económica para la prestación del servicio. 

Metodología de peajes CONAVI 

Es bien conocido el déficit de infraestructura y la falta de un mantenimiento adecuado de las 

principales rutas nacionales. Como casos excepcionales, la ley permite el cobro de una tarifa de 

peaje para garantizar el mantenimiento adecuado de algunas carreteras, tales como la Ruta 1 

(tramos Aeropuerto y Naranjo), la ruta 32 y Ruta 2 (Florencio del Castillo). En este contexto, no 

debería haber razón para que el mantenimiento de estas obras no fuese óptimo. 

Lamentablemente, por más de 13 años, inexplicablemente, esas tarifas se han mantenido 

invariables, lo que convierte el monto que se paga, más bien, en una pérdida. Una proporción 

importante de lo que se recibe se destina al gasto administrativo del cobro y las filtraciones que se 

dan, hacen pobre y onerosa la recaudación.  Lo peor es que, se convierten en una traba para 

obstaculizar el tránsito, al punto que, en horas de mucho flujo vehicular, se suspende el cobro. 

Aun así, las pérdidas en tiempo, combustible y salud emocional de los conductores son, con toda 

seguridad, muy superiores a lo que se cobra. Lo que debe quedar para mantenimiento, es ínfimo, 

y en valor agregado, negativo. 

En noviembre de 2014, la ARESEP emitió una nueva metodología para el cálculo de las tarifas de 

peaje, bajo un concepto muy sencillo. Dado que la ley solo permite el uso de esos recursos para 

trabajos de mantenimiento, todo lo que tiene que hacer el CONAVI es presentar un programa 

creíble del mantenimiento que se planea dar a cada ruta. Debe aportar las mejores estadísticas 

disponibles del flujo vehicular por período y un cronograma de ejecución de las obras. Con esta 
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información, la ARESEP puede calcular el flujo de recursos que se requerirá para ejecutar 

exitosamente el plan. Periódicamente la ARESEP revisará el uso que se ha dado a los recursos en 

cada vía en particular. Si no se cristalizaron las estimaciones preliminares, se ajustan 

proporcionalmente las tarifas (hacia arriba o hacia abajo). 

Este sistema tiene una gran ventaja para los usuarios: en primer lugar, hace totalmente 

transparente el uso de los recursos que se recaudan, los cuales deben emplearse únicamente en la 

obra. No está permitido trasladarlo a otras rutas. Si, por incapacidad o por trabas de cualquier tipo 

lo recaudado no se utiliza, debe ser devuelto a los usuarios, mediante rebajas en los peajes. En 

segundo lugar, ayuda a controlar que no haya gastos excesivos o abusivos en la administración y 

operación de cada proyecto, garantizándose el cumplimiento del principio del servicio al costo. En 

tercer lugar, garantiza que los usuarios de cada ruta sean los que pagan su mantenimiento. No es 

socialmente justo que la gente que no usa (directamente) una carretera, tenga que pagar por ella 

más de lo necesario. Si los recursos se mueven de un proyecto a otro, se encarecen artificialmente 

los costos en uno y se disminuyen en otros, lo que es un pésimo mecanismo para hacer 

distribución de ingreso. Peor aun cuando las obras no se financian con peajes, sino con el 

presupuesto nacional: no es posible que la gente de Coto Brus pague impuestos para mantener 

una carretera en Alajuela, que nunca usará.  

Desde luego que para que haya un adecuado control es necesario implementar mecanismos 

independientes de contabilización de vehículos y sobre todo, el uso de medios electrónicos de 

pago (tipo Quickpass) en la Ruta 1, tanto para un mejor seguimiento tarifario como para 

agilización del tránsito. 

Con lo que se recauda se debe dar mantenimiento óptimo a esas rutas. Resta por definir qué tipo 

de gastos corresponden a mantenimiento y cuáles a nuevas obras. Los criterios deberían ser 

amplios, e incluir no solo bacheos y recarpeteos, sino también la reparación, ampliación y 

reconstrucción de puentes, obras pluviales, obras de embellecimiento y hasta carriles adicionales. 

Si algunos de esos rubros se considera que se contraponen a la ley, los señores diputados, con 

carácter de urgencia, deberían reformarlos.  

De hecho, el sistema de peajes es ideal no solo para el mantenimiento de las obras sino para la 

construcción de obras nuevas. Responde al principio tributario de la capacidad de uso de modo 

que se paga de acuerdo con las veces que se transita por ellas. Así deberían ser todas las obras 

viales, y no usar criterios de capacidad de pago, pues la infraestructura es un método inadecuado 

para pretender redistribuir el ingreso. 

Como ejemplo de ello está la Ruta 27. En tan solo 6 años de funcionamiento, los peajes ya han 

pagado más del 56% de lo que le costaría al Estado recuperar esa obra, donde lo relevante sería 

determinar el plazo en el cual se estaría recuperando el 44% restante, ya que esto daría margen a 

determinar la conveniencia del rescate del concesión versus la posibilidad de mejorar la 

infraestructura para atender la demanda creciente que está enfrentando la carretera. No hay 

razón económica para que, a estas alturas no se haya ampliado a 4 carriles y terminado con los 

odiosos embudos que tantas pérdidas ocasionan, y ello sin tocar la estructura, las tarifas actuales 



41 
 

y, probablemente, sin variar el período previsto del contrato. No hacerlo es un grave error y un 

enorme perjuicio al país. En todos los casos en que sea posible, debería implantarse el pago de 

peajes por ser una forma más justa de pagar impuestos. 

6.4 Mejoramiento de los procesos tarifarios. 

INTENDENCIA DE AGUA 

En el periodo 2010 al 2015 la IA ha logrado estabilizar las tarifas, gracias a un mejor control del 

proceso de ejecución de inversiones (el cual sigue siendo preocupantemente deficitario) y en el 

último año, incluso tuvieron una disminución de 20% en acueductos y 10% en alcantarillado,  

según se muestra en el Gráfico 1: 

Gráfico 3. Acueductos y Alcantarillados: Precio medio por m3 

Periodo 2008-2015 

 
 

Tarifa de protección del recurso hídrico: 

Con miras a obtener el mejor provecho de los fondos asignados a la protección del recurso hídrico, 

mediante la nueva tarifa, la IA desde el 2014 realizó las siguientes actividades con respecto al tema 

ambiental: 

• Una propuesta de una Tarifa de Protección del Recurso Hídrico en un nuevo modelo tarifario 

para el servicio de acueducto.   

• Obtención de recursos técnicos y financieros del Fondo de Adaptación, implementado en 

Costa Rica por Fundecooperación en alianza con la Dirección de Cambio Climático del MINAE y 

del Proyecto de Corredores Biológicos (GIZ-SINAC), así como de TNC,  por medio de los cuales 

se están desarrollando los siguientes instrumentos: 
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• Guía para la evaluación y priorización de los proyectos por ser financiados con la tarifa de 

protección del recurso hídrico.  

• Guía para el desarrollo de estrategias quinquenales para la protección del recurso hídrico por 

parte de los operadores de servicios de agua potable. 

• Estrategias quinquenales para el AyA, ESPH y un grupo de ASADAS, en función de las 

necesidades prioritarias de cada operador, que permitirán identificar sus proyectos prioritarios 

y los costos respectivos. 

• Implementación de 3 proyectos piloto de protección del recurso hídrico. 

• Desarrollo de 3 balances hídricos en cuencas de especial interés. 

Adicionalmente, es importante destacar la incorporación de temas ambientales en los 

mecanismos de regulación, contemplados expresamente en la Tarifa de Protección del Recurso 

Hídrico. Para ello se gestionaron recursos técnicos y financieros del Fondo de Adaptación, 

implementado en Costa Rica por FundeCooperación en alianza con la Dirección de Cambio 

Climático del MINAE y del Proyecto de Corredores Biológicos (GIZ-SINAC), así como de TNC,  por 

medio de los cuales se están desarrollando un conjunto de  instrumentos. 

Tarifas de hidrantes:   

Con la promulgación de la Ley Nº 8641 “Declaratoria del servicio de hidrantes como servicio 

público y reforma de leyes conexas”, publicada en La Gaceta Nº 121 de 24 de junio de 2008, la 

Autoridad Reguladora asumió la tarea de fijar las tarifas para el servicio de hidrantes. Para cumplir 

con lo ordenado en esa ley y en su reglamento (Decreto N°35206 MP-MINAET del 19 de mayo del 

2009), la Autoridad Reguladora ha fijado las tarifas correspondientes desde del 2009 cuando se 

hizo la primera fijación y hasta la fecha se viene cumpliendo con las metas establecidas de común 

acuerdo con el Cuerpo de Bomberos. 

Tarifas del Distrito de Riego Arenal Tempisque (DRAT): 

Una primera aplicación de este modelo fue adaptada a las condiciones del Distrito de Riego Arenal 

Tempisque (DRAT) operado por SENARA. Además, se hizo una fijación de oficio del mismo.  En este 

modelo se sustituyó el cálculo por hectárea por un cobro por volumen (m3), con el fin de que se 

haga un mejor uso del recurso y se eliminen paulatinamente los subsidios entre las actividades 

productivas.  

 

Una segunda aplicación de este modelo, que fue adaptada a los servicios de acueducto, 

alcantarillado, hidrantes, la protección del recurso hídrico y los servicios colaterales, se someterá 

al proceso de Audiencia Pública cuando la Junta Directiva así lo disponga. En este modelo se 

introdujeron mecanismos para evitar gastos operativos crecientes, mejorar la productividad y 

reducir los rezagos en programas de inversión. De esta forma se espera lograr más eficiencia, 

calidad en los servicios prestados. Además, se incluyó una tarifa de aplicación generalizada para la 

protección del recurso hídrico, a fin de contribuir a la sostenibilidad del servicio. 
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Cabe destacar que antes del 2011, el SENARA obtenía la mayor parte de sus recursos mediante 

subsidios del Estado (65%), mientras que en el presente, gracias a la nueva metodología, las tarifas 

de dicha Institución le permiten ser autosuficiente y no recargar el presupuesto nacional. 

 

INTENDENCIA DE ENERGÍA 

Tarifas de Electricidad: 

En el sector de electricidad, desde 2010, ha habido mucha inquietud por el comportamiento de las 

tarifas, principalmente las del sector industrial, en media y alta tensión. Ello se debió a que 

convergieron varios fenómenos como lo fueron años con poca lluvia, que obligaba a un mayor uso 

de combustibles fósiles y altos precios del petróleo a nivel internacional.  

En 2012, el gobierno pidió a Aresep estudiar opciones para rebajar las tarifas al sector industrial, 

ponderando la posibilidad de establecer algún esquema de subsidios cruzados y ver la posibilidad 

de reducir los costos administrativos y financieros de los operadores. Una de las grandes 

inquietudes era la amenaza de que Intel pudiese tomar la determinación de mover sus plantas a 

otros países. Se hicieron múltiples simulaciones para explorar cómo incorporar en la tarifa de 

media tensión a un mayor grupo de empresas y se estableció una nueva categoría: la media 

tensión b, la cual dependía del uso de la potencia. Sin embargo, su utilidad fue baja pues solo unas 

pocas empresas lograban una combinación de alto consumo y alto uso de la potencia. Otras 

opciones de reducir los topes de potencia o consumo se vieron como inviables, pues implicaban 

costos muy grandes (recargo muy fuerte a las tarifas de otros sectores) para incluir todavía un 

número reducido de empresas. 

La IE también realizó un estudio de los costos de operación de las empresas eléctricas que llevó a 

la conclusión de que, si bien era posible lograr ahorros importantes, ello trascendía las potestades 

de la Aresep. Se determinó que uno de los factores con mayor incidencia provenía de lo 

establecido en el artículo 31 de la Ley de Aresep, que obliga a reconocer los costos de 

financiamiento de los proyectos, independientemente de las condiciones financieras en que se 

habían pactado, hallándose un evidente descalce entre los plazos financieros de los proyectos y su 

vida útil, que hacía que un proyecto con una vida útil de 50 o más años, debía ser amortizado en 

un período de 12 años. Esto significaba recargar a las generaciones actuales el costo total de un 

proyecto, mientas que las generaciones futuras lo recibirían totalmente amortizado. Eso crea una 

distorsión intertemporal injusta y recarga sustancialmente las tarifas actuales. Fue por esto que la 

Aresep presentó un proyecto de modificación de la Ley 7593, que, entre otros, modifica este 

artículo, para sustituir la palabra “deberá” por “podrá” reconocer los costos de financiamiento de 

proyectos. 

También se vio la necesidad de pedir a las empresas, principalmente las estatales, medidas de 

austeridad para contener el acelerado crecimiento de sus gastos de operación, entre ellos, 

medidas para contener el crecimiento de la planilla. 
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Mientras se lograba tramitar el proyecto señalado (el cual no tiene visos de despertar interés 

legislativo, a pesar de su importancia) se sugirió al Poder Ejecutivo emitir una directriz para obligar 

a las empresas estatales a realizar los mejores esfuerzos para reducir el gasto. Esta fue la Directriz 

048-MP-H-MINAE, publicada en La Gaceta 91 del 14 mayo 2013, que estableció la obligación a las 

empresas estatales de buscar mecanismos de reingeniería financiera para redistribuir en el 

tiempo, la carga de los proyectos de largo plazo, así como la imposición de un  tope al crecimiento 

de los salarios. Hasta el momento, los efectos de esta Directriz parecen haber sido bastante 

modestos, por decir algo. Dichosamente las condiciones de la oferta cambiaron, el régimen de 

aguas en las zonas de los embalses cambió y los precios internacionales del petróleo se 

modificaron.  

Además, la Aresep empezó a dar un seguimiento cercano al Centro Nacional de Control de Energía 

(Cence) y determinó que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) estaba haciendo poco uso 

del Mercado Eléctrico Regional (MER), desaprovechando oportunidades de comprar energía más 

barata a Centro América mientras operaba plantas térmicas locales, altamente ineficientes o, 

incluso, de vender excedentes cuando había abundancia local. Desde entonces, el ICE incursionó 

más en este mercado, lo que le produjo al país, solo en el 2015, ahorros por casi USD50 millones. 

Cuando el actual gobierno nuevamente volvió a revivir la preocupación por las tarifas eléctricas de 

media y alta tensión, encontró en estos ahorros una fuente para financiar subsidios al consumo de 

electricidad de las grandes empresas.  Con ello, el resto de los consumidores locales no reciben 

reducciones tarifarias por el uso más eficiente del MER.8 

Uno de los avances más relevantes ha sido el mayor conocimiento de los regulados que tenemos 

hoy en día, especialmente en el mercado del gas licuado de petróleo (GLP), en donde el trabajo 

conjunto entre con el proceso Calidad del Gas, permitió avanzar en la sistematización de 

información y bases de datos, que han contribuido a fortalecer el proceso de regulación 

económica y de calidad que impulsa la Intendencia. 

En este sector en particular ha sido fundamental el acompañamiento brindado por la Intendencia 

a las empresas reguladas, con el propósito de facilitar la implementación de las nuevas 

metodologías y facilitar una mejor comprensión de su alcance, del marco conceptual y principales 

cambios de orden técnico. 

Intensos esfuerzos se han realizado para la simplificación, estandarización y automatización de 

requerimientos tarifarios, lo cual condujo a la promulgación de una resolución específica para 

organizar la presentación de la información financiero contable que envían las empresas para 

efectos regulatorios; proceso que implicó la derogatoria de más de 300 requerimientos dictados 

de manera independiente por medio de múltiples resoluciones tarifarias.  

                                                           
8 Este es un subsidio cruzado del resto de los consumidores a los industriales que operan en mediana tensión. 
Como se verá más adelante, muchos de ellos reciben simultáneamente subsidios de electricidad, gas, bunker y 
hasta agua. Es urgente realizar un estudio específico sobre el verdadero impacto que están teniendo este tipo 
de subsidios, pues, en aras de sostener artificialmente empleo, el país puede estar regalando sumas 
exageradas. Eso está por demostrarse en casos específicos. 
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Considerado como necesario, una tarea impostergable fue la revisión del proceso de regulación 

tarifaria para hacerlo más exhaustivo, detallado y riguroso, por supuesto, siempre velando por el 

cumplimiento del principio del servicio al costo; que permite excluir del cálculo de las tarifas los 

gastos no justificados, excesivos, desproporcionados o que no se relacionan con la prestación del 

servicio, al amparo de lo establecido por medio de la Ley 7593. 

Como resultado, durante el 2015, el proceso de regulación económica en el sector electricidad 

generó un ahorro estimado en ¢ 156 640 millones. 

Se destacó en el mejoramiento de los procesos tarifarios, la revisión de las tarifas de la Compañía 

Nacional de Fuerza y Luz (CNFL), con análisis rigurosos de la Intendencia de Energía, aprobando 

ajustes por el reconocimiento de compras de energía al ICE durante 2015 las cuales no habían sido 

reconocidas en su oportunidad debido a que la CNFL no logró justificarlas debidamente. El efecto 

de ese ajuste será solo por este año 2016. 

Es importante mencionar, que en dicho ajuste no se incluyó los efectos de los proyectos Balsa 

Inferior y Eólico Valle Central, por inconsistencias en la información presentada por la 

CNFL.  Debido a esa situación, la Intendencia de Energía ordenó una investigación que pretende 

clarificar esa situación y garantizar de esta forma que a las tarifas no se trasladen costos que no 

estén debidamente justificados.  

En este tema, la Intendencia de Energía ha hecho un esfuerzo importante de transparentar los 

costos que se incluyen en las tarifas de los servicios públicos, con el fin de garantizar que a esas 

tarifas que pagan los usuarios no se trasladen costos innecesarios para prestar el servicio e 

injustificados. Producto de ese esfuerzo fue que durante los años 2012 y, 2014 se rechazaron 

todas las solicitudes de aumento de esa empresa, principalmente por presentar inconsistencias y 

por no presentar justificaciones en la información que respaldaba las peticiones. 

La preocupación en cuanto a las tarifas de la CNFL, así como del control de los costos y la eficiencia 

en la prestación del servicio, ha sido tratado con especial relevancia por parte de la Intendencia de 

Energía, y para ello se trabaja en el desarrollo de herramientas e instrumentos regulatorios, y 

análisis más rigurosos que permita exigir eficiencia en las prestación del servicio público. 

Tarifas de Generación Privada: 

Resultó impostergable la definición de un modelo tarifario que promoviera y incentivara la 

eficacia, eficiencia y competitividad en la prestación del servicio de suministro de energía eléctrica 

por parte de los actores del mercado y que además propiciara la introducción eficaz de fuentes 

renovables de energía. Realizar esta tarea ha sido una constante en mi trabajo desde el 2010. Una 

tarea que se ha ido consolidando mediante la aprobación de las diferentes metodologías para la 

generación privada. 
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Tarifas de Hidrocarburos: 

Para esta actividad se realizó la aplicación por primera vez de la nueva metodología tarifaria 

ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los combustibles derivados de hidrocarburos en 

plantas de distribución y al consumidor final, que implicó para la Intendencia de Energía un 

replanteamiento del proceso de fijación.  La nueva metodología permite precisar para cada uno de 

los productos que expende Recope los costos correspondientes, permitiendo realizar fijaciones 

tarifarias más transparentes. 

En 2012, a raíz del superávit que mostraban los estados financieros de la Refinadora Costarricense 

de Petróleo (Recope), la Aresep realizó una auditoría para verificar el origen de dichos superávit, 

que a su vez, estaban originando un conflicto entre Recope y el Ministerio de Hacienda, pues eran 

considerados como utilidades y, por lo tanto, sujetos al impuesto de 30%.  

Tal como se pudo comprobar, el hecho de que la metodología vigente desde 2008 utilizara como 

parámetro de referencia los precios internacionales del petróleo y los combustibles, a partir de las 

estimaciones de Platt´s y no de los precios efectivos de compra, producía diferencias importantes 

en favor de Recope, pues usualmente compraba a precios inferiores que los que suministraba esa 

fuente. Se llegó a determinar que, por lo menos, esto había ocasionado la acumulación de 

excedentes en las arcas de la Recope por lo menos de 63 mil millones de colones, que en realidad, 

surgían de un sobreprecio que se estaba cargando a los consumidores.  

La situación anterior generó un conflicto entre Recope y Aresep, pues la Refinadora aducía que 

esos eran recursos que le pertenecían y le eran necesarios para el giro normal de la empresa. De 

acuerdo con la metodología anterior, cuando se producía un superávit, Recope estaba autorizado, 

previa aprobación de la Aresep, a emplear esos recursos en proyectos de inversión para aumentar 

su capacidad de refinación (que hasta 2011 aún se realizaba) o en sus instalaciones para la 

importación, almacenamiento y trasiego de combustibles.  

En razón de ello, se sugirió a las autoridades de la empresa proponer proyectos de inversión para 

utilizar esos recursos, sin que tal propuesta fuese aceptada. Ante esta negativa, Aresep realizó una 

fijación de precios de oficio, para devolver, vía tarifas, esos recursos a los consumidores, 

distribuyendo el ajuste en un plazo de seis meses. 

Precisamente, a raíz de ese hecho, y por el interés de Recope de cambiar algunos elementos de la 

metodología anterior (cambio de un k fijo a uno proporcional) que le originaban problemas de 

caja, se inició la formulación de una nueva metodología, que le permitiera a RECOPE usar los 

precios reales de compra en vez de los de referencia, con lo que se terminarían los “colchones” 

financieros y el problema tributario. Sin embargo, para poder llegar a establecer una metodología 

de este tipo era necesario que Recope implantara una estricta contabilidad de costos, por cada 

tipo de combustible que se importara. Este proceso tomó cerca de año y medio, lo que hizo que 

no fuese sino hasta 2015 que se pudiese calibrar de nuevo la metodología y aprobar un nuevo 

modelo. 
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Cuando asumió la IE, el proceso de elaboración de la nueva metodología estaba avanzado. Al 

asumir el nuevo gobierno,  en mayo de 2014, mostró profunda preocupación por los elevados 

precios internos de los hidrocarburos, pero se demostró que los precios responden al 

comportamiento de los precios internacionales y, en gran medida, al impuesto vigente sobre los 

combustibles, lo que hacía prácticamente imposible reducirlos, si no ocurría lo mismo con las 

variables exógenas.   

INTENDENCIA DE TRANSPORTES 

En los diferentes servicios que regula la Intendencia de Transporte, once en total, a la par del 

desarrollo y actualización de metodologías, se ha venido haciendo un esfuerzo por ordenar todo el 

proceso de fijación tarifaria, tarea que es permanente. 

Tarifas del servicio de transporte de pasajeros modalidad autobús  

Lamentablemente, este es uno de los sectores en los cuales la Aresep tiene responsabilidades 

compartidas con otros entes estatales, en este caso particular con el Ministerio de Obras Públicas 

y Transportes (MOPT) y, específicamente, con el Consejo de Transporte Público (CTP). 

Históricamente, el CTP no ha sido ejemplo de orden, organización y planificación. No en balde, el 

país tiene un notable rezago en todos los aspectos que tienen que ver con la operación física del 

transporte público.9  Esto ha requerido establecer algunas regulaciones para ir delimitando la 

acción en algunos temas clave. 

a. Contratos de concesión. 

Desde que se emitió la Ley 3503 se estableció que las concesiones de líneas de autobús se 

otorgarían, mediante licitación pública, por períodos de 7 años. Para la operación de las líneas, 

cada concesionario debería firmar un contrato con el Estado –el que debe ser refrendado por la 

Aresep- que contenga todas las condiciones operativas (recorridos, itinerarios, frecuencias, 

demanda estimada, ocupación media, flota, edad media de la flota, condiciones de 

mantenimiento de las unidades, planes de capacitación de choferes, etc.). La continuidad de la 

concesión dependía de si la empresa adjudicataria había sido capaz de cumplir, a satisfacción, las 

condiciones establecidas en el contrato. 

Sin embargo, en todos los años de vigencia de la Ley, el MOPT y el CTP han incumplido el mandato 

legal de promover una licitación pública para el otorgamiento de las rutas concesionadas  

(incumplimiento que parece ser un hecho menor para las autoridades del sector y judiciales). Peor 

aún, para las rutas que durante muchos años han estado en manos de simples permisionarios, por 

una modificación a la ley 3503 se legalizó la posibilidad de cambiar su estatus a concesionarias, 

siguiendo un proceso de licitación abreviada, aún sin concluir. 

                                                           
9 Debe aclararse, en aras de ser justos, que en la presente administración se ha observado un notorio interés de 
las autoridades por cambiar la indolencia que siempre ha dominado a ese ente. Por una parte se ha estado en 
un proceso de construcción de bases de datos, se han diseñado sistemas informáticos que permitan la 
comunicación, entre otros, con Aresep, se ha estado exigiendo los requisitos a los empresarios y se ha 
emprendido un proceso de normalización de los contratos de concesión, que aún está pendiente. 
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Cada vez que se acerca el plazo de vencimiento de los contratos de concesión, se deja transcurrir 

el tiempo, de modo que nunca hay espacio suficiente para promover el proceso tal como lo 

estipula la Ley, y se recurre a una especie de “emergencia” para prorrogar los contratos vigentes 

(sin siquiera actualizarlos). Para el último vencimiento (que se dio el 30 de setiembre de 2014), la 

Aresep alertó, con suficiente antelación que debían tomarse las previsiones para promover esas 

licitaciones, establecer un mecanismo de evaluación de cumplimiento de las condiciones de los 

contratos e incorporar a los contratos, condiciones operativas actualizadas y consistentes 

(itinerarios, demanda, ocupación media y flota es lo mínimo que debe ser congruente). 

Es inaceptable, por ejemplo, que una empresa presente en sus condiciones operativas un nivel de 

demanda (cantidad de pasajeros) excesivamente bajo pero una flota de autobuses 

sobredimensionada, con niveles de ocupación media muy por debajo de lo técnicamente 

recomendado. 

La posición de la Aresep es que la información que se aporte en los contratos de concesión es 

insuficiente para evaluar la consistencia interna de cada ruta, y la estimación de la demanda no 

viene respaldada con un estudio aprobado por el CTP, la institución estaría en la obligación de no 

dar trámite al proceso de refrendo. Esto ha motivado que, a estas alturas, a casi dos años de la 

caducidad de los contratos anteriores, no ha llegado ni un solo contrato para refrendo de Aresep.  

De hecho, en abril de 2014 , sin mediar ningún proceso de adjudicación formal ni cumplimiento de 

requisitos, el CTP tomó la decisión de prorrogar todas las concesiones, indiscriminadamente, 

incumpliendo, entre otros, la evaluación de las condiciones del servicio que manda la Ley. Esto fue 

objetado por la Aresep y la Defensoría de los Habitantes, logrando mediante un proceso ante el 

Tribunal Administrativo de Transporte, frenar la prórroga automática, al menos mientras se 

realizaba dicha evaluación.  

Aún no se ha presentado ningún contrato para refrendo de la Aresep.  Todo lo que pide Aresep es 

que los contratos sean consistentes con la información real de las condiciones operativas de cada 

ruta, que la información sea aprobada y certificada por el CTP y que haya consistencia y 

transparencia entre las condiciones operativas y las estimaciones de demanda (cantidad de 

pasajeros). 

Esto ha sido solo el primer asomo del porqué la regulación del transporte público ha sido muy 

complicada para la Aresep. Anteriormente, todas las funciones de regulación, incluyendo las 

tarifarias eran desempeñadas por el MOPT a través de la Comisión Técnica de Transporte Público. 

Con la aprobación de la Ley 7593 del 28 de marzo de 1996, las funciones de fijación tarifaria y 

control de calidad del servicio público fueron trasladadas a la Aresep, pero muchas de las 

competencias, se asignaron al CTP constituido en el año 1999o se dejaron compartidas. Esto ha 

creado, a través del tiempo, muchas controversias entre ambas instituciones, y ha impedido llevar 

a cabo una función integral de regulación, con resultados, a veces, contraproducentes.  
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Como ejemplo de lo antes dicho, está el hecho de que la definición de las condiciones operativas, 

entre ellas la edad, número y condiciones de la flota corresponden al CTP y a la Aresep, la función 

tarifaria. Pero resulta que, las tarifas están directamente condicionadas a las variables operativas. 

Si el CTP decide aumentar o autorizar la renovación de la flota de una línea de autobuses, esto 

tiene implicaciones tarifarias muy severas, las cuales, con frecuencia, no son tomadas en cuenta a 

la hora de decidir esos cambios.  

Los usuarios culpan a la Aresep por el aumento en las tarifas, sin saber que el origen estuvo en los 

cambios autorizados por el CTP. Peor que eso, las decisiones de las condiciones operativas 

(itinerarios, frecuencias, ocupación) son tomadas sin contar con una medición confiable de la 

demanda (cantidad de pasajeros). Si esto no está debidamente entrelazado, los incrementos 

tarifarios son, a veces, elevados.   

b. Estimación de la demanda y el pago electrónico. 

La fijación de tarifas de transporte, modalidad autobús, ha sido, por muchos años, el dolor de 

cabeza de Aresep, no solo por la beligerancia del sector para defender sus intereses, sino por el 

altísimo grado de desorden que ha prevalecido en su rectoría y la falta o ausencia total de 

información oportuna, fidedigna y actualizada de todas las rutas del país, ya sean concesionarios o 

permisionarios. 

Aparte de los problemas de la metodología en sí, hay otras distorsiones por las cuales las tarifas se 

mantienen, en muchos casos, artificialmente altas. La más conocida es la distorsión de la 

demanda, pues de su cuantificación depende crucialmente el nivel de las tarifas. Si esta variable 

está subvaluada, el nivel de la tarifa está por encima de lo que corresponde. En la mayor parte de 

los casos, para la determinación de la demanda, se dependía, casi exclusivamente de una 

declaración jurada de los propios autobuseros, la cual, en muchos casos, dejaba importantes 

dudas. Algunas veces el CTP realizaba algunos estudios para casos muy especiales. Si no existía esa 

información, se utilizaba la “demanda histórica” (sin ningún tipo de actualización). 

La medición adecuada de la demanda es un mecanismo necesario para procurar un esquema 

tarifario justo (que atienda el principio del servicio al costo y garantice el equilibrio financiero del 

empresario). Una subestimación de esta tiene repercusiones tarifarias muy importantes.  En gran 

medida, se ha dependido de las declaraciones juradas de los mismos empresarios para su uso 

tarifario, pero esto, aunque es legal, es éticamente incorrecto. Es por esta razón que, la Aresep, 

como medida paliativa mientras se establece un sistema eficiente y confiable, inició un programa 

de auditorías de demanda de este servicio, que ha empezado a generar sus frutos, en las fijaciones 

tarifarias y en la fiscalización del cumplimiento de las empresas con las condiciones establecidas 

por el Consejo de Transporte Público. Casi sin excepción, se ha determinado que, tal como se 

sospechaba, las demandas reportadas son sustancialmente subestimadas, lo que significa que las 

tarifas están sobredimensionadas.   

Todos los esfuerzos que haga la Aresep por calibrar los métodos para calcular los costos 

operativos, financieros y de capital de cada ruta de autobuses para llegar a una tarifa justa, sirven 
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de nada o muy poco, si no se tiene una fuente confiable para la determinación de la demanda 

(número promedio de usuarios que utilizan el servicio por período). De poco sirve si se logra 

precisar con exactitud los precios de las llantas, del aceite o de los repuestos; los salarios y gastos 

de oficina, entre otros, si las cifras que conforman el denominador de la ecuación básica son poco 

o nasa confiables. Pequeños cambios en la demanda tienen grandes repercusiones en la tarifa. En 

estos momentos, para determinar la demanda se usan tres fuentes (la que dé una cifra mayor): la 

declaración jurada de los empresarios de lo que es el número de pasajeros transportados por mes; 

los estudios de demanda que se hayan hecho en el pasado, tanto por el CTP como por la ARESEP; 

la cifra histórica reportada en estudios anteriores.  Es claro que, con excepción de los estudios 

puntuales, las otras fuentes son poco robustas. 

Uno de los propósitos capitales que se ha fijado, desde hace varios años la Aresep es encontrar 

mecanismos para medición de la demanda de cada ruta, que pueda proporcionar información 

confiable. Dentro de ellas se ha explorado el diseño de protocolos de medición; la acreditación de 

empresas particulares; la utilización de variables macroeconómicas y demográficas para estimar 

de manera indirecta el uso de autobuses; sistemas de conteo ubicados en las unidades; etc. De 

todos, se ha determinado que el único que sería ampliamente confiable (mientras no aparezcan 

filtraciones) sería el de pago electrónico operado de manera centralizada, con una cámara de 

compensación de pagos operada por un ente externo (como el Banco Central de Costa Rica 

(BCCR).  

Por esta razón, desde el 2013, la Intendencia de Transportes (IT) de la Aresep inició acciones 

conjuntas con el BCCR para impulsar la implantación de un sistema de pago electrónico de los 

pasajes de autobús, quizás el proyecto más importante para iniciar la modernización del 

transporte público del país. Este sistema permite no solo simplificar los pagos del transporte, con 

grandes beneficios para usuarios y empresarios, sino que es una herramienta fundamental para 

proveer información estratégica, para la Aresep, para contar con datos fidedignos sobre la 

demanda de pasajeros, variable fundamental para instaurar un sistema justo de tarifas, sino 

primordialmente para las autoridades rectoras, útil para la planificación y ordenamiento del 

sistema de transporte del país. Pero, adicionalmente hay una enorme ganancia para el sistema 

monetario del país, con una enorme economía en el uso del efectivo, pues se prescinde del uso de 

monedas en el sistema que más lo demanda. 

Los estudios demostraron que, para su operación, lo más eficiente, barato e inmediato era 

aprovechar la infraestructura financiera disponible en el país, a través del sistema bancario 

nacional (SBN), las tarjetas de crédito y débito y el sistema Sinpe, incluyendo la novedad de las 

cuentas simplificadas que, para este fin, procuró el BCCR.  

Este sistema ya estaba prácticamente listo para entrar en operación en el segundo semestre de 

2014, para lo que únicamente restaba poner en operación un sistema paralelo, pero siempre 

integrado al SBN, de tarjetas prepago (en lo cual las empresas telefónicas tienen un sistema en 

operación) y la adaptación de los lectores electrónicos en las unidades de transporte público.  
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Los entes participantes, incluyendo Aresep y el BCCR se fijaron, desde 2013, la meta de operar un 

plan piloto en las “interlíneas”, a más tardar en diciembre de 2014. Sin embargo, las autoridades 

del CTP decidieron explorar otros mecanismos, lo que dio al traste no solo con el plan piloto, sino 

que amenaza seriamente la implantación del sistema en los próximos años.  

Es una verdadera lástima que, existiendo las condiciones para poner en marcha un instrumento 

tan útil, por razones que desconocemos, haya sido frenado sin que se vislumbre una solución 

alternativa, a pesar de los esfuerzos realizados tanto por el BCCR y la Aresep. De las frustraciones 

grandes en la intención de contribuir al mejoramiento del sistema nacional de transporte por 

autobús, esta es quizás la mayor. Esperamos que las autoridades del Ente Rector recapaciten y 

vean las ventajas que esto tiene como proyecto país. 

c. Itinerarios y frecuencias. 

Pero, además de contar con un instrumento adecuado para establecer, con bajo nivel de 

incertidumbre los niveles de demanda promedio, hay otros elementos, igual o incluso más 

importantes, que pueden producir distorsiones similares en las tarifas. Una de ellas es la 

frecuencia de operación de las carreras. Por ejemplo, si el CTP autoriza carreras cada 3 minutos, 

suponiendo que viajan a un 50-60% de ocupación, y la empresa, unilateralmente y sin hacerlo 

transparente a las tarifas, las realiza cada 5 minutos (con lo cual se mueve en ocupaciones entre el 

80 y 100%), se gana un  40% más de lo que le correspondería con las tarifas aprobadas. 

Y para mencionar dos más, puede haber empresas que utilizan unidades distintas a las que el CTP 

les autoriza en su flota. De esta manera, no solo desmejoran la calidad del servicio sino además, 

cobran tarifas en las cuales están cargadas unidades mucho más nuevas (recuérdese que la 

depreciación es acelerada). El otro truco es que muchas empresas acostumbran venir a solicitar 

tarifas a la Aresep, solo en los casos en que el CTP les haya hecho alguna actualización de su flota. 

De esa manera obtienen, para el primer año, el mayor margen de depreciación de las unidades, la 

cual queda fija en la tarifa mientras ésta no se actualice y, en la mayor parte de los casos, los 

empresarios no necesariamente vienen a actualizar su tarifa el año siguiente pues, ceteris paribus, 

sus tarifas deberían bajar. 

A efectos de poder realizar un control efectivo de estas variables, es necesario introducir los 

últimos adelantos tecnológicos, especialmente sistemas de posicionamiento global (GPS). A la 

mayor brevedad, debe obligarse a que todas las unidades de autobús cuenten con un GPS y que 

haya un centro de control en donde se monitoree constantemente cada una de las líneas de 

autobús, incluyendo uso de las unidades, recorridos, itinerarios, frecuencias. Para la operación de 

este centro de control, inicialmente, debe contratarse empresas que den ese servicio y que 

entreguen, puntualmente, el informe diario y sistematizado de todas esas variables de manera 

que se pueda determinar, sin esfuerzo, el uso correcto de los equipos y demás variables 

operativas. Solo así se podrá garantizar que el mayor control sobre la demanda no se escurra por 

una distorsión de las frecuencias operativas y, por ende, de la ocupación media (de hecho serviría 

como control cruzado con el pago electrónico). 
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En una etapa ulterior, dicho centro de control lo debe implementar y operar directamente la 

Aresep. Es cierto que esto implica costos adicionales, pero nuevamente, es un costo que vale la 

pena por el valor que la aporta al usuario (relación beneficio/costo). 

El uso de este instrumento permitiría, en el corto plazo, establecer sistemas de información para 

los usuarios, mediante sistemas electrónicos, para poder tener información en línea sobre 

paradas, tiempo de llegada de las unidades, horarios actualizados en línea. Estos sistemas existen 

en muchas ciudades del mundo y no representan un costo exagerado para los usuarios.   

d. Fijación ordinaria anual de oficio. 

Uno de los objetivos que propuestos en mi gestión era poder realizar la primera fijación ordinaria 

nacional. Lamentablemente, por la falta de bases de datos completas de todos los regulados, esta 

labor se hizo difícil con la anterior metodología, pero espera realizarse en los próximos meses.  

En la nueva metodología, ya vigente, se estableció un sistema de variables por “default”, que se 

aplican en caso de que haya (como en realidad lo hay) empresarios que no han actualizado su 

información. Muchos no lo han hecho porque la metodología anterior, no solo tenía un esquema 

de depreciación acelerada, sin un mecanismo de reajuste tarifario automático anual, lo que hacía 

que, en la práctica, los empresarios venían a solicitar tarifas cuando tenían unidades nuevas y al no 

venir, como lo manda la ley, su tarifa quedaba anclada con el reconocimiento de una depreciación 

anual del 25% (lo que hace que el valor de su inversión se recupere en menos de cuatro años, con 

gastos de mantenimiento equivalentes a un 10% del valor actualizado de un bus nuevo). De hecho 

hay empresas que renuevan su flota cada cinco años, no dan mantenimiento a sus unidades y en 

el período intermedio no solicitan ajuste de tarifas. Se ganan la depreciación completa, además se 

les paga un mantenimiento que no dan (un 50% del bus en los 5 años) y recuperan, con la venta de 

la unidad, por lo menos un 50% del valor del bus. Esta anomalía urge corregirla en el cortísimo 

plazo y la fijación ordinaria anual es el instrumento indicado. 

e. Otras acciones regulatorias emprendidas. 

Desde el año 2013, se profundizó la revisión recurrente de las obligaciones tributarias, de 

seguridad social y otras, de los operadores, de manera que quien no esté al día con estas 

responsabilidades no recibe ajustes tarifarios –si se tratara de incrementos-. Esta fue una medida 

que suscitó muchas reacciones de parte de los empresarios, quienes incluso recurrieron a la vía 

judicial. Sin embargo, esta potestad fue debidamente confirmada por los tribunales de justicia. 

Esta tarea se logró con el apoyo del Programa de Gobierno Digital quien facilitó un bus integrado 

de servicios para conectar con las bases de datos de la Caja Costarricense de Seguro Social, 

Asignaciones Familiares (FODESAF); Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Únicamente se 

realiza de forma manual, el control del cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

Para proporcionar a los usuarios mayor información sobre las tarifas vigentes (dada la complejidad 

del pliego tarifario), se ha puesto en funcionamiento una aplicación para teléfonos móviles, 

denominada “Transporte CR” que brinda información al usuario sobre las tarifas que se cobran en 
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autobuses y trenes.  Si se diera alguna diferencia a la hora de pagar, puede plantear por el mismo 

medio electrónico una denuncia para que se tomen las acciones correspondientes para sancionar 

esa situación.   

Además, se han creado espacios de discusión de los temas de transporte público, como lo fueron 

los foros regulatorios, que por tres meses se realizaron en el 2015, donde todos los interesados en 

este servicio, expusieron sus puntos de vista sobre la forma en que operan dichos servicios. 

Por otro lado, se ha venido incentivando acciones para que los usuarios, conjuntamente con los 

prestadores de los servicios, puedan establecer acuerdos sobre las tarifas a cobrar por los mismos, 

claro está, respetando algunos aspectos básicos que sustentan la regulación.   En este sentido, ya 

se han tramitado varios estudios tarifarios de pasajes de autobús que se han reducido o 

incrementado, producto de acuerdos entre los usuarios y los operadores del servicio. 

Algunas acciones que quedaron pendientes de implementar incluyen, en aras de la transparencia, 

y mientras se logre una reorganización completa del sistema de transporte, la elaboración de 

calcomanías individualizadas para permitir al usuario conocer, por un medio certificado y visible, la 

tarifa autorizada para cada unidad, así como el hecho de que la unidad corresponde a la ruta 

respectiva. En caso de flotas unificadas probablemente la calcomanía debe señalar el precio de las 

diferentes rutas para las que está autorizada. 

Otra es el diseño e implementación de un “Protocolo de mantenimiento de unidades”, en donde 

se obligue al empresario a llevar una bitácora con todos los procedimientos de mantenimiento 

que se ejecuten, y una lista del tipo de acciones que se deben ejecutar periódicamente. Esto 

debería ser certificado en cada revisión semestral de Riteve. 

Tarifas del transporte remunerado de personas, modalidad taxis 

Hasta ahora, la principal actividad de regulación del servicio remunerado de personas en 

modalidad taxi, se ha concentrado en la atención de quejas y denuncias de los usuarios y en la 

fijación de tarifas. Solamente se incluye como agentes regulados el servicio regular (taxis rojos) y 

los del aeropuerto (taxis anaranjados). 

 

Para el 2017 está programado el inicio de la regulación de otros servicios de taxis como los 

“porteadores” o seetaxis. Para eso, la primera etapa, que ya está en ejecución, consiste en realizar 

un estudio integral del todo el sector, el cual ha sido contratado con el Instituto de Investigaciones 

de la Universidad de Costa Rica. Una vez que se tengan estos resultados, se diseñará una 

estrategia para regular al sector de manera total, tal como lo establece la ley. 

 

Además, uno de los pasos más importantes se refiere al diseño e implementación de una nueva 

metodología, pues la que está actualmente vigente data del 2005. Esta metodología tiene 

importantes defectos, como es el hecho de que, para calcular el costo del equipo de capital, se 

incorpora la depreciación de un vehículo, en un plazo de 6 años, con un valor de rescate de cero. 

Es decir, al propietario de la unidad, el usuario le paga para que renueve la unidad (y chatarrice el 
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carro viejo) cada seis años. Además, de acuerdo con la ley, se le otorga una exención de impuestos 

al propietario de la placa para importar un vehículo nuevo, cada cuatro años. Es claro que el 

propósito de la metodología era que el parque automotor para el servicio de taxis fuera muy 

nuevo. Sin embargo, por esas inconsistencias de las responsabilidades compartidas, el CTP 

autoriza la operación de unidades hasta por una vida útil de 15 años, lo que hace que la vida 

media de los taxis sea, en este momento, de más de 10 años. Un taxista que mantiene su unidad 

en operación por los 15 años, en la práctica, recibe el pago de casi tres unidades nuevas, lo que 

convierte en un gran negocio, dejarlas envejecer. Además, cada año se le reconoce un 10% del 

valor del taxi nuevo por concepto de mantenimiento, cuando las cifras demuestran que ese 

porcentaje puede ser excesivo, especialmente para unidades de menos de 6 años. La metodología 

reconoce todos los costos operativos, incluyendo salarios, repuestos, gastos administrativos, 

insumos y otros (incluyendo uniformes para los choferes, lo cual no se cumple), así como una 

rentabilidad de mercado por el uso del capital. 

 

Todo ese esquema requiere ser cambiado. De hecho, ya se ha contratado con el Instituto 

Tecnológico de Costa Rica, estudios específicos sobre los coeficientes técnicos a considerar 

(consumo de combustibles, aceites, repuestos, etc.) y gastos operativos más ajustados a la 

realidad actual. Se espera que este estudio esté listo para 2016, lo que dará paso al inicio, por 

parte del CDR, de la elaboración de la nueva propuesta metodológica. 

 

A pesar de toda la holganza que tiene la metodología, la cual incluso podría ser calificada como 

generosa, constantemente se escuchan quejas de los prestadores del servicio. Si bien hay aspectos 

que deben ser modificados en la metodología, ellos no parecen ser lo suficientemente graves 

como para justificar las quejas. Probablemente se da lo que en algunos casos se llama “falsa 

percepción del ingreso permanente”. Muchos taxistas puede ser que confundan los ingresos de 

caja con su capacidad de pago para mantener un nivel de vida por encima del que la actividad 

puede proporcionar. Por ejemplo, puede ocurrir que no realicen las provisiones para constituir 

fondos de reposición de equipos, gastos de mantenimiento, cargas laborales, etc., y tomen el flujo 

de caja como ingreso disponible. Para evitar este problema, sería conveniente coordinar con el 

MEIC para dar capacitación a los microempresarios en administración de su proyecto y una 

capacitación a los choferes sobre servicio al cliente y código de ética.  

 

Desde luego que no puede descartarse que muchos estén percibiendo el impacto de un exceso de 

oferta en la actividad. Esto puede ser un llamado a mejorar el servicio al cliente. 

 

En beneficio de los usuarios y de los propios taxistas, en el corto plazo debe implementarse un 

sistema de “maría electrónica remota”, que pueda ser operado directamente por el taxista y que, 

simultáneamente, mediante una aplicación, pueda ser monitoreada por el usuario. Este esquema 

ya lo tiene un servicio como el de UBER, y podría ser una gran ayuda que la Aresep lo implante 

para el servicio regulado, con o sin sistema de pagos.  Esta misma aplicación puede habilitarse 

para que el usuario pueda presentar quejas cuando no esté satisfecho con el servicio o se 

presenten anomalías. Para eso es necesario, además, que se imponga la obligación de que cada 
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unidad porte una tarjeta emitida por la Aresep, en donde se identifique la unidad, la placa y el 

chofer de turno, provista con algún tipo de código de lectura (barras o chips) que permita la 

captura instantánea por la aplicación. 

 

 

6.5 Fortalecimiento de los programas de calidad y fiscalización. 

 

Dentro de las principales funciones y obligaciones que la Ley establece para la ARESEP, destaca el 

cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, oportunidad y 

prestación óptima (Art. 5).  De esta manera se subraya que el alcance regulatorio llega hasta los 

prestadores de servicios y en esa medida la Junta Directiva ha sido promotora de lineamientos 

para la incorporación de elementos de calidad en la fijaciones tarifarias, de modo que la 

regulación trascienda del cumplimiento sancionatorio. 

 

Explícitamente se establece en el RIOF, como responsabilidad de las Intendencias, ejecutar la 

regulación económica y de calidad de acuerdo con el bloque de legalidad aplicable y las directrices 

de la Junta Directiva. En esta línea hemos trabajado. 

INTENDENCIA DE AGUA 

Acciones para la fiscalización de la calidad 

Para inspeccionar la calidad del agua, desde el año 2014, se contrató al Laboratorio de Análisis 

Ambiental (LAA) de la Universidad Nacional. De esta forma se inició y se logró desarrollar una 

encuesta y un diagnóstico de la situación de las ASADAS, que permitió conocer mejor la 

vulnerabilidad de sus sistemas.  

 

De igual forma se inició el monitoreo de la calidad del agua potable. La encuesta de los acueductos 

rurales permitió establecer además su localización por medio del Sistema de Información 

Geográfica (SIG). Esto ha permitido mejorar la calidad del agua en zonas rurales e identificar los 

sistemas de acueductos del país en el mapa de Costa Rica. Con el apoyo del LAA de la UNA, se ha 

continuado con  la creación y alimentación de una base de datos para ampliar la cobertura del  

“Mapa de Calidad Nacional”, para que a futuro, la información de la calidad del agua se encuentre 

a disposición del usuario.   

 

La actualización del mapa de calidad del SIG, brinda una serie de información importante. El 

Sistema de Información Geográfica (SIG) se amplió para ubicar nuevas fuentes, sistemas de 

acueducto, redes, entre otros, para brindar mayor información a los usuarios, la ARESEP como 

ente regulador y los operadores. En este sentido se presentan zonas geográficas con los 

acueductos que tienen algún tipo de contaminación, en que destaca principalmente la inadecuada 

aplicación de cloro y en algunas zonas, la presencia de metales, así como zonas con acueductos 

con agua potable no contaminada. Esta información le permite a la Intendencia de Agua dar 

seguimiento con más exactitud, informar al usuario sobre la calidad del agua, y de esta forma, dar 
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cumplimiento a lo establecido en el artículo 5 de la Ley de la ARESEP, N°7593 y sus reformas, así 

como del Reglamento de la calidad del agua potable, Decreto N°32327-S. 

Uno de los principales instrumentos iniciados desde el año 2009, específicamente en la regulación 

de la calidad del servicio de agua intradomiciliaria, se centró en la depuración de la información 

sobre la calidad de ese servicio que remiten los operadores a la Autoridad Reguladora de manera 

periódica. Esa información fue recopilada para 6 regiones del AyA y para ESPH y se comparó con la 

obtenida de ADERASA para establecer un “benchmarking” que ha permitido construir 8 

indicadores sobre tres aspectos clave: calidad del producto y de los servicios de acueducto y 

alcantarillado y sobre el servicio al cliente, que luego fueron integrados en un Indice Global de 

Gestión. 

Durante los años que abarca este informe la IA ha realizado fiscalización mediante giras de campo, 

logrando los siguientes impactos en favor del usuario: 

• El conocimiento de reglamentos y normas por parte de las ASADAS, lo que permite una 

mejor gestión de servicio con mayor calidad hacia el abonado. 

• La transmisión de conocimientos sobre fiscalización de la calidad del servicio, medición de 

caudales, cloración del agua, mejoramiento continuo de la calidad en la gestión de la 

prestación del servicio. 

• La formación sobre aplicación tarifaria y aplicación correcta de los pliegos tarifarios, 

redundará en una mayor recaudación y mejor situación financiera de las ASADAS, que 

coadyuvará a una mejor calidad del servicio. 

• La presencia institucional, conocimiento de sus funciones y competencias, contribuye a 

formar mejor criterio y credibilidad en el Organismo Regulador, facilitando sus labores. 

Con todas estas acciones regulatorias se ha contribuido a que el sector registre los siguientes 

resultados positivos: 

• 99% de demanda es atendida por operadores; 93% con agua potable. 

• Se están impulsando proyectos para la reducción de pérdidas de agua que han llegado al 

50% en AyA y 39% en ESPH.   

• Se ha dirigido la atención a cubrir demandas insatisfechas en proyectos inmobiliarios, 

otros proyectos productivos y en zonas afectadas por sequía que han sido objeto de 

racionamiento, especialmente en el verano. 

• Se ha impulsado la expansión de la red de servicios del alcantarillado y el tratamiento de 

aguas residuales a través de la nueva planta de tratamiento Los Tajos. 

Construcción de indicadores de calidad:  

La IA ha elaborado una serie de indicadores para medir la productividad y competitividad en la 

gestión del sector hídrico. Este proceso se inició en 2009, específicamente en la regulación de la 

calidad del servicio de agua intradomiciliaria. Adicionalmente, se elaboró un conjunto de 
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indicadores de productividad y eficiencia y su respectivo sistema de evaluación para mejorar la 

fiscalización de los operadores. 

También se desarrolló en conjunto con el Centro de la Regulación y la Universidad Nacional, un 

conjunto de indicadores de productividad y eficiencia y su sistema de evaluación para mejorar la 

fiscalización de los operadores.  Estos indicadores, junto con los existentes para la evaluación de la 

calidad, serán instrumentos de gran utilidad para la fiscalización del servicio prestado por los 

operadores, dado que reúnen la información sobre la evolución de los mismos durante un periodo 

prolongado. 

Sistemas de apoyo a la calidad: 

Sistema de Georreferenciación de las Asadas: Su establecimiento ha permitido mejorar la calidad 

del agua en zonas rurales e identificar los sistemas de acueductos del país en el mapa de Costa 

Rica. 

Verificación del parque de medidores: Se inició la verificación del funcionamiento del parque de 

medidores que se encuentra en funcionamiento. Para el año 2015, mediante el proyecto de 

evaluación de la implementación de la norma de hidrómetros, se evaluaron 420 hidrómetros del 

AyA-GAM.   

Establecimiento de Programa de capacitación de Asadas: 

Es claro que la regulación de los acueductos comunales a nivel nacional, presenta situaciones de 

vulnerabilidad sanitaria y poca capacidad operativa para brindar un mantenimiento, poniéndose 

en peligro la calidad del agua suministrada. 

En lo que respecta al aspecto tarifario, se requiere capacitar y concientizar a los miembros de las 

Juntas Directivas de las ASADAS, con el fin de que conozcan que las tarifas no cubren únicamente 

los costos operativos básicos de los sistemas, sino que debe hacer una reserva para reponer los 

activos al final de su vida útil, se deben financiar las inversiones requeridas y cubrir los costos del 

control de calidad del agua. 

En este caso se determinó la necesidad de que AyA realice una política agresiva para que las 

ASADAS apliquen las tarifas fijadas por la Autoridad Reguladora, que cumplan con la universalidad 

de la medición, que contraten los análisis necesarios para cumplir con el Reglamento para la 

Calidad del Agua Potable, que coloquen y operen adecuadamente los sistemas de desinfección del 

agua, y que realicen la inversión y el mantenimiento necesarios para reducir la vulnerabilidad 

sanitaria en la infraestructura de los sistemas. 

INTENDENCIA DE ENERGÍA 

Fortalecimiento del proceso de fiscalización e inspección: 

Uno de los principales cambios en la estructura organizativa de la Intendencia de Energía, fue la 

creación del proceso Inversiones, lo cual ha permitido retomar la supervisión de proyectos de 
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inversión del sector eléctrico en todas sus etapas (pre-factibilidad, ejecución y entrada en 

operación).  Al respecto, tratándose de un proceso nuevo, conviene destacar los siguientes logros 

del 2015: 

• La sesiones de acompañamiento y diálogo con las empresas reguladas, con el fin de precisar 

los requerimientos de información y formatos uniformes para su presentación a la 

Intendencia. 

• La formulación y puesta en marcha de un plan de fiscalización de proyectos de inversión de las 

empresas del sector eléctrico, que dio inicio con la supervisión técnicas de obras asociadas a 

proyectos de generación, transmisión, distribución y alumbrado público. 

• Seguimiento del Mercado Eléctrico Nacional (MEN) en su relación con el Mercado Eléctrico 

Regional (MER), brindando apoyo técnico al proceso de Información y Mercados en el análisis 

de datos mensuales, así como en la elaboración de los boletines trimestrales y el informe 

anual sobre la participación de Costa Rica en el MER. 

• La generación de información estratégica sobre el funcionamiento del MER, como insumo para 

el ejercicio de la regulación.  . 

• El apoyo en temas ingenieriles del mercado eléctrico regional, con el fin de promover una 

participación más activa en el desarrollo de la regulación regional y el seguimiento del 

funcionamiento de este mercado. 

• El seguimiento oportuno de las inversiones del sector eléctrico, garantizando el manejo 

centralizado de información estratégica para la tramitación de las solicitudes de ajuste y el 

seguimiento tarifario. 

Entre otros cambios que impusieron un nuevo desafío a la Intendencia de Energía ha sido velar por 

el cumplimiento del principio de servicio al costo y los criterios de calidad, cantidad, oportunidad, 

continuidad y confiabilidad que orientan la prestación del servicio óptima de los servicios públicos. 

Aunque la fiscalización es una función sustantiva que involucra a todos los procesos y equipos 

técnicos que realizan la regulación económica y de calidad, la decisión de crear el proceso 

Proyectos y Estudios Especiales permitió avanzar en la programación de investigaciones sobre 

temas de importancia a nivel país, que han contribuido a reposicionar la regulación como una 

actividad de interés nacional, que trasciende las fijaciones tarifarias y advierte la obligación que 

tienen los prestadores de servicios públicos de cumplir y respetar el marco regulatorio.  

Los resultados obtenidos fueron bien conocidos por la opinión pública y se fundamentaron en 

estudios de fiscalización, realizados en el 2014 y 2015, cuyas conclusiones tuvieron amplia 

cobertura y divulgación por parte de los medios de comunicación.  Este esfuerzo de investigación 

centró su atención en el análisis de la inversión realizada por la Refinadora Costarricense de 

Petróleo (Recope) en la empresa conjunta Soresco, propiedad de la empresa estatal China 

National Petroleum Corporation (CNPC) y de Recope, en el marco del Proyecto de Ampliación y 

Modernización de la Refinería (PAMR).  El segundo estudio de fiscalización estuvo relacionado con 

la verificación del cumplimiento de las obligaciones en materia tributaria, el pago de las cargas 

sociales y de las leyes laborales, por parte de todos los regulados del sector energía, de 
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conformidad con lo establecido en el artículo 6 inciso c) de la Ley 7593. En esta actividad, se 

intensificaron los esfuerzos mediante la elaboración de estudios técnicos más rigurosos y 

detallados, con el propósito de velar por el cumplimiento del principio de servicio al costo.  

Durante la solicitud de ajuste ordinario del 2015, se excluyó del cálculo de las tarifas una serie de 

gastos derivados de la convención colectiva de Recope, debido a que no guardaban relación con la 

prestación del servicio público. 

El primer estudio de fiscalización para el fortalecimiento del proceso de fiscalización e inspección, 

si bien inició en el 2014, concluyó en el 2015 y sus conclusiones tuvieron amplia cobertura y 

divulgación por parte de los medios de comunicación.  Este esfuerzo de investigación centró su 

atención en el análisis de la inversión realizada por la Refinadora Costarricense de Petróleo 

(Recope) en la empresa conjunta Soresco, propiedad de la empresa estatal China National 

Petroleum Corporation (CNPC) y de Recope, en el marco del Proyecto de Ampliación y 

Modernización de la Refinería (PAMR). 

El segundo estudio de fiscalización estuvo relacionado con la verificación del cumplimiento de las 

obligaciones en materia tributaria, el pago de las cargas sociales y de las leyes laborales, por parte 

de todos los regulados del sector energía, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 inciso 

c) de la Ley 7593.  

Es importante destacar que la actuación de la Intendencia, en relación con el caso Soresco, no 

obedeció a un acto arbitrario o ilegal, ni representa una extralimitación de sus potestades ya que, 

precisamente la Ley 7593 faculta a la ARESEP a excluir del cálculo de las tarifas todo gasto que 

técnicamente sea considerado innecesario, desproporcionado o que no guarde relación con la 

prestación del servicio público.  Incluso, la ley otorga a la ARESEP la facultad de excluir los gastos 

que no hayan sido debidamente justificados por la empresa regulada, de conformidad con la 

normativa y las disposiciones regulatorias establecidas, las cuales son de acatamiento obligatorio 

por parte de la empresa regulada. 

Ahora bien, al margen de los cuestionamientos de las convenciones colectivas por las cláusulas 

que la opinión pública considera excesivas o abusivas, este accionar de la Intendencia de Energía 

no conlleva la anulación de dichas disposiciones o incluso de las convenciones, ya que no se 

encuentra facultada para ello. De lo que sí es competente, y cuenta con el suficiente respaldo 

legal, es para excluir del cálculo de la tarifa todos aquellos gastos que considere 

desproporcionados o ajenos a la prestación del servicio público. 

Las decisiones de ARESEP en este sentido, se basan en antecedentes judiciales que las respaldan.  

En el pasado, se realizó una rebaja relacionada con gastos derivados de la convención colectiva de 

JAPDEVA, decisión que fue recurrida ante los Tribunales de Justicia y mediante la sentencia 2510-

2012 de octubre de 2012, el Juzgado Contencioso declaró sin lugar la demanda, y que luego fue 

confirmada por el Tribunal mediante sentencia 94-2013-I: donde finalmente se resolvió a favor de 

lo actuado por ARESEP. Dentro de las valoraciones de los jueces importa destacar: 1) que las 

convenciones colectivas vinculan a las partes que las suscriben (patrono-empleado), no así a 

terceros (ARESEP-usuarios); 2) que las convenciones colectivas tienen rango de ley, pero no son 
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una ley formal, y que por lo tanto, la Ley de la ARESEP (que si es una ley formal) la faculta a excluir 

gastos desproporcionados o no relacionados con la prestación del servicio y se superpone a las 

primeras; 3) que si bien el derecho s suscribir convenciones colectivas se deriva de un derecho 

constitucional, lo actuado por la ARESEP también deriva del mismo rango (artículo 46 de la 

Constitución Política); 4) que los intereses derivados de una convención colectiva son particulares 

y que sobre ellos prevalece el interés general; mismo interés que la ARESEP está llamada a 

resguardar; 5) que una convención colectiva no puede contravenir los objetivos institucionales del 

prestador del servicio público. Finalmente se concluye y se confirma que hizo bien la ARESEP al 

excluir gastos que considere injustificados, desproporcionados o que no guarden relación con la 

prestación del servicio. 

Por último, durante el 2015 se brindó apoyo al proceso de Asesoría Jurídica en el análisis de la 

base legal que permitiría a la Autoridad Reguladora revisar si gastos derivados de las convenciones 

colectivas de empresas reguladas estaban relacionados con la prestación del servicio público y 

excluir de los cálculos tarifarios que no guarden relación con el principio de servicio al costo. 

Por último, la Intendencia dio apoyo técnico brindado al proceso de Estudios y Proyectos 

Especiales en la realización del estudio de fiscalización por medio del cual la Intendencia investigó 

el Proyecto de Modernización y Ampliación de la Refinería (PAMR), así como la constitución de la 

empresa conjunta Soresco.  Este proceso condujo a la devolución de ¢1.109 millones a los 

usuarios, lo cual significó una rebaja general de ¢4,74 por litro, por una única vez en el mes de 

agosto 2015. 

Otros instrumentos de apoyo a la regulación de calidad promovidos por la Intendencia de Energía 

fueron: 

• Diseño del App “Estaciones CR” para divulgar los resultados de las evaluaciones de la calidad 

del combustible en las gasolineras.   

• Campaña de comunicación “Seguridad en cilindros portátiles para GLP”, ejecutada mediante 

radio, cine y televisión durante el 2014 y 2015. 

• Preparación de un brochure informativo sobre el uso seguro del gas, insumo para el 

lanzamiento del Programa de Responsabilidad Social de la Intendencia de Energía, en una 

campaña de voluntariado y sensibilización denominada “Consejos que salvan vidas”. 

• Con el lanzamiento del programa de evaluación de la calidad de la electricidad, se prepararon 

panfletos para informar a los usuarios, tanto del sector residencial como industrial, los 

beneficios asociados a las mediciones de continuidad y calidad de la energía que reciben de las 

empresas distribuidoras. 

Uso de la información sistematizada y divulgada por la Intendencia, por parte de la CICR, la 

UCCAEP, ACOGRASE, ACOPE, Cámara de Empresarios de Combustibles, el CEDET y Consumidores 

de Costa Rica, entre otros, confirman la necesidad de continuar fortaleciendo durante el 2016 esta 

línea de proyección y renovación de relaciones con actores estratégicos del sector energía. 
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Programa de evaluación de la calidad de Gas Licuado de Petróleo: 

Para este servicio, se ha dado un fortalecimiento del programa de evaluación de calidad del gas, 

no sólo para garantizar la calidad del producto que se expende en los planteles de Recope y las 

plantas envasadoras, sino también en la calidad de los cilindros portátiles con el fin de reducir 

riesgos que puedan afectar la seguridad humana. 

Asimismo, se ha trabajado en la incorporación de pruebas cuantitativas para evaluar la calidad de 

los cilindros portátiles, estableciendo de manera complementaria el procedimiento de 

marchamado, que consiste en identificar y retener cilindros en mal estado. 

Y se han concretado acciones tendientes a mejorar la seguridad en las plantas envasadoras, 

mediante la verificación del funcionamiento de los sistemas contra incendios y atención de 

emergencias. 

Las acciones más relevantes en este servicio han sido: 

• El lanzamiento del programa de responsabilidad social de la Intendencia de Energía, visitando 

las Ferias del Agricultor, con el fin proporcionar a los usuarios consejos para su seguridad, bajo 

el lema “Campañas que Salvan Vidas”. 

• La implementación del programa de marchamado, en sólo dos meses, permitió la revisión de 

72 285 cilindros de 11,34 Kg (25 lbs) y se marchamaron 3 014.  Se realizaron 354 inspecciones 

durante las cuales se identificaron los siguientes hallazgos, en cilindros que ya estaban 

disponibles para la venta. 

Programa de evaluación de la calidad de Hidrocarburos: 

Promisorios esfuerzos se han realizado en este servicio mediante el fortalecimiento del programa 

de evaluación de calidad de los combustibles, con el fin de reducir el número de no conformidades 

por incumplimiento de las normas técnicas de calidad y cantidad, y garantizar a los usuarios 

combustibles de mejor calidad. 

La democratización de la información derivada de las evaluaciones de calidad, ha sido un factor de 

éxito para crear las condiciones para el empoderamiento de los usuarios como fiscalizadores de 

los servicios que brindan las estaciones de servicio. 

Algunas acciones concretas impulsadas en este sector han sido: 

• El lanzamiento del App denominada Estaciones de Servicio CR, con el fin de que los usuarios 

conozcan los resultados de las evaluaciones de calidad realizadas en las estaciones en que 

acostumbran comprar combustibles. 

• La realización del primer diagnóstico nacional sobre riesgos de incendio y seguridad humana 

en estaciones de servicio, como insumo para retroalimentar el proceso de fiscalización. 
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Programa de evaluación de la calidad y normas técnicas de calidad en Electricidad: 

Ha sido fundamental en este sector eléctrico, la actualización de las normas técnicas de calidad, las 

cuáles no se actualizaban desde el año 2001. Al respecto, estas son algunas de las acciones más 

relevantes para la concreción de este propósito: 

• Acompañamiento a las empresas distribuidoras del sector eléctrico para facilitar la 

implementación de las normas técnicas. 

• Formulación del Programa de Evaluación de la Calidad de la Electricidad, tanto para el sector 

residencial como industrial, cuya ejecución inició en setiembre de 2015. 

• Alianzas estratégicas con entidades públicas especializadas, como es el caso del CELEQ de la 

UCR, para promover un proceso de regulación más transparente y confiable. 

INTENDENCIA DE TRANSPORTES 

La Intendencia de Transporte ha desarrollado una serie de acciones desde el año 2013, en 

atención a los tres motivos principales de inconformidad de los usuarios: cobro no autorizado de 

tarifas, mal servicio a los usuarios (en especial a personas con discapacidad y adulto mayor) y al 

incumplimiento de las condiciones operativas autorizadas. Entre estas acciones concretas se 

encuentran: 

• Estudios de demanda de pasajeros con el Programa de Investigación en Desarrollo Urbano 

Sostenible (ProDUS), de la Universidad de Costa Rica (UCR), para garantizar la transparencia de 

la información. Se han realizado estudios para las rutas de Tobosi (Cartago), Corredor Heredia 

– San José, Corredor Moravia – San José, Alajuelita – Hatillo. 

• Plan de evaluación de cumplimiento de parámetros operativos en rutas de autobús, mediante 

la utilización de dispositivos de posicionamiento global (GPS) y plataforma electrónica para 

minería de datos. Se desarrollará en las próximas semanas para 250 buses.  

• Aplicación móvil “Mi ruta”, para la consulta y el reporte de cobros no autorizados de tarifas de 

autobuses. A la fecha, se han realizado más de 10.000 descargas de la aplicación en la 

plataforma Android. Esta aplicación recientemente ha sido renombrada como “TransporteCr”. 

• Propuesta de Reglamento sobre trato humano, el cual fue conocido en Junta Directiva, en 

proceso de revisión en estos momentos. Este trabajo se desarrolló en conjunto con la 

Dirección General de Atención al Usuario (DGAU). 

• Estudio de categorización de rutas realizado, para la clasificación y ordenamiento de rutas de 

autobús, información relevante en para el abordaje de los diferentes trámites y procesos 

responsabilidad de la Intendencia. 

• Aplicación de la Metodología para la realización de la encuesta anual de calidad en el 

Aeropuerto Juan Santamaría con indicadores para el estacionamiento de naves, carga, 

puentes telescópicos, buses, aproximación, derecho de iluminación y aterrizaje. 

Adicionalmente se hace fiscalización del avance de las obras de inversión, según el contrato de 

gestión interesada. 
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Regulación de los servicios asociados a la infraestructura 

La Intendencia de Transportes también tiene a su cargo la regulación de servicios asociados a la 

infraestructura que apoya la competitividad del país. Esto incluye sectores como la revisión técnica 

vehicular, puertos, aeropuertos, y carreteras (concesión de obra pública, peajes).  

Las acciones en este campo se han enfocado en: 

• Mejorar los registros contables de los regulados institucionales, tal es el caso de Japdeva , a 

quien se les ha solicitado la elaboración de estados financieros de acuerdo con las normas 

internacionales, los que deben ser auditados externamente, y especialmente, debe ordenarse 

lo relativo a las cuentas de activos fijos.   

• Definir reglas claras para la regulación de los peajes en carreteras nacionales gestionadas por 

el Estado, a fin de lograr una retribución más ajustada a la realidad actual y que permita 

mejorar el nivel servicio de la infraestructura vial. El CDR ya elaboró una nueva metodología 

para poder realizar los ajustes de las tarifas cuando así lo demande el Consejo Nacional de 

Vialidad (CONAVI). 

• Empezar la ejecución de un programa de fiscalización de las concesiones de obra pública con 

servicios públicos, de manera que se cuente con información completa y clara de la ejecutoria 

de estos contratos, lo que permitirá hacer recomendaciones sobre el uso y mejora de esta 

figura para el desarrollo de infraestructura. 

• Revisión técnica vehicular. A pesar de que la fijación de tarifas para la revisión técnica 

vehicular es una función asignada por ley a la Aresep, esta misma ley establece que la debe 

ejercer por medio de la utilización de una metodología aprobada y publicada por el MOPT. Si 

bien hay una metodología aprobada, esta nunca ha cumplido el requisito de ser publicada en 

el diario oficial. En reiteradas ocasiones, en el pasado, la Aresep insistió ante el MOPT sobre 

esta falta, la misma no ha sido subsanada.   

Estas acciones deben permitir un mejor cumplimiento de los principios que soportan la regulación 

en el país, generando servicios de mejor calidad y al costo que corresponde. 

Fiscalización y control en la prestación de los servicios públicos. 

La Aresep tiene la potestad de fiscalización y control en la prestación de los servicios públicos; no 

obstante, sería un error crear esquemas policíacos, pues no se tiene la capacidad administrativa 

para colocar a un funcionario de Aresep en cada uno de las 5000 unidades autorizadas para el 

transporte público; pero sí se pueden crear sistemas de control en el transporte y exigir planes de 

mantenimiento de unidades, revisión técnica vehicular, sanciones a choferes irrespetuosos, etc. 

Por su parte, otras formas de ejercer la fiscalización y control de los regulados parecen ser más 

atinadas, y de menor costo administrativo y operativo, a los propósitos de una institución 

regulatoria. Hemos impulsado la creación de un sistema de información regulatoria para el control 

de los costos de cada servicio, y el reconocimiento de aquellos que tienen relación directa con el 

servicio únicamente. Este sistema, denominado Contabilidad Regulatoria, es un instrumento para 
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una regulación de los sectores e industrias que brindan servicios públicos. Aresep emprendió la 

tarea hacia un regulador moderno, y tiene las herramientas legales e instrumentales para lograrlo.   

También está pronto a concretarse la  implementación de  un sistema GPS en  las unidades de 

autobús, para verificar el cumplimiento de itinerarios y recorridos, uso de los buses asignados a 

cada ruta o grupo de rutas, entre otros aspectos que el usuario valora para considerarlo un buen 

servicio. 

6.6 Fortalecimiento institucional 

Más capacidad administrativa y técnica: 

Se ha fortalecido la capacidad administrativa y técnica que pudiera hacer frente al desafío de 

regular, de modo eficiente, los sectores regulados. La organización se prepara para pasar de un 

esquema de organización funcional, a una por procesos. Esto incluye tanto una renovación del 

proceso de regulación económica tarifaria y metodológica, como el desafío de fortalecer los 

equipos técnicos y las medidas de control interno. 

Fortalecimiento de participación ciudadana y consejería del usuario: 

Sin duda, éste es el mayor desafío que tiene la institución. Entre mejor hagamos nuestra tarea 

regulatoria de educación e información al usuario, más instrumentos habilitemos para ejercer la 

fiscalización de los servicios públicos, tendremos delante también el reto de ajustar nuestra 

estructura organizativa a esas demandas. No está por demás reiterar que la institución está 

subdimensionada para impulsar nuevos programas de calidad, fiscalización e inspección en estos 

momentos. Si estas tareas, necesarias, deben realizarse, tendrán que venir acompañadas de los 

recursos necesarios para ejercer una regulación responsable y acorde con las condiciones de un 

mercado cambiante, prestadores y usuarios con mayor sofisticación y mejor informados. 

6.7 Diseño de Normativa Técnica  

INTENDENCIA DE AGUA 

Recientemente se publicó el Reglamento de Prestación de los Servicios de Acueducto, 

Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, el cual es un marco reglamentario uniforme, equitativo, 

consistente y vinculante a nivel nacional para normar las relaciones entre los prestadores y sus 

abonados. 

 

Asimismo en esta materia, se elaboraron las siguientes guías:  

• Guía para la evaluación y priorización de los proyectos por ser financiados con la tarifa de 

protección del recurso hídrico.  

• Guía  para el desarrollo de estrategias quinquenales para la protección del recurso hídrico por 

parte de los operadores de servicios de agua potable 
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• Guía  que contiene las Estrategias quinquenales para el AyA, ESPH y un grupo de ASADAS, en 

función de las necesidades prioritarias de cada operador, cuya aplicación permitirá identificar 

sus proyectos prioritarios y los costos respectivos. 

INTENDENCIA DE ENERGÍA 

El nuevo esquema de elaboración de normativa, propició la participación directa de funcionarios 

de la Intendencia de Energía en las Comisiones Ad Hoc establecidas para el desarrollo de las 

normas técnicas del sector eléctrico (POASEN, SUCOM, SUMEL, SUINAC y SUCAL). 

Igualmente, se trabajó de manera intensa en el ajuste a las normas técnicas y metodologías 

tarifarias relativas a la Generación Distribuida para Autoconsumo, en coordinación con el Centro 

de Desarrollo de la Regulación (CDR), siendo que se había definido plazo de elaboración de dicha 

normativa, la cual por demás está decir que se cumplió en tiempo, y antes de lo previsto, con estas 

tareas. 

INTENDENCIA DE TRANSPORTES 

Mediante resoluciones tarifarias se han venido estableciendo en este servicio público una serie de 

disposiciones dirigidas a regular aspectos como: el cumplimiento de las obligaciones tributarias, 

laborales y de seguridad social para el servicio de transporte de pasajeros modalidad autobús.  

Para ello, desde el año 2013 se apoya este proceso en el Bus Integrado de Servicios, que ofrece la 

plataforma de gobierno digital, de manera que la información que proporciona este sistema es la 

que respalda las decisiones de la Aresep respecto del cumplimiento o no de estas obligaciones. 

También se emitió el “Instructivo para el mapeo del recorrido de rutas de transporte público 

modalidad autobús”, el cual busca establecer las actividades necesarias y los responsables para 

ejecutar las mediciones del recorrido de rutas operadas por autobús, de acuerdo al marco jurídico 

y normativo aplicable, así como el proceso de formalización de dicha información, necesaria para 

la definición de las variables operativas de este servicio y sus tarifas. 

6.8 Generación de marcos normativos internos 

Durante mi gestión, se tramitaron 11 reglamentos internos sobre temas administrativos que 

contribuyen a mejorar el sistema de control interno y vuelven más transparentes las labores que 

se realizan dentro de la Dirección General de Operaciones y consecuentemente, dentro de la 

Institución.  Estos fueron: 

 

• Reglamento para el uso de las instalaciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos.  

• Reglamento para el cálculo, distribución, cobro y liquidación de cánones. 

• Reglamento para la aprobación del proyecto de cánones de regulación del Consejo de 
Transporte Público, que es competencia de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 

• Reglamento para la administración y prestación de servicios de transportes de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos. 
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• Reglamento de rendición de cauciones a favor de la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos y su Órgano Desconcentrado. 

• Modificación al Reglamento Interno de Contratación Administrativa, para incluir regulación del 
Uso de Tarjeta de Débito Institucional. 

• Reglamento para el uso de los recursos de tecnologías de información de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano desconcentrado, (RUTI). 

• Reglamento de Tesorería de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (RETI). 

• Reglamento para el control de la propiedad, planta y equipo y activos intangibles de la ARESEP 
y SUTEL 

• Reglamento de Caja Chica. 

• Propuesta de Reglamento de Teletrabajo de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 
y su órgano desconcentrado. 

 

6.9 La defensa efectiva de los usuarios y la participación ciudadana 

El diseño del ente regulador, que tiene la función de atender las demandas y necesidades de los 

usuarios y prestadores, crea cierta incertidumbre sobre esa delgada línea que divide los intereses 

particulares de cada grupo, y sobre la cual, la ARESEP debe intervenir. Adicional a ello, se tiene una 

condición de desequilibrio casi natural, de prestadores usualmente organizados con muchos 

recursos, en contraste con usuarios con pocos recursos y limitadas o pocas capacidades de 

organización. De forma complementaria, nos encontramos ante un panorama  que ha sido de 

limitado apoyo institucional a la organización de usuarios, lo que limita aún más las posibilidades 

de los usuarios para incidir de forma eficaz en los procesos regulatorios.  

 

A partir de lo anterior, han surgido algunos cuestionamientos que han marcado la actuación de la 

Dirección de Atención al Usuario: 

• ¿Es de interés institucional contar con usuarios más proactivos que cuenten con mayores 

competencias y capacidades para intervenir e incidir en los procesos regulatorios? 

• ¿Cómo institución estamos preparados para promover un cambio que permita una mayor 

participación ciudadana en todos los niveles? 

• ¿Cuenta la institución en general y la Dirección General de Atención al Usuario en 

particular, con los recursos suficientes para promover un cambio en la participación 

ciudadana? 

 

Las respuestas a las interrogantes anteriores han sido el punto de partida para determinar y 

promover el cambio institucional, reconociendo que la necesidad de enfocar esfuerzos en la 

información y educación al usuario, con el propósito de promover la participación ciudadana para 

que los usuarios puedan ejercer su derecho a disponer de servicios públicos de calidad. 

 

Muchas de las tareas que se han realizado en el área de atención a usuario se realizan en función 

de la disponibilidad del recurso humano, lo que ha limitado en alguna medida una mayor 

proyección y alcance.  Dadas estas limitaciones, los esfuerzos se han enfocado a la participación en 
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eventos de información (ferias, encuentros ciudadanos) y eventos de capacitación a petición de los 

usuarios; formalizar algunas alianzas con entidades vinculadas con el tema de la organización 

ciudadana, con la finalidad de ampliar las posibilidades de realizar nuevas actividades.  También, 

se ha trabajado en procura de abrir nuevos espacios para la participación ciudadana a través de 

medios digitales. 

El desarrollo de nuevas tareas requiere de tiempo y recursos, por lo que evidentemente deben 

fijarse prioridades. También, al definirse la visión institucional que se desea en esta materia, 

pueden incluirse o excluirse nuevas actividades.  

Audiencias Públicas 

La participación de los usuarios en los procesos de participación ciudadana promovidos por la 

ARESEP, y dentro del proceso de regulación en general de los servicios públicos es escaso y muy 

limitado, razón por la cual las acciones se han concentrado en ejecutar actividades que promuevan 

una mejor organización de los usuarios, a efecto de lograr una mayor participación, lo que 

redundará en un mejor ejercicio de sus derechos como usuarios. Se ha considerado que una de las 

mejores formas para el logro de este planteamiento es mediante el fortalecimiento de las 

organizaciones de usuarios, a través de la capacitación, para que coadyuven en la defensa de los 

derechos de los usuarios. Como resultado, se han intensificado las acciones destinadas a la 

formación y consolidación de organizaciones de usuarios como medios periféricos de contacto 

ARESEP-Grupos Organizados-Usuarios de sus comunidades. 

Todos los procesos tarifarios, metodológicos y regulatorios que emite la Autoridad Regulatoria, 

por mandato legal, deben ser sometidos a los procesos de audiencia pública (en algunos casos, de 

consulta pública). Esto garantiza a la ciudadanía que nada de lo que haga la Aresep es arbitrario, 

oculto o turbio. Los detalles relativos a métodos y cálculos son expuestos en dichas audiencias y se 

brinda la oportunidad de que los participantes, antes o durante la audiencia, presenten sus 

oposiciones o coadyuvancias. 

Hay que destacar que un proceso de audiencia pública no es barato. Significa erogaciones de más 

de 6 millones de colones por cada audiencia, tomando en cuenta que no solo se realiza en las 

instalaciones de la Aresep, sino también en algunos lugares y fechas preestablecidas o definidas 

por la Sala Constitucional y en las 8 sedes de los tribunales de justicia de las 8 regiones 

administrativas.  Con esto se cumple, a cabalidad, el compromiso de la Aresep de velar por la 

transparencia, claridad en los resultados y gestiones; y de someter al escrutinio público todas sus 

decisiones. 

Por su parte, los espacios de participación ciudadana aumentaron en los últimos años, pasando de 

menos de 200 audiencias públicas en el 2010, a más de 400 en los dos últimos años (2014 y 2015).  

La cantidad de asistentes sigue un comportamiento similar, al igual que la cantidad de posiciones 

presentadas. Cabe destacar que mientras en el 2010 el 79 % de las audiencias públicas se 

realizaban fuera de las instalaciones de la Aresep, a partir del 2012 más del 90 % de las mismas  se 

realizaron fuera de la Aresep, reforzando el compromiso de la Institución con las comunidades. En 
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cuanto a los procesos de consulta pública, éstos se mantuvieron estables: alrededor de 20 

consultas por año. 

Gráfico 1. 

 

En relación con la atención de los procesos sometidos a audiencias o consultas públicas, la DGAU 

ha logrado ser más eficiente y reducir los plazos, pasando del año 2014 al 2015, de 42 a 36 días en 

Audiencias Públicas, y de 9 a 8 días en Consultas Públicas.  

 

Se ha generado una gran frustración a nivel institucional porque a pesar de los esfuerzos 

realizados y ante el evidente aumento en el número de participantes en las audiencias públicas y 

en la formación y educación de los usuarios, los resultados en términos de participación efectiva 

en los procesos continúa siendo poco significativa. No obstante, sería una lástima que, 

simplemente por desconocimiento o por influencia de los grupos de presión que sienten la 

regulación como una amenaza, ésta se debilite o se elimine. Hay que garantizar su independencia 

para que represente a aquellos que tienen menos poder en los mercados: los usuarios. 

 

Consultas, denuncias y quejas de los usuarios 

No está por demás repasar la historia frustrante que ha arrastrado la institución en los últimos 

años respecto al tema de quejas. Por razones que trascienden a mi gestión, y han sido parte de 

ella también, muchos expedientes de quejas empezaron a acumularse. Hoy en día, algunos de 

expedientes se ubican a la Dirección de Atención al Usuario. Acciones intermedias para eliminar la 

acumulación de expedientes no pudieron acabar con la saturación de los expedientes acumulados. 

Muchos de ellos datan de muchos años atrás y ha resultado materialmente imposible hacer frente 

a la resolución de todos los expedientes antiguos. Para lamento de la institución, continúan los 

esfuerzos por sacar los expedientes de más larga data, a la par de los expedientes de más reciente 

ingreso. Estos últimos dichosamente se están respondiendo a un mucho mejor ritmo. Esta labor ha 
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sido extenuante y se ha dado en medio de un crecimiento lógico de las quejas en los últimos años 

producto de mayores medios para que el usuario ejerza sus derechos.  

La atención de las gestiones que los usuarios de los servicios públicos realizan ante la Dirección 

General de Atención al Usuario (DGAU) se ha enfocado en brindar una atención inmediata, en la 

medida de las posibilidades.  Para ello se ha implementado la atención por medio del centro de 

llamadas, el correo usuario@aresep.go.cr, por medio del chat, la atención personal y en las 

oficinas de Correos de Costa Rica, entre otros medios. Así la atención de gestiones ha pasado de 

8814 asuntos en el 2013, a 10340 en el 2015.  

 

Gráfico 2. 

 

En los años 2012 y 2013 incrementaron las quejas contra Recope, particularmente asociadas a por 

contaminación del combustible por MMT. En cuanto a la atención de estos trámites, desde el 

2013, cuando la DGAU volvió a ser la dependencia encarga de estos trámites en todas sus etapas, 

el porcentaje de casos resueltos ha aumentado, pasando de un 69,7 % de casos resueltos en el 

2012 a 78,6 % en el 2015. Adicionalmente se observa que la cantidad de casos pendientes de años 

anteriores ha disminuido. Por su parte, la institución también ha mostrado un aumento 

importante en la cantidad de denuncias ingresadas en los últimos tres años. En el 2014 se 

recibieron 176 y en el 2015 148 denuncias, cifra que es significativa si observamos un ingreso de 

solo 18 denuncias en el 2013. 

En cuanto a las funciones del Despacho, encomendadas al Regulador General en materia de 

atención a quejas, denuncias y recursos de revocatoria, se tiene que se resolvieron 896 (27%) 

denuncias, 498 (15) quejas y 753 (23%) recursos de revocatoria, además de otras gestiones (1146) 

propias de las funciones del Despacho.  
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Cuadro 3. Cantidad de resoluciones resueltas: denuncias, quejas, revocatoria y otras 
durante mi gestión 2010-2016 

 

  Año    

Tipo de resolución 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general 

Denuncias 101 28 99 130 189 210 139 896 

Queja 17 5 47 75 109 184 61 498 

Revocatoria 244 38 69 241 98 49 14 753 

Otras 171 258 145 120 114 230 108 1.146 

Total general 533 329 360 566 510 673 322 3.293 

 
Cuadro 4. Porcentaje de resoluciones resueltas: denuncias, quejas, revocatoria y otras 

durante mi gestión 2010-2016 
 

  Año    

Tipo de resolución 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general 

Denuncias 19 9 28 23 37 31 43 27 

Queja 3 2 13 13 21 27 19 15 

Revocatoria 46 12 19 43 19 7 4 23 

Otras 32 78 40 21 22 34 34 35 

Total general 100 100 100 100 100 100 100 100 

 

Consejería al usuario 

Se ha puesto especial atención al fortalecimiento de la Consejería del Usuario, la cual ha sido 

reforzada con nuevos funcionarios, y se ha caracterizado por numerosas contribuciones enfocadas 

en el asesoramiento, empoderamiento y formación de los usuarios.  De seguido se puede apreciar 

el crecimiento que se ha presentado en la cantidad de consejerías brindadas en los últimos años, 

producto de los esfuerzos del personal y el fortalecimiento del área. 

Gráfico 4. 

 

Por su parte, el fortalecimiento de las consejerías para informar al usuario sobre sus derechos y 

formas de ejercerlos ha sido fundamental. La realización de ferias y actividades de capacitación a 
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los usuarios, en todo el territorio nacional, los ha dotado de herramientas y conocimientos para el 

ejercicio de sus derechos fundamentales. 

Campañas de información y concientización de usuarios y prestadores 

La DGAU ha visto inspirada su actuación en la necesidad de lograr un equilibro en la información 

con que cuentan los usuarios de los servicios públicos regulados, frente a los prestadores de tales 

servicios. También, en fomentar que los prestadores asuman la responsabilidad de resolver las 

distintas situaciones conflictivas que se presenten con sus usuarios; así como en la atención pronta 

de las gestiones que los usuarios hacen ante esta Dirección. 

 
Bajo esas premisas, la DGAU ha implementado una campaña 

de información masiva dirigida a los usuarios de los servicios 

públicos, que de manera complementaria incluye a los 

prestadores de los servicios públicos. Esta campaña, con 

objetivos y mensajes claves claramente establecidos, se 

desarrolla a partir del diseño de unos personajes que 

pretenden posicionarse como la imagen de los usuarios de los 

servicios públicos. Bajo el lema “Es público, es suyo, es de 

todos”, se busca involucrar a usuarios y prestadores en 

procura de mejorar la calidad y prestación de los servicios 

públicos, mediante la participación de los usuarios de una manera más directa en su relación con 

los prestadores, de manera que tomen conciencia sobre sus derechos para que se informen, 

vigilen y hagan denuncias calificadas. Con esta estrategia de comunicación, además, se busca 

sensibilizar a los prestadores para que brinden un trato justo a los usuarios y para que mejoren la 

calidad de los servicios que prestan, así como, para presentar a la Aresep como una entidad que 

ayuda a los usuarios para el ejercicio pleno de sus derechos. 

6.10 Una mayor eficiencia administrativa: sistemas de información, automatización 

de la información y herramientas informáticas para fortalecer la regulación 

En esta materia fue necesario fortalecer los controles internos y externos, así como la 

modernización de los sistemas administrativos y financieros, incluido el uso desde hace varios 

años de la firma digital y la incorporación al sistema de compras electrónicas (Merlink), con lo 

que hay total transparencia en los procesos de proveeduría. También se ha avanzado 

fuertemente en el diseño de novedosos sistemas de control regulatorio (Sistema de Información 

Regulatoria, SIR) que permitirán, a corto plazo, un seguimiento muy cercano de los costos en 

que incurren los operadores, especialmente los grandes estatales. Con estos sistemas es posible 

discriminar en línea, cuáles gastos están relacionados con la prestación del servicio y cuáles no. 
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Sistemas Informáticos 

En 2010 se presentó ante la Junta Directiva una propuesta de Plan Estratégico de Tecnologías de 

Información y su Plan Táctico. En el 2013 después de un riguroso proceso de revisión y evaluación 

ambos fueron aprobados. 

 

Derivado de la aprobación del Plan Táctico se inició el desarrollo de  los proyectos del Sistema de 

Información de Administración Financiera (SIFA), el Sistema de Gestión Documental (SIGD) y el 

Sistema de Información Regulatoria (SIR). Otros sistemas desarrollados incluyen: 

 

  Sistema INTRAN: Sistema automatizado de expedientes tarifarios para la Intendencia de 

Transporte. Incluye un gran sistema integrado que centraliza en una base de datos las siguientes 

funcionalidades: 

• Catálogo de Concesiones y permisos 

• Catálogo de Estudios tarifarios 

• Catálogo de Operadores de transporte publico modalidad autobús. 

• Catálogo de rutas de autobús y sus respectivos ramales. 

• Catálogo de Flotas 

• Automatización de la importación de estudios tarifarios. 

• Importación de Estadísticas de pasajeros. 

• Calculo automático de generación de tarifas 

 

Este sistema se ubica en la Intendencia de Transporte desde 2014 y forma parte de sus 

actividades diarias. Actualmente se trabaja en la integración de este sistema con el SIR. Este 

sistema también contempla la automatización tarifaria que permite el generar una tarifa 

automáticamente después de la carga de requisitos y variables por parte del regulado.   

 

Aplicación Transporte CR: Esta aplicación fue donada a la institución por Gobierno Digital, y 

permite al usuario del transporte público, consultar las tarifas de autobús en línea desde su 

dispositivo móvil, así como reportar quejas y denuncias del servicio en tiempo real. Asimismo se 

desarrolló una interface para la Dirección General de Atención al Usuario para que funcionarios de 

esa dirección puedan consultar y dar seguimiento a las quejas y denuncias que entran por esta vía. 

Esta interface se integró al sistema INTRAN, lo que permite también obtener una estadística de 

quejas y denuncias por operador, formando un ranking de los operadores con más quejas 

recibidas. 

Sistema Optimus: A partir del 2014, se desarrolló y se puso en operación el Sistema Optimus, 

el cual es un instrumento a nivel institucional para que todos los funcionarios reporten el uso del 

tiempo laborado, de modo que se pueda saber, con precisión, el tiempo asociado a los diferentes 

procesos y proyectos definidos a nivel institucional por la Dirección de Estrategia y Evaluación 

(DGEE). El Sistema Optimus es una herramienta fundamental para recopilar información del costo 

de la mano de obra efectivamente utilizada en cada uno de los procesos y proyectos 
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institucionales, insumo requerido para la elaboración de los cánones. Eventualmente, este sistema 

puede ser extendido para verificar el cumplimiento de metas individuales de cada uno de los 

funcionarios, lo cual es útil para contar con un instrumento objetivo para medir el desempeño, 

comparar el rendimiento de diferentes funcionarios que realizan tareas similares y, a nivel 

transversal, poder cuantificar el costo total de los distintos procesos operativos y regulatorios. 

Sistema de Reclutamiento: En el 2014, se desarrolló un Sistema de Reclutamiento para la 

Dirección de Recursos Humanos (DRH), el cual permite mantener un archivo digital de los 

diferentes concursos que se publican, plazas disponibles, y apertura de concursos, recibir los 

atestados de los candidatos interesados y llevar un registro de elegibles. También permite a los 

usuarios externos, ingresar sus datos al registro de oferentes. El Sistema de Reclutamiento hoy en 

día es la herramienta usada por la DRH para publicar los puestos disponibles en Aresep, y también 

para permitir a los concursantes remitir la información solicitada para cada puesto. 

Sistema de Alertas del Despacho: Este sistema se creó en el año 2015.  Permite llevar un 

repositorio de los diferentes documentos que entran y se generan dentro de la Institución. 

Posibilita el darle seguimiento al flujo que debe tener cada documento dentro de Aresep. Este 

sistema alerta a los diferentes actores acerca del vencimiento de cada uno de estos documentos y 

las posibles acciones que deben tomar al respecto. 

Sistema Actum: El Sistema de Control de Actas se desarrolló en el año 2016, para uso de  la 

Secretaria de Junta Directiva.  Permite alimentar un repositorio con las diferentes actas de Junta 

Directiva, así como la publicación en Internet de las mismas junto a sus documentos asociados 

para ser consultadas por los miembros de Junta. Este sistema viene a llenar un vacío ampliamente 

solicitado por los miembros de Junta Directiva, al no existir hasta este momento una herramienta 

que permita de forma segura publicar y descargar los documentos sensibles que acompañan cada 

tema visto en las sesiones de Junta Directiva. 

Sistema de Contabilidad: En ausencia de un sistema financiero contable institucional, y dada 

la premura de la Dirección Financiera de cumplir con la disposición del Ministerio de Hacienda de 

implementar las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público Costarricense (NICSP), 

se implementó, en calidad de préstamo, el Sistema de Contabilidad VTI, el cual fue desarrollado 

por el asesor informático del Despacho antes de laborar en Aresep. Permite llevar la contabilidad 

institucional en dicho sistema, así como también cumplir con el requerimiento de las NICSP. Desde 

2016 este sistema es la herramienta usada por la Dirección Financiera para elaborar mes a mes sus 

estados financieros. 

Proyecto Pago Electrónico: Se han realizado investigaciones sobre el proyecto de Pago 

Electrónico, por medio del Comité interinstitucional creado para tal fin entre Aresep, Banco 

Central, Ministerio de Obras Públicas y Transportes y Consejo de Transporte Público. Se ha 

investigado las bases para que la plataforma tecnológica que soporta el pago electrónico sea la 

más conveniente para los usuarios del servicio. 
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Proyecto Sistema de Información Regulatoria (SIR): Desde octubre de 2014 y hasta la fecha se 

han logrado completar las siguientes actividades a nivel institucional: 

• Implementación interna en producción del Catálogo de Operadores 

• Implementación interna de Requerimientos Específicos 

• Se inició el desarrollo de los ingresadores, donde cada ingresador es una herramienta que 

permite al regulado enviar información solicitada por Aresep en formato digital sin la 

necesidad de trasladarse hasta la institución. 

• Sesiones de sensibilización institucional 

 Desde Febrero de 2015 este sistema ha tenido grandes avances, lo que viene a llenar un vacío 

enorme en la Institución, dada la ausencia de un repositorio centralizado de información 

regulatoria. Este sistema se compone de módulos principalmente de las Intendencias, pero 

también se toma en cuenta a la Dirección Financiera, la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, la Auditoria Interna, el Departamento de Gestión Documental, entre los cuales se 

maneja la información regulatoria institucional, que a corto plazo va a ser la columna vertebral de 

Aresep no solo para las labores del día a día, sino también para la toma de decisiones gerenciales. 

Proyecto Sistema de Gestión Documental (SGD): Desde 2014 este proyecto ha experimentado 

grandes avances, tales como la adjudicación del proyecto e inicio de la implementación del gestor 

documental. Se determinaron funcionalidades repetidas entre este proyecto, el SAF y el SIR, las 

cuales hubieran encarecido el proyecto, y se logró remover las funcionalidades redundantes, 

gestando un proyecto más transparente, conciso y orientado con su objetivo primordial. 

Proyecto Sistema Administrativo Financiero (SAF): Una vez que se logró resolver el contrato 

del anterior Sistema Administrativo, se ha realizado una amplia prospección de mercado de un 

sistema GRP/EPR. Actualmente se trabaja en la última etapa de conformación del cartel de 

contratación.  Se espera que durante el mes de julio de 2016, se presente ante la Contraloría 

General de la República para su autorización. 

Proyecto Sistema de Información Financiera Administrativa (SIFA): Este proyecto es 

continuación del SAF ante su fallida implementación. En los últimos 6 meses se ha replanteado 

toda la formulación del este proyecto con respecto a su predecesor, donde se han identificado los 

posibles proveedores que cuenten con un sistema de planeación de recursos empresariales (ERP) 

a nivel nacional. Como miembro de este comité he sido enfático en que no se pueden repetir los 

errores del pasado, y personalmente he visto todos y cada uno de los sistemas que poseen los 

posibles oferentes, lo cual sienta una base firme para que el sistema adjudicado se ajuste lo más 

posible a las necesidades institucionales. 

Sistema de cánones. En el 2013 la ARESEP decidió cambiar la forma de cobro del canon a los 

regulados del sector de transporte remunerado de personas modalidad autobús. Por esta razón y 

para mejorar el cobro de los cánones de regulación a todos los sectores regulados, en el año 2012 

se fortaleció la Unidad de Cobro en la Dirección Financiera.  
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6.11 Énfasis en eficiencia operativa 

Digitalización de expedientes 

Se contrató la digitalización de los expedientes para que los usuarios y los colaboradores de la 

Institución puedan accederlos en forma electrónica. La base de datos que se ha construido con 

este trabajo constituye uno de los insumos más importantes para la consolidación del Sistema 

Institucional de Gestión Documental (SIGD). 

NICSP 

Adopción de las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público. La ARESEP logró 

prepararse a tiempo para cumplir con lo establecido en el decreto Ejecutivo 38069-H de octubre 

de 2013. 

 

Contrataciones bajo la plataforma Merlink 

Después de un período de análisis de los sistemas de compras públicos disponibles, se escogió y 

adoptó la plataforma Mer-link a partir de octubre del año 2014.  Además, ha sido necesario 

fortalecer los controles internos y externos, así como la modernización de los sistemas 

administrativos y financieros, incluido el uso desde hace varios años de la firma digital y la 

incorporación al sistema de compras electrónicas (Merlink), con lo que hay total transparencia en 

los procesos de la proveeduría. 

6.12 Impulso a nuevas formas de interacción institucional 

Entre 2014 y el primer trimestre del 2016 se logró la firma de siete convenios institucionales 

marco, incluyendo las tres universidades estatales más importantes del país (UCR, ITCR, UNA), dos 

universidades privadas (ULatina, Ucenfotec), el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos y el 

Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.  

También se firmaron convenios específicos con la con la UCR para la contratación de estudiantes, 

con Ucenfotec para el desarrollo de software mediante prácticas estudiantiles y con el INEC para el 

intercambio de información crítica para la regulación del sector de agua.   

En el 2016 se están gestionando convenios marco de cooperación interinstitucional con la 

Universidad Técnica Nacional y con el Instituto Meteorológico Nacional. 

Cumplimiento al Plan Nacional de Energía: 

Se realizó la programación de todas las obligaciones derivadas del PNE 2015-2030, las cuales 

fueron comunicadas formalmente al MINAE para efectos de monitoreo y seguimiento. 



76 
 

Promoción del desarrollo institucional de la CRIE 

En junio de 2015 la Intendencia de Energía asumió la Presidencia Pro-Témpore de este foro, 

impulsando, desde entonces, acciones estratégicas relacionadas con la modernización el marco 

regulatorio y promoción del desarrollo institucional de la CRIE.  En este contexto, además de las 

iniciativas promovidas por la Presidencia para mejorar el marco regulatorio, entre las que destacan 

la implementación de subastas para la asignación de los derechos firmes de transmisión, la 

revisión de la metodología de los Cargos Variables de Transmisión y la definición de la capacidad 

mínima de intercambio de la red de transmisión; sobresale la decisión de formular el Plan 

Estratégico de la CRIE 2016-2020, para lo cual se solicitó cooperación técnica al Departamento de 

Estado del Gobierno de los Estados Unidos y el respaldo de la Embajada de los Estados Unidos en 

Costa Rica. 

Un logro adicional, está relacionado con el seguimiento del Mercado Eléctrico Regional (MER), en 

su relación con el funcionamiento del Sistema Eléctrico Nacional (SEN), que ha permitido realizar 

el monitoreo permanente de la participación de Costa Rica, por medio del ICE, sea mediante la 

colocación de excedentes de energía (exportaciones) o importando energía más barata generada 

con fuentes renovables para sustituir la generación térmica que realiza el ICE. 

6.13 Mejora en la planificación institucional  

Una de las acciones más relevantes que se desarrolló para consolidar las capacidades 

organizacionales, consistió en alinear la estructura organizacional con el Plan estratégico 

institucional, lo cual llevó a la reforma integral del “Reglamento Interno de Organización y 

Funciones de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos y su órgano desconcentrado” 

publicada en el Diario Oficial La Gaceta, número 105 del 03 de junio de 2013.   

Con relación al avance de la Institución en el establecimiento de medidas para fortalecer su 

gestión, específicamente en materia de servicio al cliente, control interno, planificación, finanzas y 

contratación administrativa, la Aresep se ha destacado por mantener en los últimos años una 

valoración superior al 90% según el Índice de Gestión Institucional (IGI) creado por la Contraloría 

General de la República. La institución es calificada por la Contraloría General de la República 

dentro del 5% con mejor calificación del ranking de instituciones públicas costarricenses en cuanto 

a su capacidad de gestión.  

En cuanto a la gestión de la calidad y por procesos, con el propósito de lograr la eficiencia y la 

seguridad de las operaciones en las áreas sustantivas y de apoyo durante el periodo 2010-2016, se 

trabajó ampliamente en la documentación de los procedimientos de las actividades que se llevan a 

cabo en la Aresep, como herramienta para mejorar la calidad de los servicios prestados facilitar el 

control interno.  

Dentro de los logros alcanzados, se destaca la oficialización e implementación de más de 50 

documentos de procesos, la revisión de procedimientos que tenían varios años (entre 5 y 10) de 
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no actualizarse. Los procesos analizados y reformulados se concentras en las siguientes áreas 

temáticas: 

• Diseño de metodologías tarifarias y normativa de calidad 

• Atención de personas usuarias de los servicios públicos. 

• Caducidad de título habilitante. 

• Fijación tarifaria. 

• Evaluación de la calidad. 

• Atención de procesos judiciales. 

• Atención de recursos administrativos. 

• Creación y modificación de normativa interna. 

• Control de registros para la trazabilidad de servicios. 

• Formulación y aprobación de presupuesto. 

• Control de modificaciones presupuestarias. 

• Administración y seguridad informática. 

• Gestión Financiera. 

• Administración documental. 

• Elaboración, seguimiento y evaluación del plan operativo institucional. 

• Administración de proyectos. 

• Recursos Humanos (procesos de reclutamiento). 

• Documentación y rendición de cuentas. 

• Análisis de Riesgos. 

• Atención de requerimientos de la Auditoría Interna. 
 
Además, conscientes de que la mejora de procesos debe constituir un esfuerzo sostenido y 

generarse desde dentro de la organización, se articuló un sistema institucional para mantener y 

superar los logros alcanzados.  

En este contexto se consiguieron resultados tales como: 

• Oficialización de una política institucional de calidad para reiterar el compromiso de la Aresep 

con la prestación de servicios que realmente satisfagan a clientes y partes interesadas. Esta 

política representa el sustento de acciones concretas que están siendo emprendidas y tendrán 

seguimiento en el nuevo plan estratégico. 

• Implementación de un mapa de procesos para comprender la naturaleza sistémica de la 

organización y prestar el servicio con mayor eficiencia, visualizando claramente que 

programaciones que se efectúen en un área tendrán implicaciones en otras y, sobretodo, 

afectarán los productos definitivos que son entregados a los clientes. 

• Realización de auditorías de calidad para determinar, bajo normas internacionales, puntos 

débiles que necesitan corregirse y buenas prácticas que deben fortalecerse. 

• Integración de un equipo especializado de 28 personas que se certificaron en mejora de 

procesos, con las competencias necesarias para trabajar gradualmente en la modernización 

operativa de la institución, sin necesidad de tener que recurrir a contrataciones externas. 
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Con relación a la gestión del portafolio de proyectos, a partir del año 2013, se utiliza la 

metodología del PMI (Project Management Institute) como guía o referencia para la gestión y 

administración del portafolio de proyectos de la Aresep, lo que permite aplicar normas 

internacionales en la formulación, gestión y evaluación de los proyectos. 

Los resultados anteriores se manifiestan en una mejor ejecución financiera de los proyectos, tal y 

como se presenta en el siguiente gráfico: 

Gráfico 7 

 

Asimismo, se establecen y fortalecen los mecanismos o procedimientos, de planificación, 

seguimiento y evaluación, utilizaba ARESEP y partir del año 2013, se elabora la Guía de 

Planificación y Seguimientos (GPS): un compendio de los elementos de planificación y seguimiento 

para proyectos y actividades. 

También se elaboró una metodología para la formulación del plan estratégico basada en la gestión 

por resultados, que incorpora indicadores de impacto medibles cualitativa y cuantitativamente, 

establecimiento de líneas de base y metas anuales para cada uno de los objetivos estratégicos, así 

como la formulación de un plan táctico que sirve de puente entre la planificación estratégica y 

operativa, con sus respectivos indicadores de medición de resultados que permitirán contar con 

las herramientas necesarias para realizar una evaluación anual de cumplimiento e incorporar 

evaluar el impacto de las acciones regulatorias. 

En cuanto a la gestión presupuestaria, a partir del 2013 se lleva un control presupuestario mensual 

de las modificaciones presupuestarias que afectan, tomando en consideración las afectaciones del 

POI de modo que hay mayor transparencia y consistencia en el uso de los recursos 

presupuestarios disponibles 
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 También se ha establecido un procedimiento y un Reglamento de modificaciones presupuestarias, 

acompañado con nuevos formularios y herramientas informatizadas permiten una mayor 

oportunidad en la gestión de los recursos financieros.  

6.14 Reducción significativa en la atención de recomendaciones de la Auditoría 

Interna y de la Contraloría General de la República 

Cuando asumí funciones en 2010, fui informado por el anterior Auditor Interno, que había un 

pendiente de cerca de 1800 recomendaciones de auditoría que estaban recibiendo poca o ninguna 

atención por parte de las áreas, de las cuales, muchas necesitaban atención prioritaria, pues, de lo 

contrario,  muchas de ellas serían elevadas a consideración de la Contraloría General de la 

República. 

Es así como, una de las primeras disposiciones fue asignar a uno de los asesores del Despacho, con 

mucha experiencia y conocimiento histórico de la Institución, para que se dedicara, a tiempo 

completo a recopilar, sistematizar y organizar todas las recomendaciones pendientes, las cuales se 

encontraban dispersas por toda la Institución. El levantamiento de esa información fue, en sí  

misma, una tarea nada fácil. Posteriormente, hizo una clasificación del orden de importancia para 

ser atendidas. De hecho, una cantidad muy importante de ellas tenían que ver con el estado 

deplorable y la peligrosidad de las instalaciones que en ese momento ocupaba la Aresep, cuya 

prioridad había disminuido pues se estaba a pocos meses de trasladarse a las nuevas instalaciones. 

Con el trabajo de diseño de las nuevas metodologías, la reorganización administrativa que se dictó 

con la emisión del RIOF, la formalización y documentación de procesos y la emisión de 

reglamentos y directrices, así como la corrección de múltiples anomalías –que indudablemente 

existían-, y con la colaboración de la Junta Directiva para allegar recursos a ciertas actividades que 

los requerían para superar ciertas dificultades, en los siguientes tres años se fue reduciendo la 

presa  de recomendaciones pendientes de atender, aunque los procesos de auditoría y de emisión 

de nuevas recomendaciones no contribuyó con el proceso y siempre se tenía a un nivel 

relativamente alto de recomendaciones pendientes de atender. 

Para diciembre de 2013, aún estaba pendiente un saldo acumulado de 650 recomendaciones en 

proceso de atención.  En los años siguientes, esa presa se logró disminuir sustancialmente, de 

modo que, al 30 de mayo de 2014 había disminuido a 456. Para apresurar el paso, el Despacho 

decidió crear una Comisión de Seguimiento de Recomendaciones, al más alto nivel, coordinada 

por la Jefe del Despacho, y con el involucramiento de todas las áreas institucionales para procurar 

sacar la presa acumulada y dar atención a todas las nuevas que se iban produciendo. El avance ha 

sido notable y se espera que a finales del año, la atención de recomendaciones se encuentre en un 

nivel que podría considerarse como normal, considerando los plazos y los procesos que se 

requieren para su cumplimiento.  
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Gráfico 5. 

 

Como puede observarse, la Administración ha logrado resolver en promedio 86 recomendaciones 

por año y en términos absolutos, logró resolver 301 recomendaciones en dos años (pasando de 

650, a inicios del 2014, a 349 a finales de 2015). 

En cuanto a la situación actual, el Informe 02-ISR-2016, de fecha 11 de marzo de 2016, emitido por 

la Auditoría Interna de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, revela que de las 349 

recomendaciones pendientes de atender, 150 fueron generadas por informes emitidos en el año 

2015 y 58 fueron atendidas en su totalidad por la Administración. Lo anterior significa que de las 

recomendaciones emitidas en años anteriores al 2015, únicamente hay 141 pendientes de 

atender. 

Las 349 recomendaciones pendientes presentan distintos grados de avance, según se muestra en 

el gráfico adjunto:                     

Gráfico 6 

 

Llama la atención que el 30% de las recomendaciones pendientes muestran porcentajes de 

atención mayor o iguales al 75%, y que un 52% de las recomendaciones, presentan avances de 

atención mayores al 50%. 
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Por su parte, el Despacho del Regulador ha puesto especial atención en dar un seguimiento 

riguroso a las disposiciones emitidas por la Contraloría General de la República. Durante el año 

2015, se emitieron 3 informes nuevos generando 10 disposiciones; de las cuales 7 se atendieron 

en ese mismo año y únicamente 3 quedaron pendientes, pero en plazo, con una implementación 

en proceso. En ningún caso, los plazos aprobados por la CGR han sido incumplidos. 

7 Beneficios para el usuario y costo de la regulación 

Como dice el dicho “Nadie sabe lo que tiene hasta que lo pierde”. Eso se aplicaría en el caso de 

que la Aresep desapareciera, como lo querrían aquellos que mañana, tarde y noche, por 

desconocimiento o interés, despotrican contra la Aresep. Para tener una idea de cifras de lo se 

podría perder, basta con mencionar que, solo en el 2013: 

• La Aresep detuvo la intención de aumentos de tarifas de agua que hubiesen representado, 

para los usuarios una erogación de más de 22 millones de colones. 

• Para los de la electricidad, si Aresep no hubiese parado las intenciones de los distribuidores, 

les hubiesen cobrado adicionalmente, por este concepto, más de 113 mil millones de colones.  

• Y, en lo que respecta a los combustibles, las intenciones de los operadores (Recope, 

transportistas y distribuidores) eran obtener ganancias adicionales por el equivalente más de 

89 mil millones.  

• Como si esto fuera poco, las 160 empresas de autobuses que presentaron solicitudes 

ordinarias de aumentos el año pasado, pretendían que las tarifas fuesen 5 veces más (en 

promedio) de lo que la Aresep les autorizó. Esto significa que, por ejemplo que, un pasaje que 

en estos momentos fuese de 500 colones, si se hubiese dejado a la libre sería fácilmente de 

2500 colones. El ahorro es más que evidente. ¿Qué tal si dejamos todo esto suelto? 

Desde luego que se saca el argumento de que la Aresep tiene gastos excesivos (lo cual es falaz) y 

que éstos se trasladan, mediante los cánones, a los costos de los servicios públicos. En primer 

lugar, esos gastos son los que se necesitan para hacer la regulación tal como se hace en este 

momento, que, insisto, considero que aún está lejos de lo que el costarricense quiere y se merece. 

Pero si comparamos los 14 mil millones que representa la Aresep con solo las economías en agua, 

electricidad y combustibles que le ha generado a los usuarios de 225 mil millones de colones, eso 

representa algo insignificante (apenas 6% del ahorro que le hace a los usuarios). 

Se aduce que los costos de Aresep aumentan los precios de las tarifas de los servicios públicos. 

Reiteramos que la Aresep ahorra a los usuarios una cantidad 16 veces mayor que su costo 

monetario. Pero para ver los efectos microeconómicos basta mencionar que la regulación existe 

para lograr un equilibrio entre los intereses de los usuarios y los prestadores de los servicios que 

ellos adquieren.  Mantener esa balanza no es una tarea fácil, ya que los usuarios normalmente son 

la parte más débil de dicha relación.  Por ello, se han creado medios para darles mayor acceso a 

los mecanismos de defensa de sus derechos que ofrece nuestro marco jurídico, siendo la 

tecnología la principal aliada en esa tarea.   
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8 LA PROFUNDIZACIÓN REGULATORIA: CONSOLIDACIÓN DE LOS CAMBIOS LEGALES 

APROBADOS EN 2008 

 

La ARESEP es una institución pública, creada por medio de la Ley 7593. La entidad predecesora fue 

el Servicio Nacional de Electricidad (SNE) que se constituyó a principios del siglo pasado, y en 1996 

se le ampliaron las potestades para regular los servicios públicos de agua, combustibles, 

telecomunicaciones. A partir de la reforma a la Ley 7593, en el año 2008, el marco regulatorio 

sufre nuevas modificaciones, principalmente en torno a fortalecer su autonomía e independencia. 

Fue necesario replantear el esquema de regulación, desde la redefinición de la estructura 

organizativa, hasta la promulgación de nuevas reglas para la regulación. Emerge de dicha reforma 

un nuevo marco legal, un modelo regulatorio que muchos otros países añoran: un ente regulador 

con independiente técnica y política.  

El modelo de regulación costarricense debe enorgullecernos a todos. Costa Rica tiene hoy un 

esquema de regulación de los servicios públicos que prevalece únicamente en los países más 

desarrollados. Cuando en 2008, los legisladores tomaron la decisión de modernizar el esquema 

regulatorio de los servicios públicos, se basaron en las mejores prácticas internacionales, con una 

ley que enfatiza en un sistema más justo de fijación de precios y tarifas y, sobre todo, con la 

creación de instrumentos más efectivos para la protección de los derechos de los usuarios. Una de 

las principales virtudes de este esquema es su independencia, que impide la cabida de cualquier 

consideración de política electoral en las decisiones regulatorias.   

Muchos países abogan por esa independencia. Dichosamente Costa Rica la tiene y por ello 

debemos ser celosos de resguardarla a toda costa. 

No es por casualidad que ARESEP haya adoptado el esquema de regulación que tiene actualmente. 

Recomendaciones del Banco Mundial (Ashley C. Brown, Jon Stern, y Bernard Tenenbaum, con 

Defne Gencer. Manual para evaluar sistemas de infraestructura regulatoria. 2006) subrayan las 

características que debe tener una entidad reguladora, destacando -en letra grande-, su 

independencia en la toma de decisiones; sin sujeción alguna a otras instituciones oficiales, 

agencias de gobierno o máximas jerarquías del Estado.  

Es precisamente en resguardo de esa independencia, que se plasmó en la Ley 7593, que ARESEP 

no está sujeta a los lineamientos del Poder Ejecutivo. Y esto tiene mucho sentido, pues la 

regulación no puede estar sujeta a los vaivenes de turno ni a consideraciones políticas. En buena 

hora, nuestros diputados de aquella legislatura escribieron esta página ejemplar en la historia 

costarricense. Ese marco jurídico da, a la ARESEP, instrumentos para garantizar absoluta 

imparcialidad en la toma de decisiones, de modo que, sin afectar el equilibrio financiero de los 

prestadores, se vigile la calidad y los intereses de los usuarios. 

Si bien faltan cosas por hacer, no hay duda de que Costa Rica ha logrado avances importantes en 

su esquema de regulación. Prueba tangible de estos logros es que, antes de la reforma legal del 

2008, había más espacios para que los grupos de poder incidieran sobre el Poder Ejecutivo, para 

que éste, a la vez, pidiera al Regulador tomar decisiones en uno u otro sentido.   
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Con la reforma legal del 2008, se eliminó el citado “talón de Aquiles” del sistema de regulación 

costarricense y se estableció un esquema inteligente de pesos y contrapesos, que ha profundizado 

dos cualidades esenciales de cualquier ente regulador en el mundo: la independencia y la 

transparencia. Y es que, entre otras cosas, esa reforma dio a la ARESEP la facultad de auto 

organizarse. Eso le ha permitido diseñar una estructura dirigida a evitar la captura regulatoria, es 

decir, que grupos de interés puedan obtener tratamiento preferencial con base en influencias 

políticas, económicas o gremiales. La organización se ha diseñado de tal forma que quien elabora 

las metodologías tarifarias es un órgano distinto a quien las aprueba, y estos a su vez, son distintos 

a aquel que las aplica. Hay, además, un órgano independiente que tramita las quejas y denuncias, 

de tal modo que resulta virtualmente imposible cualquier intento de tráfico de influencias o 

corrupción. 

La estructura organizacional aún está incompleta. Falta mucho convencimiento de la población de 

que este ente regulador está diseñado para que su protección y que, sin este, los precios y tarifas 

quedarían al embate de grupos de interés y decisiones políticas. No en vano, se oyen 

constantemente quejas de grupos o personas que sienten perjudicados sus intereses, en el sentido 

de que se menoscabe la regulación, se disminuya su capacidad de acción o bien se le haga perder 

su independencia. El día que eso suceda, el perjuicio para la población será enorme y la ya de por 

sí deteriorada distribución del ingreso nacional, empeoraría.   

8.2 La amenaza de retroceder 

Por falta de comprensión y de conocimiento sobre los fundamentos en que se basa el modelo 

regulatorio que inició en el 2008, diversas voces han manifestado incomodidad con la estructura 

actual y no son pocas las voces: desde el ámbito político, de los prestadores de los servicios 

públicos y hasta de los propios usuarios, que han clamado, en diversas oportunidades por su 

reforma, y claman por devolver el sistema a un esquema centralizado en un solo funcionario que 

tome todas las decisiones. En la mayor parte de los casos, con muy buenas intenciones, pero con 

poco conocimiento de su razón de ser. Pero no faltan intereses espurios que atizan descontentos 

para lograr el objetivo de volver a un esquema de regulación que sea mucho más fácil de capturar 

y sesgarlo a su favor. En no pocos casos, surgen críticas infundadas de personajes que se 

benefician ante la falta de transparencia o la arbitrariedad, por lo que tratan de devolver los 

avances alcanzados, no por desconocimiento, sino porque sienten afectados sus intereses y tratan 

de socavar y debilitar la regulación. Simplemente preferirían que ese tipo de controles y 

regulaciones no existiesen.  

De hecho, por más de dos años, desde lo interno de la propia Aresep se alzaron diversas voces que 

reclamaban que el proceso de fijación de tarifas debía volver al Regulador General y hubo quienes 

calificaron la desconcentración de las funciones internas como ilegal. Esto encontró eco en 

diversos ámbitos políticos, instancias mediáticas, grupos de interés, dudosas organizaciones que 

se autodenominan defensores de usuarios, y oportunistas que obtienen jugosos dividendos de 

esquemas regulatorios oscuros y complejos.  Fue la propia Procuraduría General de la República y 

la Sala Constitucional quienes vinieron no solo a ratificar la estructura definida por la Junta 
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Directiva, sino, además, enfatizaron que haber devuelto las funciones de fijación de tarifas al 

Regulador General hubiese sido un acto ilegal. 

En fallo del 30 de noviembre del 2011, la Sala Constitucional confirmó la potestad de la Junta 

Directiva de la Aresep para designar los órganos o funcionarios encargados de fijar tarifas de 

servicios públicos.  Además, esa Sala confirmó que el Regulador General no está autorizado, por 

ley, para fijar tarifas. 

Este fallo ha tuvo implicaciones trascendentales para el sistema de regulación de servicios públicos 

de Costa Rica, pues  reafirmó lo  establecido en la Ley de Aresep, en el sentido de  que la función 

de fijación de tarifas no corresponde a un individuo -el Regulador General-, sino a la Institución en 

su conjunto.    

Los esquemas de regulación en los cuales las tarifas son fijadas por la figura del Regulador tienen 

dos claras desventajas. Una de ellas, discutida anteriormente, es que exponen mucho al Regulador 

a las presiones de poderosos grupos económicos y políticos cuyos intereses pueden ser distintos 

del interés general, y en ese tanto,  entrañan riesgos más altos de sesgar las decisiones tarifarias 

en función de esos intereses: el riesgo de captura del regulador.  La otra es que no estimula el 

desarrollo de procesos institucionales de fijación de tarifas altamente tecnificados y 

especializados. 

Por el contrario,  cuando la fijación de tarifas es asumida como tarea de toda la Institución,  se 

estimula el desarrollo de  equipos de trabajo altamente especializados, y  de procedimientos y 

protocolos de trabajo que pueden reducir al mínimo inconvenientes márgenes de discrecionalidad 

que pudieran tener los funcionarios, cuando toman decisiones tarifarias.  Además, este esquema 

facilita la acumulación de capacidades institucionales en el difícil arte de la regulación, más allá de 

los períodos de gestión de los reguladores. 

En resumen, se puede afirmar que el esquema de fijación de tarifas que fue confirmado tanto por 

la Procuraduría General de la República, en su dictamen C-278-2011, del 10 de noviembre del 

20111 y el de la Sala Constitucional antes mencionado, tiene notables ventajas en cuanto a 

transparencia y solidez técnica sobre el esquema de fijación de tarifas por parte de una sola 

persona.  Además, permite que el Regulador General, como superior jerárquico de la Institución y 

presidente de la Junta Directiva, pueda concentrarse en los aspectos más importantes de la 

regulación: dirigir todos los procesos y fiscalizar que las actividades regulatorias se realicen 

conforme a derecho y a las mejores práctica; al desarrollo e implementación de políticas 

institucionales;  a velar por el diseño de instrumentos para el control y mejora de la calidad de los 

servicios regulados y para la defensa de los derechos de los usuarios; pero sobre todo, al 

desarrollo, perfeccionamiento y actualización de las metodologías tarifarias que deben ser 

sometidas a aprobación de la Junta Directiva. También debe concentrarse en otras áreas que 

consumen parte importante de su tiempo como son la resolución de quejas y denuncias, la 

imposición de multas y compensaciones, así como la resolución de controversias técnicas, como 

máxima autoridad regulatoria. Las implicaciones positivas de ello, en términos del desarrollo de 

los mercados de servicios públicos y de la calidad de la democracia, son enormes.  
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Sin embargo, a pesar de la contundencia del dictamen de la Procuraduría como el fallo de la Sala 

Constitucional, aún persisten agentes que guardan el interés de que todo este proceso se revierta. 

Algunos incluso pretenden discutir lo ya juzgado. Otros, promueven el regreso a viejos modelos 

unipersonales, altamente vulnerables a la captura. 

 

Es así como, ante tal fracaso, y bajo el estribillo de que “el Regulador no regula” (como si la 

funciones del Regulador estuviese limitadas a firmar resoluciones tarifarias), dichas voces, aún 

inconformes y bajo la aplastante realidad de que sus reclamos jurídicos carecen de fundamento, 

se han enfocado en buscar reformas legales para echar abajo el modelo actual, el cual es envidia 

de una gran mayoría de reguladores a nivel mundial, por su independencia, transparencia y 

mejores resultados.  

 

No son pocos los proyectos que se encuentran en la corriente legislativa que buscan, de una u otra 

manera, y con diferentes niveles de agresividad, menoscabar el modelo regulatorio de los servicios 

públicos con que cuenta hoy el país.  Las razones en que sus promotores basan sus pretensiones 

no son bien conocidas, algunas llevan buenas intenciones pero carecen de un serio estudio 

analítico o científico. Otros, parecen confundir animadversiones personales con intereses 

nacionales y, desde luego, no sobran algunos que se verían beneficiados con un regulador más 

capturable. Paradójicamente hay quienes anhelan devolver a las autoridades políticas el poder de 

fijar tarifas.  

 

A lo largo de estos años la Aresep no ha estado exenta de presiones provenientes de diferentes 

sectores políticos, empresariales, usuarios y otros; posiblemente eso no va a cambiar a futuro, es 

parte de una función que, en la medida que se haga bien, siempre genera incomodidad a quienes 

impacta, de ahí la necesidad de seguir fortaleciendo la institucionalidad que fundamenta la 

regulación.   

 

Más allá de hacer caso a las voces que demeritan el trabajo del ente regulador, se debe seguir 

fortaleciendo su gestión, salvaguardando su independencia técnica y procurando cada vez mayor 

transparencia, por lo que cualquier acción que amenace o se dirija a reformar nuevamente el 

marco jurídico que rige para la Aresep debe ser evaluado cuidadosamente, porque el 

debilitamiento de la regulación es una carga que no merecen los ciudadanos usuarios de los 

servicios públicos. 

 

8.3 Los tiempos han cambiado 

Cuando se iniciaron los esquemas de regulación, en el mundo, se optó por elegir una especie de 

árbitros que sirvieran como intermediarios entre los usuarios y los proveedores de los servicios, 

para que, atenidos a su buen nombre y juicio, dijeran cuál debía ser el precio “justo” que debía 

cobrarse en cada caso. A estas personas honorables se le otorgaban poderes ilimitados en la 

materia y tomaban las decisiones, como jueces, atenidos a su conciencia y buen tino. Por esta 

razón, en muchos países se les llamaban “zares”. 
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Este esquema se replicaba no solo en los servicios públicos, sino que abarcaba institutos tan 

importantes como el control de las finanzas públicas (hoy, contralores); la preservación del 

respeto a las leyes (hoy, fiscales generales); la interpretación de las reglas jurídicas a aplicar en el 

sector público (hoy, procuradores) y la defensa de los derechos de los ciudadanos (ombudsman, 

defensor de los habitantes y los defensores de los consumidores). 

Está de más decir que estos sistemas unipersonales eran eficientes en comunidades pequeñas, en 

donde todo el mundo se conocía y todos conocían a quienes se designaban para esas tareas. Como 

dice nuestro pueblo, “eran los tiempos en que los tratos se sellaban con un pelo del bigote”. 

Conforme las sociedades se fueron haciendo complejas y los problemas se multiplicaron se vio la 

necesidad de sofisticar más las estructuras de control y regulación para hacerlas mucho más 

eficientes y técnicas. Ello llevó a esquemas de distribución y delegación de funciones a lo interno 

de cada organismo, de modo que se diluyeran los riesgos de error y de sesgo de los jerarcas. Nadie 

pensaría, hoy día, que quien ocupe el puesto de contralor general de la República, de defensor de 

los habitantes, de fiscal general, de procurador, sea quien, de manera unilateral y unipersonal 

tome todas las decisiones que afecten a los ciudadanos. Aparte de ser muy ineficiente es 

altamente peligroso, pues el riesgo de captura (consciente o inconsciente) de los tomadores de 

decisiones trascendentales por parte de los interesados se eleva exponencialmente. Por ello, se 

optó por descentralizar las responsabilidades y asignarlas a órganos internos especializados en 

cada tema. En el caso de la regulación de los servicios públicos, esto va en beneficio directo de los 

usuarios, que son los eslabones más débiles de la cadena. 

En el caso costarricense, los esquemas unipersonales fueron progresivamente descartados. Hoy la 

Contraloría General de la República tiene cuerpos especializados para atender y tomar las 

decisiones que afectan a terceros. Lo mismo sucede con la Procuraduría General de la República, 

la Fiscalía e incluso, desde su nacimiento, la Defensoría de los Habitantes se pensó como un 

órgano con instancias subordinadas de decisión y lo mismo pasa en ministerios y en instituciones 

autónomas. 

En el caso de la Aresep, cuando se hizo la última modificación a la Ley 7593, en 2008, los entonces 

señores diputados Zamora Chávez y Pérez González, del Partido Acción Ciudadana, quienes 

propusieron la moción para quitar la función de fijar tarifas al regulador general y pasársela a la 

institución como un todo, probablemente tenían en mente estos conceptos. La moción fue 

aprobada por unanimidad en aquella ocasión, señal de que los legisladores conscientemente 

querían, como se hizo, modernizar la ley y eliminar, en la aprobación de tarifas, aquel esquema de 

centralización decisoria unipersonal que existió durante tantos años en la figura del regulador 

general. 

La sorpresa es que, algunas personas, quizás ajenas a las modernas teorías de regulación, y 

desconociendo el cambio que introdujo la Ley 8660 en la estructura de la Aresep, han 

cuestionado, con inusitada vehemencia, estos cambios. Incluso hay quienes han pretendido 

anunciar un caos general en todo el sistema regulatorio que, de ser cierto, afectaría a toda la 

institucionalidad del país. Obviamente esto crearía incertidumbre entre regulados, supervisados y 
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fiscalizados, así como en todos los usuarios y consumidores. Esto no haría ningún bien al país ni a 

los ciudadanos. Para estos, lo más conveniente es que las decisiones que le afecten sean tomadas 

técnicamente por instancias especializadas. 

Es casi paradójico que algo que va en beneficio de la regulación, que disminuye los riesgos 

inherentes a ésta y beneficia a los usuarios y regulados, encuentre, tan tardíamente, tanta 

resistencia. 

8.4 Destruir la regulación no es la solución. 

El sentido común (Racionalismo), por más que sea un método aparentemente óptimo para la toma 

de decisiones, no siempre es el más adecuado, no porque la lógica formal que debería guiar la 

construcción del pensamiento sea inadecuada, sino porque, si se parte de circunstancias irreales 

(Vitalismo), se termina arribando a simples ocurrencias. Según sea la información de que se parta, 

la lógica formal (si la asimilamos con el sentido común) nos puede llevar a resultados erróneos: 

“Yo soy yo y mi circunstancia”, decía Ortega y Gasset. Quienes externan opiniones por los medios 

de comunicación suelen caer muy fácilmente en falacias, derivadas, precisamente, del uso de un 

sentido común, a partir de circunstancias (información) equivocadas. 

La regulación económica es un campo fértil para las ocurrencias frecuentemente justificadas en el 

uso de ese aparente sentido común. Constantemente vemos, sobre todo en medios de 

comunicación, opiniones ligeras sobre la forma en que se debería aplicar la regulación, 

principalmente en el área de servicios públicos, actividades en donde lo común es que abunde el 

poder monopólico.  

Uno de los errores más comunes es olvidar que, ante todo, debe siempre respetarse el marco 

jurídico vigente, por más que haya quienes lo consideren inadecuado. Otro error que se repite 

frecuentemente es suponer que la regulación debe sustituir a todos los órganos especializados de 

la Administración, a la hora de fijar pautas y hasta políticas, a los entes regulados, principalmente 

estatales. Hay quienes piensan que la Aresep debe llenar cuanto vacío dejen los entes 

competentes en sus respectivos campos. Por ejemplo, la materia presupuestaria o contable no 

corresponde a la Aresep. Tampoco las decisiones de cómo realiza cada prestador de servicios 

públicos sus funciones. De hecho, explícitamente el Reglamento de la Ley 7593, descarta cualquier 

acto que signifique coadministración de los prestadores. Aresep tiene que ver con las tarifas y con 

la calidad del servicio que se preste.  

Pero más allá de eso, pululan en el ambiente diversas propuestas para parchar la Ley 7593 (Ley de 

la Aresep) que buscan modificar de todo, desde reducir de nuevo la regulación a la fijación de 

tarifas, someterla a la influencia de órganos políticos y hasta convertir el ente regulador en un 

apéndice del Poder Ejecutivo. Quienes promueven eso, a veces lo hacen bajo el ojo liliputiense de 

situaciones circunstanciales, en que una u otra actuación de las autoridades reguladoras no son de 

su agrado o resultados de la aplicación de políticas no discrecionales resultan contrarias a sus 

intereses de turno. 
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Debemos reconocer que los señores diputados de la legislatura 2006-2010 hicieron una excelente 

labor al visualizar la regulación como un proceso autónomo que debe estar libre de las influencias 

políticas o intereses particulares de cualquier naturaleza. Probablemente las reformas que se 

introdujeron a la Ley 7593 en 2008, pueden ser mejoradas, pero jamás en el sentido de que 

atenten contra la independencia, la transparencia, la ciencia y la técnica en materia tarifaria y de 

control de calidad.  Aquel cuerpo normativo se diseñó con la mente puesta en las mejores 

prácticas internacionales y en la consistencia teórica con los modelos regulatorios de última 

generación. Sin embargo, en la actualidad, un día sí y otro también, saltan ocurrencias de reformas 

totalmente descontextualizadas e incoherentes, que van muy a contrapelo de lo que debe ser una 

regulación moderna.    

El modelo actual está enfocado, en primer lugar, a que la regulación sea independiente y se evite 

lo que en los medios académicos se conoce como “la captura del regulador”, ya sea por razones 

políticas o intereses económicos. El hecho de que lo que se recomiende a nivel internacional es la 

desconcentración de todas las decisiones, de manera que cada una de ellas corresponda a 

diferentes órganos internos especializados, lo que ha logrado es convertir los reguladores en 

verdaderos entes técnicos, probablemente perfectibles, pero indudablemente, independientes de 

influencias indebidas. Allí radica el verdadero éxito de la regulación y es el corazón de la reforma 

del 2008. Pero esto incomoda a muchos actores. Pero, el día que se pierda esa independencia, la 

captura del regulador será completa y los resultados absolutamente perniciosos para los usuarios 

y la calidad de los servicios.  

La experiencia en un país pequeño como Costa Rica, es que ante la existencia de operadores 

públicos dominantes en cada sector (Energía, Agua y Transporte) y la gran influencia económica y 

política de algunos operadores privados, es necesario, “distribuir” esa resistencia a la regulación, 

de tal forma que no sea una sola figura la que constantemente esté sometida al “ojo del huracán”. 

La Aresep ha optado (desde 2008) por un esquema de regulación multisectorial, en el cual existe 

una única estructura administrativa y una sola unidad de desarrollo y actualización de 

metodologías. Al mismo tiempo ha procurado la especialización, a través de las intendencias para 

cada sector regulado (energía, aguas y transporte). Ello contribuye a la independencia técnica y la 

emisión de metodologías de regulación convergentes, claras, transparentes y sin discrecionalidad.  

Queremos llamar la atención de que perder ese gran paso que dio Costa Rica en 2008, sería 

catastrófico para el país y para los usuarios de los servicios públicos quienes podrían quedar al 

vaivén de los vientos políticos de turno o a los intereses de grupos particulares. 

Independientemente de las personas que ocupamos cargos en esa estructura en la actualidad, que 

será por corto tiempo, pensemos en el modelo como una estrategia de largo plazo del país, 

ausencia que siempre ha caracterizado las grandes decisiones nacionales. 
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9 SOBRE LA MARCHA FUTURA DE LA INSTITUCIÓN 

 

8.1 En materia administrativa: 

 

Edificio 

En el 2009, y ante el reto que significaba implementar los cambios establecidos en la nueva ley de 

agosto de 2008, la anterior Junta Directiva visualizó la necesidad de contar con un inmueble más 

grande, que reuniera las condiciones para albergar una Institución mucho más sólida, con una 

cobertura apropiada de los servicios a los usuarios y una estructura diseñada para atender las 

demandas que una regulación moderna conlleva. Las anteriores instalaciones en La Sabana, tenían 

muchos inconvenientes que no se prestaban ni siquiera para una remodelación. Debe recordarse 

que, en esa antigua edificación se ubicaba no sólo la Aresep sino también su órgano 

desconcentrado, la Sutel, la cual apenas se encontraba en sus primeros pasos de formación. Por 

esta razón aquella Junta Directiva tomó la determinación de buscar opciones para ubicar la 

Aresep.  

Inicialmente se pensó en vender las viejas instalaciones y adquirir alguna propiedad en algún otro 

sitio, pero surgieron tropiezos que hicieron inviable esta posibilidad. Por lo tanto, se optó por 

buscar un inmueble para alquilar, y después de un proceso abierto, se optó por la actual ubicación 

en Guachipelín de Escazú. Al asumir la nueva administración en 2010, el tema del edificio ya 

estaba decidido e, incluso, los contratos habían sido firmados tanto por Aresep como por Sutel. 

Por razones más políticas que técnicas, se suscitó un enconado debate sobre las razones o 

conveniencia del traslado de instalaciones, y muchas voces clamaron incluso porque se debía 

desconocer el contrato ya firmado, lo cual aparejaría no solo consecuencias prácticas sino 

jurídicas, incluyendo indemnizaciones y sanciones civiles y hasta penales. Hubo todo tipo de 

acusaciones y presiones que inevitablemente recaían sobre la nueva administración. Hubo 

múltiples denuncias y se abrió todo tipo de investigaciones, y fuimos objeto de acusaciones 

injustificadas a las que tuvimos que responder, incluso en la Comisión de Ingreso y Gasto Público 

de la Asamblea Legislativa. Siempre se fue totalmente transparente y, finalmente, la Contraloría 

General de la República (CGR), órgano competente en esta materia, realizó la investigación que 

llevó a la conclusión de que todo se había hecho a derecho y respetando los procedimientos. 

Además, no fue, en absoluto, una mala decisión. 

En determinado momento surgió la duda de sí Aresep estaba legalmente autorizada para disponer 

y hasta alquilar sus anteriores instalaciones. Esto obligó a hacer una consulta a la CGR, que, 

aunque significó un retraso más, sirvió para dejar perfectamente claro que Aresep cuenta con 

todas las potestades, incluso para vender esas instalaciones. 

Es claro, como siempre se insistió, que la ubicación actual de la Aresep es transitoria. Correspondió 

a la nueva administración emprender la tarea de encontrar esa solución definitiva para proveer de 

un edificio propio a la Institución. Después de muchas discusiones, especialmente en el seno de la 

Junta Directiva, en donde algunos señores directores eran bastante belicosos y opuestos, desde el 
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principio, a la decisión tomada en la anterior administración, se acordó, por mayoría, contratar a la 

Escuela de Arquitectura de la Universidad de Costa Rica (UCR) para realizar un estudio de 

factibilidad amplio sobre todas la opciones posibles para las nuevas instalaciones, incluyendo 

remodelación del inmueble de La Sabana, venta de dicho inmueble y compra de un terreno en 

otro lugar, o bien compra de un edificio llave en mano, e incluso continuar con el alquiler en el 

mismo lugar u otro. Después de explorar todas las alternativas, dicho estudio recomendó la 

demolición de las instalaciones actuales (alquiladas al Ministerio de Economía, Industria y 

Comercio (MEIC)) y construcción de un edificio de 7 pisos en dicho lugar. Incluso, la UCR aportó un 

estudio de espacio de acuerdo a las necesidades del momento, planos preliminares y un prediseño 

de la edificación. 

Para evitar errores, y aclarar dudas, se hizo una nueva contratación con el Colegio de Ingenieros y 

Arquitectos, quienes confirmaron la recomendación de la UCR. 

Por lo tanto, el siguiente paso era explorar los distintos instrumentos financieros disponibles para 

llevar a cabo el proyecto. Se determinó que el mecanismo idóneo era el de constituir un 

fideicomiso que se hiciera cargo del proyecto en su totalidad, construyendo un edificio llave en 

mano, y al cabo de un tiempo determinado, pasaría a manos de la Aresep y Sutel. Se abrió un 

concurso público en que participaron varios bancos, y resultó adjudicado el Banco de Costa Rica, 

quien se encargará de llevar a cabo el proyecto completo.  

En estos momentos, en coordinación con la SUTEL, se trabaja en afinar los términos del contrato 

de fideicomiso, para iniciar, a la brevedad, las etapas de conformación del fideicomiso, con base 

en el “Informe de Diseño y Estructuración Financiera del Fideicomiso Inmobiliario ARESEP/BCR 

2015” que presentó el BCR. Para el 2017 se estima que se realizará toda la etapa de estudios, 

planos, permisos y demolición y la construcción del nuevo edificio iniciará en 2018. Según 

estimaciones de los técnicos del BCR, el nuevo edificio estará disponible hacia finales de 2019. 

Algunas sugerencias que podrían ser consideradas con el objeto de racionalizar el financiamiento 

de la obra: 

• Considerar la posibilidad de construir un edificio más allá de las necesidades de Aresep y Sutel, 

para vender o arrendar a otras instituciones, incluyendo el propio MEIC. 

• Vender la finca que está enfrente del edificio principal de las viejas instalaciones y que se 

usaba básicamente de parqueo. Este terreno, esquinero, enfrente de La Sabana tiene un valor 

importante, y hay dificultades para integrarlo a la obra principal. 

• Utilizar el superávit del 2016 para aplicarlo directamente al financiamiento de la obra.  

 

Teletrabajo 

Todas las condiciones están dadas para poner en funcionamiento el teletrabajo. Desde que se 

estaba en el diseño de remodelación de las oficinas que actualmente ocupa la Aresep, se había 

propuesto que existirían una serie de puertos volantes, en los cuales se ubicarían los funcionarios 

que estuviesen bajo el régimen de teletrabajo. Si bien, nuestra intención fue haber dejado en 
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pleno funcionamiento este mecanismo, esta meta no se no alcanzó al 100%, pues aunque desde 

hace varios años se venía estudiando el tema, e incluso se había aprobado un reglamento para un 

plan piloto, no fue sino en el 2014 que se logró implementar, con resultados muy positivos. Con 

base en la evaluación de esa experiencia, la Junta Directiva aprobó y, posteriormente, se publicó 

en La Gaceta, la versión final del reglamento, el cual ya está vigente. En estos momentos, una 

comisión está encargada de redactar los procedimientos y normas de evaluación, y solo faltan 

algunos detalles finales para ponerlo, oficialmente, en funcionamiento.  

Una meta conservadora es que, en este régimen, se ubique, por lo menos, un 30% de la planilla de 

Aresep (no necesariamente los mismos funcionarios siempre ni en jornada completa, sino 

rotativa). Eso ayuda, indudablemente, en materia de espacio físico, tanto de oficinas como de 

parqueos. De hecho, también representará un elemento a considerar a la hora de definir las 

especificaciones de las nuevas instalaciones a construirse en La Sabana. 

Para efectos de que no haya impedimentos laborales, en lo sucesivo, dentro de los términos de 

contratación, se debe especificar la disposición y capacidad del funcionario a trabajar bajo esta 

modalidad. También es necesario oficializar los procedimientos para implementar, regular y 

evaluar el rendimiento y resultado de los funcionarios que realicen teletrabajo, y hacer un plan 

con cada jefatura o dirección para el inicio del teletrabajo, a más tardar, en el mes de junio de 

2016. 

8.2 En materia de metodologías en marcha y próximas a concluir: 

En el mes de abril de 2016, están en fases finales de elaboración o aprobación un total de cuatro 

metodologías:  

Metodología  Estado actual 
Metodología de generación de electricidad con 
residuos sólidos 

Será presentada en audiencia pública el 27 
de abril 

Metodología para la fijación del margen de 
comercialización de las estaciones de servicio 
expendedoras de combustibles  

Fue aprobada por la Junta Directiva para ser 
sometida a audiencia pública.  Se está a la 
espera de fecha de realización de dicha 
audiencia. 

Metodología de fijación de tarifas de acueductos, 
alcantarillado, hidrantes y protección del recurso 
hídrico 

Una nueva propuesta de metodología, 
incorporando los ajustes solicitados por la 
Junta Directiva se presentará a ese órgano el 
28 de abril. 

Metodología de fijación de peajes de distribución  Será presentada ante Junta Directiva el 28 de 
abril 

Modificación a la metodología de costo variable 
de combustible 

Será presentada ante Junta Directiva el 28 de 
abril 

 

Planes y avance en el desarrollo de metodologías para 2016  

A principios del año 2016 y en cumplimiento de su función de coordinar el planeamiento de la 

elaboración de las metodologías tarifarias y normas técnicas para los sectores regulados, el CDR 
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analizó, en conjunto con las Intendencias, las necesidades de desarrollos metodológicos y 

normativos para 2016 y 2017 y su orden de prioridad.  Este análisis dio lugar al planeamiento de 

un total de 18 metodologías tarifarias o normas técnicas cuya ejecución se programó para el 2016 

y 17 para el año 2017.  En el 2016 el énfasis se centró en temas del sector agua y electricidad, 

mientras en 2017, la mayor parte de lo planeado se relaciona con temas de electricidad.   

Metodologías Electricidad 

En relación con el subsector de electricidad, en 2016 la mayor parte de las metodologías incluidas 

en dicho plan están relacionadas con la elaboración de algunas normas necesarias para la 

implementación de la generación distribuida y el diseño de metodologías para la fijación del cargo 

por control, supervisión y operación del sistema, el cargo por servicios auxiliares, el cargo por 

conexión, uso y servicio de la red de transporte y distribución,  las tarifas por revisión de equipo de 

medición, la metodología para ajustes automáticos en tarifa de distribución eléctrica (efecto 

GENTRA) y modificaciones a la metodología sobre generación distribuida y a la metodología de 

generación privada con recursos renovables.  

Las modificaciones de las metodologías relacionadas con generación distribuida y generación 

privada con recursos renovables ya fueron aprobadas en el primer trimestre del 2016. Por otra 

parte, la metodología de costo variable de combustible será presentada a Junta Directiva en abril; 

la metodología de cargo por conexión y uso de la red, así como la metodología de ajuste 

automático para distribución serán presentadas a Junta Directiva al final del primer semestre y las 

metodologías para cargo por control y supervisión del sistema, servicios auxiliares y revisión de 

equipo de medición se presentación a ese órgano al final del segundo semestre de este año. 

Además, el plan para 2016 se contempla la aprobación de la modificación de la metodología de 

costo variable de combustible para la generación térmica, la aprobación de la metodología de 

generación de electricidad con residuos sólidos municipales y la aprobación de la metodología de 

peajes de distribución. Estas últimas, según se indicó anteriormente, se encuentran en las fases 

finales de trámite antes de su aprobación. 

Metodologías Hidrocarburos 

En el caso de hidrocarburos en 2016 se espera, para el segundo trimestre del año, la aprobación 

de la metodología para la fijación del margen de comercialización en estaciones de servicios que 

expenden combustibles.  Esta metodología estará presentándose a audiencia pública en mayo. 

 Metodología Transportes 

Las metodologías programadas para el sector transporte en 2016 incluyen: la metodología 

ordinaria de fijación de tarifas de transporte remunerado de personas, modalidad autobús y la 

metodología de fijación extraordinaria para ese mismo tipo de servicio.  La primera fue aprobada y 

publicada en Gaceta en febrero de este año.  La segunda se presentará a Junta Directiva al final del 

2016. 
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Metodología Agua 

En este año se espera la aprobación de la metodologías de fijación de tarifas para acueducto, 

alcantarillado, hidrantes y protección del recurso hídrico a inicios del segundo semestre, mientras 

que para finales del primer semestre está programada la presentación a Junta Directiva de la 

metodología para la fijación de tarifas de acueducto y alcantarillado de ASADAS, el reglamento de 

calidad en estaciones de servicio del Distrito de Riego Arenal Tempisque,  y un Manual de 

Fiscalización de los servicios de acueductos y alcantarillados.  Para finales del primer semestre 

también se espera la aprobación de las modificaciones al Reglamento de Prestación de servicios de 

acueductos, alcantarillado e hidrantes y del Manual de Contabilidad Regulatoria.   

Tal y como se indicó anteriormente, la metodología para la fijación de tarifas de acueducto, 

alcantarillado, hidrantes y protección del recurso hídrico será presentada a Junta Directiva a fines 

del mes de abril, mientras las modificaciones al Reglamento de Prestación de los servicios de 

acueductos y alcantarillado ya fue presentado a Junta Directiva. 

8.3 Planificación Institucional: 

La ARESEP debe definir en el 2016 el nuevo plan estratégico institucional para los próximos seis 

años. En esta labor tiene que considerar el contexto socio-político del país, y la contribución que 

puede realizar desde la regulación. La regulación es un proceso dinámico donde convergen gran 

cantidad de actores, y por ende, intereses que se contraponen entre sí. Por eso el ente regulador 

debe utilizar una serie de herramientas que faciliten la prestación de los servicios públicos y que 

éstos sean brindados con una calidad preestablecida, y a precios competitivos. 

8.4 Metodologías Tarifarias y Normas Técnicas: 

Cambios constantes en la tecnología, en los mercados, en las demandas y necesidades de los 

usuarios, en las condiciones de operación de las empresas, imponen al ente regulador desafíos 

que, de no considerarse a tiempo, afectan la balanza regulatoria, la capacidad de respuesta y el 

ajuste oportuno de las metodologías y condiciones del servicio regulado.  

Producto de los cambios en el entorno nacional, originados en cambios en los mercados, en los 

servicios, ingreso de nuevos actores y esquemas distintos de gestión empresarial, se hace 

necesario que las metodologías tarifarias y las normas técnicas se estén revisando 

constantemente. Mantener estos instrumentos actualizados sin duda alguna es un reto para la 

Institución. Como ejemplo, sólo para 2017 el Centro de Desarrollo de la Regulación, después de 

haber realizado un trabajo conjunto con las intendencias, ha programado 17 trabajos relacionados 

con metodologías tarifarias y normas técnicas: 7 en temas de electricidad, 5 en hidrocarburos y 5 

en el sector transporte.  

8.5 Contabilidad Regulatoria: 

Un segundo elemento que constituye un reto permanente para cualquier regulador es reducir la 

asimetría de información entre los regulados y el regulador.  El desafío principal de un ente 
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regulador es tener más y mejor información. Crear los mecanismos para obtener esa información, 

no es tarea fácil, y mucho menos cuando necesitamos garantizar que esos datos sean completos, 

de calidad, oportunos, sin manipulación. Por ello, recurrir a fuentes oficiales de información, es 

fundamental.  Desarrollar una adecuada contabilidad regulatoria es imperativo y tarea prioritaria. 

Aunque ya se están dando pasos en ese sentido, la implementación completa de la contabilidad 

regulatoria es un reto a futuro. 

8.6 Clarificación de competencias: 

En muchos casos la ley 7593 asignó a la ARESEP competencias que eran ejercidas por otros entes 

públicos. El resultado es que existen competencias concurrentes que generan conflictos indebidos 

entre instituciones en cuanto a sus responsabilidades, afectando a los usuarios y prestadores de 

los servicios, al no lograr que se resuelvan sus demandas y necesidades.  Tal es el caso de la 

atención de denuncias, competencias sancionatorias, concesiones, emisión normativa y definición 

de variables de operación de los servicios, entre otras.  Esto hace urgente la revisión de los marcos 

normativos vigentes. 

Lo anterior también plantea el reto de establecer una coordinación interinstitucional con los otros 

entes públicos que tienen entre sus competencias funciones de rectoría respecto de los servicios 

regulados por la ARESEP. Los vaivenes políticos a los que se ven expuestas las autoridades de estos 

entes, y resta gobernanza a cualquier acción tendente a establecer proyectos que requieren de la 

participación interinstitucional.   

8.7 Participación ciudadana y empoderamiento del usuario: 

La regulación de los servicios públicos no la puede hacer la ARESEP sola; el usuario es su aliado 

natural.  Sin embargo, la incorporación asertiva del usuario en la regulación, requiere de un 

esfuerzo importante para empoderarlo, dándole a conocer sus derechos y dotándolo de las 

competencias necesarias para que su participación en los diferentes procesos regulatorios, como 

los de fijación de tarifas, calidad del servicio, trato al usuario, cumplimiento de obligaciones 

contractuales, entre otros, tenga un impacto relevante.  Si bien se están dando pasos en esa 

dirección, es urgente que los usuarios se organicen, puedan ser capacitados para ejercer esa 

función de regulación ciudadana de manera efectiva.  

8.8 Fortalecimiento de las capacidades técnicas: 

La Institución debe contar con profesionales con mayor especialización en regulación y más 

conocimiento de la forma como se realiza la regulación en los países que muestran un mejor 

desempeño en la materia, para poder responder de una forma más rápida y actualizada a los 

cambios en la prestación de los servicios en el país. Los servicios públicos evolucionan, impactados 

por la tecnología, nuevas demandas de los usuarios o aspectos económicos, y es ahí donde el ente 

regulador también tiene que estar al día con estos cambios y disponer del personal que haga el 

análisis respectivo para orientar las actuaciones que se requieran, así como conocer propuestas y 

experiencias que se hayan implementado en la regulación. 

  



95 
 

8.9 Regulación económica y de calidad: 

La ARESEP, los regulados, los usuarios y otros, deben tener claro que la regulación no se agota con 

la fijación de tarifas, sino que la ley le da una serie de competencias en materia de fiscalización, 

calidad, inspección de instalaciones y equipos, acceso a bases de datos y sistemas contables y 

otras de competencias adicionales, que obligan a revisar el énfasis de la regulación en el tema 

tarifario, para realizar esas otras tareas que deberían realimentar los procesos de fijación tarifaria.  

Existe una necesidad urgente de desarrollar e implementar programas de calidad que permitan, de 

manera sistemática, ejercer la regulación de calidad de los servicios públicos, de tal forma que la 

aprobación de las tarifas se encuentre asociado a estándares de calidad que deben cumplir los 

prestadores de los servicios. Es necesario mejorar la capacidad para realizar trabajo de campo 

inspecciones, verificaciones, atención de quejas, etc., en todos los servicios regulados 

Es urgente superar la visión reducida de lo que debe ser la regulación, el temor a innovar 

explorando nuevas áreas de regulación, la limitación de no contar con un derecho regulatorio 

coherente, consistente, acorde con la realidad de los negocios que se regulan y flexible a los 

cambios en los mercados regulados. 

8.10 No debilitemos los eslabones más débiles de la cadena 

Hemos visto proliferar multitud de proyectos de Ley que pretenden menoscabar y hasta acabar 

con el esquema de regulación que tenemos, que ha sido un orgullo a nivel internacional. Muchos 

países se desean poder tener una legislación regulatoria como la que nos dieron los señores 

diputados en 2008, con independencia del ente regulador de influencias políticas o económicas, 

aunque siempre enmarcado en la obligación de obedecer los mandatos de los planes nacionales 

de desarrollo. Sería muy lamentable que el país retroceda en esta materia, después de ser un 

ejemplo para muchos países. Insto a los señores diputados a poner mucha atención sobre estos 

puntos y que no caigamos en la tentación de destruir uno de los principales pilares con que 

cuentan los usuarios de los servicios públicos para defender sus intereses. Un debilitamiento de la 

ARESEP, a los únicos que va a perjudicar es a los eslabones más débiles de la cadena, que son los 

grupos que más necesidad tienen de que el estado los proteja. Téngase en cuenta que, quienes 

estamos al frente de esta institución en estos momentos somos pasajeros, y en mi caso, estoy 

concluyendo mi gestión. La necesidad de una regulación fuerte, rigurosa e imparcial es 

permanente. 

8.11 Los desafíos de la regulación tarifaria ante distorsiones tarifarias causadas por 

la promulgación de políticas públicas 

Para fijar tarifas y establecer las metodologías, la Autoridad Reguladora tiene competencias 
exclusivas y excluyentes y así ha sido señalado por la Procuraduría General de la República, en el 
dictamen C-329-2002 y la sentencia 005-2008 de las 9:15 horas del 15 de abril de 2008, del 
Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta.  

En ese mismo sentido, también se tiene lo dispuesto por la Sala Primera de la Corte Suprema de 
Justicia: “(…) Sus potestades excluyentes y exclusivas le permiten establecer los parámetros 

económicos que regularan (sic) el contrato, equilibrando el interés del operador y de los 

usuarios.(…)” (Resolución , 2007) 
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Traigo a colación lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 7593, que dispone: “…La Autoridad 

Reguladora tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio, así como autonomía técnica y 

administrativa. Se regirá por las disposiciones establecidas en esta Ley, sus Reglamentos y las leyes 

que la complementen…La Autoridad Reguladora no se sujetará a los lineamientos del Poder 

Ejecutivo en el cumplimiento de las atribuciones que se le otorgan en esta Ley; no obstante, estará 

sujeta al Plan nacional de desarrollo, a los planes sectoriales correspondientes y a las políticas 

sectoriales que dicte el Poder Ejecutivo”. 

Específicamente sobre la autonomía técnica del Ente Regulador, la Procuraduría General de la 
República, indicó en el Dictamen C-102-2006, lo siguiente: 

“(…) Como institución autónoma la ARESEP goza del régimen de autonomía previsto en el artículo 

188 de la Constitución Política. Pero a diferencia de otras entidades autónomas, la ley se encarga 

de señalar que la Autoridad tendrá una autonomía respecto del Poder Ejecutivo en lo que respecta 

al cumplimiento de sus atribuciones. Funciones que no son otras que la regulación de los servicios 

públicos enumerados en el artículo 5 de su Ley. Lo que implica que el Poder Ejecutivo no podrá 

emitir directrices directamente relacionadas con las atribuciones de la ARESEP. La excepción está 

referida al ejercicio de la función de regulación (…)” (Procuraduría General de la República, 2006) 

Al tenor de lo anterior, es claro que la Autoridad Reguladora debe considerar, en el ejercicio de sus 
funciones, las políticas públicas contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo y los Planes 
Sectoriales, el principio de servicio al costo para fijar las tarifas, las estructuras productivas modelo 
para cada servicio público y las reglas unívocas de la ciencia y la técnica, según lo dispone la Ley 
7593 y la Ley General de la Administración Pública. 

Pero más allá de lo citado líneas atrás, la atribución del Gobierno en la promulgación de políticas 
públicas debe verse con cuidado, sobre todo a la luz de las competencias asignadas a la Autoridad 
Reguladora por una norma jurídica de rango superior (Ley 7593). Sin entrar a valorar los objetivos 
que han llevado a declarar tres políticas públicas en la presente Administración, hay que revisar 
con cuidado los problemas que en un futuro, no muy lejano, puedan derivarse de las distorsiones 
de precios que hoy en día favorecen a unos grupos en contra de otros, no solo desde el punto de 
vista de la existencia de un subsidio per se, si no de la revisión misma de las condiciones que 
propiciaron la política pública y el carácter temporal de la misma. 

Sobre las tarifas de electricidad 

El tema de los incrementos en las tarifas de electricidad ha sido un tema relevante a diversos 
sectores, por la afectación a la competitividad de las empresas. Al respecto, el señor Presidente, 
Luis Guillermo Solís, durante su campaña política y en los primeros días de su Gobierno, prometió 
que los precios de los combustibles y de la electricidad no subirían. Siendo que en materia de 
fijación de tarifas y definición de metodologías tarifarias, la Autoridad Reguladora tiene 
competencias exclusivas y excluyentes, la injerencia del Poder Ejecutivo al influir en las decisiones 
técnicas del Ente Regulador, llevó con posterioridad al señor Presidente de la República, a 
reconocer que carecía de la competencia para hacerlo.  

Más adelante, y siendo latente el aumento de las tarifas de electricidad, la Administración Solís 

promulga la primera política pública de impacto tarifario, al establecer un límite a la tarifa de 

media tensión (tarifa T-MTb) para incentivar a aquellos usuarios que eran eficientes en el uso de la 

energía eléctrica. Correspondió, por tanto, a la Intendencia de Energía, realizar los ajustes 
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tarifarios necesario para ajustar las tarifas eléctricas a 10 centavos de dólar/kWh, utilizando para 

esto los ingresos por las exportaciones en el MER, los cuales serían distribuidos por medio de las 

tarifas de generación del ICE, según el siguiente orden de prioridad hasta alcanzar en cada tarifa el 

límite indicado: T-MTb; TMT; Tarifa General (sector industrial una vez segregado); resto de tarifas. 

Este orden de prioridad y el tope tarifario para las empresas en media tensión se estableció 

mantener hasta diciembre de 2018, fecha en que deberá ser revisado. 

Sobre las tarifas de combustibles 

La siguiente política sectorial, emitida por el Presidente de la República y el Ministro de Energía, se 

decretó en el mes de enero del 2016, No. 39437-MINAE. En ella se estableció que los precios de 

gas licuado de petróleo, búnker, asfalto y emulsión asfáltica tengan una relación con respecto al 

precio internacional, similar a la vigente en el período 2008-2015, en el tanto no exista 

disponibilidad de combustibles alternativos más limpios a precios competitivos y no haya 

capacidad de suministro de los mismos a nivel nacional. La disposición anterior mantenía la 

situación prevaleciente, aun en condiciones en que ya se contaba con información suficiente para 

identificar los costos asociados a cada producto, razón que, de inicio, había promovido la 

modificación de la metodología vigente de combustibles.  

El costo del subsidio decretado por el Gobierno deberá ser cubierto por el resto de los productos 

no subsidiados, entre ellos el diésel y las gasolinas (súper y regular), de forma tal que los 

consumidores de estos últimos productos tendrán que pagar de más, por las razones que esbozó 

el decreto ejecutivo, y no por las razones por las que técnicamente establecía la metodología 

tarifaria aprobada. 

Sobre las tarifas de agua 

La tercera y  más reciente política aprobada por el Poder Ejecutivo, en sesión ordinaria de Consejo 

de Gobierno No.49,  fue la relacionada con los operadores de acueducto y alcantarillado sanitario, 

la cual promulgó un subsidio focalizado para los usuarios de los servicios públicos de agua potable, 

recolección y tratamiento. Por su parte, la Presidencia Ejecutiva de AyA acordó, de manera 

conjunta con el Instituto Mixto de Ayuda Social, establecer una comisión para determinar el costo 

financiero y la capacidad logística para apoyar a dicha institución en el proceso de identificación y 

diagnóstico de las familias en condición de pobreza y pobreza extrema. Ello con el fin de 

seleccionar y dar seguimiento a las familias que serían beneficiarias del subsidio al consumo de 

agua potable. 

Relevante a la potestad ejercida por el Poder Ejecutivo de promulgar políticas públicas, es que la 

institución se mantenga atenta y sea garante de que la tarifa fijada técnicamente, sin distorsiones, 

sea calculada y esté a la vista en cada fijación tarifaria; sin desconocer en ningún momento, la 

sujeción a la política sectorial definida por el Poder Ejecutivo. Es claro, sin embargo, la obligación 

inherente a un ente técnico de transparentar, en todo momento, el monto del subsidio entre 

actividades, la identificación de los beneficiarios o afectación de un grupo sobre otro, o el monto 

que dejan de percibir los usuarios por acciones más allá del ámbito regulatorio. 
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9. UN FUTURO PROMISORIO: CONTINUAR SOBRE LA MARCHA: 

La independencia técnica y administrativa de la Autoridad Reguladora, el fortalecimiento de los 

procesos de fiscalización, el desarrollo de nuevas herramientas e instrumentos que permiten 

trasparentar aún más los costos relacionados con los servicios públicos, la democratización y 

acceso a información pública, de la mano de los usuarios, ciudadanos y de los medios de 

comunicación para una participación más activa en la toma de decisiones, hacen que ARESEP 

recorra la senda de una regulación renovada, moderna, estratégica, confiable y transparente, 

necesaria para hacer frente al nuevo desafío país: lograr que los servicios públicos se brinden de 

forma eficiente. 
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RESUMEN  

 

Durante el período 2010-2016, específicamente desde la sesión 20-2010 del 20 de julio de 2010, a 
la sesión 19-2016 del 7 de abril de 2016, la Junta Directiva ha realizado 464 sesiones. A lo largo 
del período, se emitieron una serie de disposiciones de índole regulatorio y administrativo, así 
como temas relacionados con la Superintendencia de Telecomunicaciones, como órgano máximo 
de desconcentración.   

 

I. ASUNTOS REGULATORIOS 
 

En cuanto a los temas de índole regulatorio, destaca la aprobación o modificaciones de 
metodologías y normas técnicas. En el período en comentario, el sector energía aprobó 
importantes modelos como el de costo variable de combustibles, las normas técnicas de POASEN, 
SUMEL, SUCAL, SUINAC y SUCOM. Asimismo, las metodologías tarifarias ordinarias para los 
servicios de distribución, transmisión y generación de electricidad; así como la aprobación de las 
metodologías de generadores privados de energía eléctrica con recursos renovables; para las 
plantas de generación privada solares fotovoltaicas nuevas y para fijar el precio de los 
combustibles derivados de los hidrocarburos en planteles de distribución y al consumidor final, 
entre otras. 

 

En el sector transporte se aprobó principalmente la metodología para fijación ordinaria de tarifas 
para el servicio remunerado de personas, modalidad autobús. Por su parte, en el sector de agua, 
se aprobó el Modelo regulatorio para las tarifas de suministro de agua en el distrito de riego Arenal 
Tempisque (DRAT) del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) 
y se reformó “Reglamento Técnico Prestación de los Servicios de Acueducto, Alcantarillado 
Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2015”. En el Anexo 2 se desglosa las diferentes metodologías 
aprobadas. 

 
1.1 Audiencia pública 

 

Para el período 2010-2016, se remitieron al proceso de audiencia pública una serie de propuestas 
metodológicas, reglamentos y normas técnicas.  En total, alrededor de 63 propuestas en los 
diferentes sectores de regulación. (Ver Anexo 1) 

 

 

 

 



101 
 

1.2 Recursos elevados a Junta Directiva. 

En lo correspondiente a los recursos elevados a conocimiento de la Junta Directiva, se observa un 
importante incremento en la cantidad de recursos tramitados en los últimos tres años, 
particularmente en el sector transporte. Durante el período 2010-2016, se han resuelto 753 
recursos, de los cuales el 51% corresponden a transporte y 33% al sector energía (Ver Cuadro 1). 
Seguidamente se muestra un cuadro comparativo desde 2013: 

  

Sector 2013 2014 2015 2016* 
Agua 2 4 4 0 
Energía 36 73 93 35 
Transporte 32 41 100 7 
Sutel 11 3 6 3 
Otros 11 6 23 7 
Total 92 127 226 52 

             

Nota (*): A la sesión 19-2016. 

 
CUADRO NO. 1 CUADRO NO. 1 CUADRO NO. 1 CUADRO NO. 1     

SESIONES Y ACUERDOS DE JUNTA DIRECTIVA SESIONES Y ACUERDOS DE JUNTA DIRECTIVA SESIONES Y ACUERDOS DE JUNTA DIRECTIVA SESIONES Y ACUERDOS DE JUNTA DIRECTIVA     

JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010----ABRIL 2016 (*)ABRIL 2016 (*)ABRIL 2016 (*)ABRIL 2016 (*)    

    

  2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 TOTAL 

Sesiones 39 77 104 90 72 63 19 464 

ASUNTOS REGULATORIOS 5 19 46 55 98 65 10 298 

Metodologías  1 10 7 8 31 28 3 88 

Enviadas a audiencia pública 0 6 4 8 24 19 2 63 

Aprobadas 1 4 3 0 7 9 1 25 

Reglamentos y Normas Técnicas 0 1 0 1 3 9 2 16 

Concesiones  1 4 6 14 23 5 1 54 

Otros 3 4 33 32 41 23 4 140 

ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 49 66 155 115 96 104 20 604 

POI/Estados Financieros/Informes 7 19 18 13 16 25 5 103 

Modificaciones Presupuestarias 4 11 10 11 13 11 4 64 

Recursos Humanos  18 23 47 37 16 39 1 181 
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Salarios 3 1 23 11 8 5 1 52 

Reglamentos Administrativos 6 11 2 18 23 12 7 79 

Junta Directiva 11 0 20 4 6 3 1 44 

Otros 0 1 35 21 14 9 1 81 

ASUNTOS FISCALIZACIÓN 9 7 27 28 30 16 4 117 

Auditoría Interna 5 5 12 15 15 10 4 66 

Contraloría General de la República 3 2 12 9 14 5 0 45 

Asamblea Legislativa 1 0 3 4 1 1 0 10 

ASUNTOS DE SUTEL 18 29 45 34 25 8 8 167 

Planes operativos //Presupuestarios 5 8 7 7 9 12 2 50 

Otros 13 21 38 27 16 3 4 122 

RECURSOS ELEVADOS 61 134 113 92 127 226 52 753 

Sector Agua 3 0 0 2 4 4 0 13 

Sector Transporte 39 73 63 36 41 100 35 387 

Sector Energía 8 9 30 32 73 93 7 252 

SUTEL 1 0 1 11 3 6 3 25 

Otros 10 52 19 11 6 23 7 128 

OTROS  43 40 56 46 37 44 17 283 

Audiencias concedidas 0 0 8 5 8 5 2 28 

Informes conocidos 17 2 38 28 17 7 2 111 

Instituciones Públicas 5 0 4 2 0 8 1 20 

Otros 21 38 6 11 12 24 12 124 

ASUNTOS  PROCESALES 119 185 241 253 206 170 47 1221 

Aprobación de agendas, actas,otros 119 185 241 253 206 170 47 1221 

TOTAL  304 480 683 623 619 633 158 3443 

    

Fuente: Secretaría de Junta Directiva, ARESEP 

 
 

(*) Nota: Comprende de la sesión 20-2010 a la sesión 19-2016 del 7 de abril de 2016. 
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II. ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

    

Durante el período 2010-2016, la Junta Directiva aprobó una serie de disposiciones relacionadas 
con el Plan Operativo Institucional (POI), Informe de Estados Financieros y Ejecución 
Presupuestaria, así como del Plan Estratégico Institucional (PEI), Presupuesto Ordinario y 
modificaciones presupuestarias a lo largo de esos años. (Ver anexo 5) 

    

CUADRO RESUMEN DURANTE 2010-2016 

 

TIPO DE ASUNTO 

 

CANTIDAD 

 

Proyecto de Cánones 6 

Estados Financieros 28 

Informes de Ejecución Presupuestaria 22 

Modificaciones presupuestarias 64 

Plan Estratégico Institucional (PEI) 3 

Plan Operativo Institucional (POI) 39 

Presupuesto Ordinario 9 

 

    

2.1 Reglamentos administrativos 

 

En cuanto a los reglamentos administrativos sobresalen la reforma al Reglamento Interno de 
Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos 
Desconcentrados (RIOF); el RIOF SUTEL; Reglamento de sesiones de la Junta Directiva; Código 
de Ética; Reformas al RAS; RAUDE y el Reglamento de Teletrabajo, entre otros. 

 

2.2 Otros disposiciones administrativas 

 

Por otra parte la Junta Directiva nombró durante estos años, a los Intendentes de Agua, Energía y 
Transporte, al Secretario de la Junta Directiva, la Auditora Interna y Subauditor Interno, a los 
miembros titulares y suplente del Consejo de la SUTEL. 
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III. CONCESIONES OTORGADAS 
La Junta Directiva, durante el período 2010-2016, otorgó un total de 49 concesiones para prestar el 
servicio público de generación de energía. 

    

IV.  ASUNTOS DE SUTEL 
En lo tocante a temas de SUTEL, la Junta Directiva, conoció los siguientes temas: 

 

Estados Financieros (12) 

Informes de Ejecución Presupuestaria (12) 

Canon de regulación (5) 

Informes POI-PEI (32) 
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ApéndicesApéndicesApéndicesApéndices    

                    APÉNDICE 1APÉNDICE 1APÉNDICE 1APÉNDICE 1    

METODOLOGÍAS SOMETIDAS AL PROCESO DE AUDIENCIA PÚBLICA METODOLOGÍAS SOMETIDAS AL PROCESO DE AUDIENCIA PÚBLICA METODOLOGÍAS SOMETIDAS AL PROCESO DE AUDIENCIA PÚBLICA METODOLOGÍAS SOMETIDAS AL PROCESO DE AUDIENCIA PÚBLICA     

JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010----    ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016    

    

SECTOR AGUASECTOR AGUASECTOR AGUASECTOR AGUA    
 

ACUERDO 07-70-2013   Reglamento técnico denominado: “Prestación de los Servicios de Acueducto y 
Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013”.   

ACUERDO 04-05-2014 Reglamento técnico denominado: “Prestación de los Servicios de Acueducto y 
Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013” 

ACUERDO 03-19-2014 “Modelo Regulatorio para las Tarifas de Suministro de Agua en el Distrito de Riego-
Arenal-Tempisque (DRAT) del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA)”. 

ACUERDO 09-35-2014 Reglamento técnico denominado: “Prestación de los Servicios de acueducto, 
Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013”. 

ACUERDO 01-11-2015 “Modelo tarifario de los servicios de acueductos, alcantarillado e hidrantes y del 
programa de Protección de Recursos Hídricos”  

ACUERDO 06-46-2015 “Modelo tarifario de los servicios de acueductos, alcantarillado e hidrantes y del 
programa de Protección de Recursos Hídricos” 

ACUERDO 05-49-2015 Modificaciones al reglamento técnico denominado: “Prestación de los Servicios de 
Acueducto y Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013” 

    

SECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTE    
Modelo automático de ajuste para el servicio de transporte remunerado de personas modalidad autobús”,  

ACUERDO 01-56-2012 Modelo de ajuste extraordinario para el servicio de transporte remunerado de 
personas modalidad autobús”. 

ACUERDO 02-77-2012 “Modelo de ajuste extraordinario para el servicio de transporte remunerado de 
personas modalidad autobús”. 

ACUERDO 05-51-2013 “Modelo para el Establecimiento de Precios de Referencia para el Servicio de 
Transporte de Estudiantes en Rutas que contrata el Ministerio de Educación Pública, bajo la Modalidad de 
Servicios Adjudicados” 

ACUERDO 03-79-2013  Propuesta de “Modelo para fijación ordinaria de tarifas para el Servicio de 
Transporte Remunerado de Personas, Modalidad Autobús” 

ACUERDO 03-11-2014 “Metodología para la aprobación de las tarifas de peajes administrados por el 
Consejo Nacional de Vialidad (Conavi)” 
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ACUERDO 02-41-2014 Modificación al procedimiento extraordinario de fijación del “Modelo de Regulación 
Económica del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas Modalidad Taxi 

ACUERDO 05-47-2014 “Modelo para fijación ordinaria de tarifas para el Servicio de Transporte Remunerado 
de Personas, Modalidad Autobús”. 

ACUERDO 09-50-2014 “Metodología para la Aprobación de las Tarifas de Peajes Administrados por el 
Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI)” 

ACUERDO 02-19-2015 “Modelo para la fijación de tarifas para fijación ordinaria de tarifas para el servicio de 
transporte remunerado de personas, modalidad autobús” 

ACUERDO 02-24-2015 Propuesta de modificación al procedimiento de fijación de tarifas del “Modelo de 
regulación económica del servicio público de transporte remunerado de personas modalidad taxi” 

ACUERDO 03-56-2015 “Metodología para la Fijación Ordinaria de Tarifas para el Servicio de Transporte 
Remunerado de Personas, Modalidad Autobús” 

    

    

    

SECTOR ENERGÍASECTOR ENERGÍASECTOR ENERGÍASECTOR ENERGÍA    

    
 “Metodología tarifaria extraordinaria para ajustar las tarifas del servicio de electricidad, producto de 
variaciones en el gasto de consumo de combustibles utilizados para generación térmica” 

“Modelos para la determinación de tarifas tope de referencia para plantas nuevas de generación privada 
eólicas e hidroeléctricas”. 

Modelo Tarifario Ordinario y Extraordinario para fijar el precio de los combustibles derivados de los 
hidrocarburos en planteles de distribución y al consumidor final” 

“Metodología para el ajuste extraordinario de las tarifas del servicio de electricidad producto de variaciones 
en el costo de los combustibles (CVC) utilizados en la generación térmica para el consumo nacional”  

ACUERDO 04-34-2012 “Metodología tarifaria ordinaria para fijar el margen de las estaciones de servicio que 
expenden combustibles derivados de los hidrocarburos, excluidas las estaciones de servicio para 
aeronaves”.  

ACUERDO 02-53-2012 “Propuesta de modificación de la metodología para el ajuste extraordinario de las 
tarifas del servicio de electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles (CVC) utilizados 
en la generación térmica para el consumo nacional”   

ACUERDO 09-15-2013   Reglamento de armonización regulatoria entre el mercado nacional y el mercado 
eléctrico de América Central.  

ACUERDO 02-48-2013 “Propuesta de modificación de las metodologías de fijación de tarifas para 
generadores privados de energía eléctrica con recursos renovables”  

ACUERDO 02-75-2013 “Reglamento de Detalle de Desarrollo de los Procesos Comerciales, Operativos y de 
Planificación de la Armonización Regulatoria entre el Mercado Eléctrico Nacional y el Mercado Eléctrico 
Regional”.  
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ACUERDO 09-75-2013 Proyecto de norma técnica denominada “Planeación, Operación y Acceso al Sistema 
Eléctrico Nacional (AR-NT-POASEN)  

ACUERDO 05-88-2013 Propuesta de norma técnica denominada “Planeación, Operación y Acceso al 
Sistema Eléctrico Nacional (AR-NT-POASEN).  

ACUERDO 03-37-2014 “Modificación de Metodología de Fijación de Tarifas para los Generadores Privados 
de Energía Eléctrica con Recursos Renovables” 

ACUERDO 02-53-2014 Norma técnica denominada “Supervisión de la calidad del suministro eléctrico en 
baja y media tensión (AR-NT-SUCAL)” 

ACUERDO 03-53-2014 Norma técnica denominada “Supervisión de la comercialización del suministro 
eléctrico en baja y media tensión (AR-NT-SUCOM)” 

ACUERDO 04-53-2014 Norma técnica denominada “Supervisión del uso, funcionamiento y control de 
contadores de energía eléctrica y laboratorios de verificación (AR-NT-SUMEL)” 

ACUERDO 05-53-2014 Norma técnica denominada Supervisión de la instalación y equipamiento de 
acometidas eléctricas” (AR-NT-SUINAC-2014). 

ACUERDO 06-53-2014 Norma técnica denominada “Planeamiento, operación y acceso al Sistema eléctrico 
Nacional (AR-NT-POASEN)” 

ACUERDO 06-56-2014 “Metodología para fijar el precio de liquidación de la energía entregada al Sistema 
Eléctrico Nacional (SEN), por parte de los micro y minigeneradores adscritos a la norma POASEN. 

ACUERDO 08-62-2014 Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de distribución de energía eléctrica 
brindado por operadores públicos y cooperativas de electrificación rural 

ACUERDO 09-62-2014 Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de transmisión de energía eléctrica en 
operadores públicos 

ACUERDO 10-62-2014 “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de generación de energía eléctrica 
brindado por operadores públicos cooperatevas de electrificación rural” 

ACUERDO 04-64-2014 Metodología de fijación del precio o cargo por acceso a las redes de distribución de 
generadores a pequeña escala para autoconsumo que se integren al Sistema Eléctrico Nacional (SEN) con 
fundamento en la norma AR-NT-POASEN. 

ACUERDO 05-64-2014 “Metodología de fijación del precio o cargo básico por interconexión de generadores 
a pequeña escala para autoconsumo con el Sistema Eléctrico Nacional (SEN) con fundamento en la norma 
POASEN” 

ACUERDO 05-68-2014 Metodología para la Determinación de Tarifas de Referencia para Plantas de 
Generación Privada Solares Fotovoltaicas Nuevas. 

ACUERDO 09-71-2014 Norma técnica denominada AR-NT-SUCAL “Supervisión de la calidad del suministro 
eléctrico en baja y media tensión” 

ACUERDO 11-71-2014 Norma técnica denominada Norma AR-NT-SUMEL “Supervisión del uso, 
funcionamiento y control de medidores de energía eléctrica y laboratorios de calibración y ensayo” 

ACUERDO 13-71-2014 Norma técnica denominada AR-NT-SUINAC "Supervisión de la instalación y 
equipamiento de acometidas eléctricas" 
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ACUERDO 15-71-2014 Norma técnica denominada AR-NT-SUCOM "Supervisión de la comercialización del 
suministro eléctrico en baja y media tensión" 

ACUERDO 09-01-2015 Propuesta de modificación a los artículos 
3,10,11,15,17,18,26,27,34,36,39,41,42,45,123,126,131,132,136,137,138,139,152,154,155,157,159,170,178 
y el Anexo A “Planeamiento, operación y acceso al sistema eléctrico nacional" (POASEN) 

ACUERDO 10-04-2015  Metodología tarifaria ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los 
combustibles derivados de los hidrocarburos en planteles de distribución y al consumidor final   

ACUERDO 05-12-2015 Modificación de las metodologías de fijación de tarifas para generadores privados de 
energía eléctrica con recursos renovables”. 

ACUERDO 09-13-2015 “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de distribución de energía eléctrica 
brindado por operadores públicos y cooperativas de electrificación rural” 

ACUERDO 11-13-2015   “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de transmisión de energía eléctrica 
en operadores públicos” 

ACUERDO 13-13-2015 “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de generación de energía eléctrica 
brindado por operadores públicos y cooperativas de electrificación rural”  

ACUERDO 05-20-2015 “Modificación de la Metodología de fijación del precio o cargo por acceso a las redes 
de distribución de generadores a pequeña escala para autoconsumo que se integren al Sistema Eléctrico 
Nacional (SEN) con fundamento en la norma AR-NT-POASEN” 

ACUERDO 07-23-2015 Propuesta de modificación a artículos de las normas AR-NT-SUINAC, AR-NT-
SUCOM, AR-NT-SUCAL y AR-NT-SUMEL. 

ACUERDO 10-34-2015 “Metodología tarifaria ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los  
combustibles derivados de los hidrocarburos en planteles de distribución y al consumidor final” 

ACUERDO 05-58-2015 Modificación de artículos de las normas técnias de POASEN y SUCON, así como 
propuesta de “Metodología de fijación para la tarifa de acceso a las redes de distribución por parte del 
productor-consumidor”.  

ACUERDO 06-17-2016 “Metodología ordinaria y extraordinaria para la determinación de tarifas de referencia 
para plantas de generación eléctrica mediante residuos sólidos municipales (RSM)”, 

ACUERDO 06-19-2016 Propuesta de metodología ordinaria y extraordinaria para fijar el margen de 
comercialización a las estaciones de servicio terrestres, con punto fijo de venta, que expenden combustibles 
derivados de los hidrocarburos. 
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SECTOR TELECOMUNICACIONES 

ACUERDO 02-42-2015 “Reglamento sobre el uso compartido de infraestructura para el soporte de redes 
públicas de telecomunicaciones”. 

ACUERDO 03-42-2015 “Reglamento sobre el uso compartido de infraestructura para redes internas de 
telecomunicaciones”. 

 

Nota: Algunas propuestas metodológicas y reglamentarias han sido sometidas a diferentes consultas, como 
resultado de las oposiciones o coadyuvancias presentadas en las audiencias públicas.. 
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APÉNDICE 2APÉNDICE 2APÉNDICE 2APÉNDICE 2    
METODOLOGÍAS Y NORMAS TÉCNICAS METODOLOGÍAS Y NORMAS TÉCNICAS METODOLOGÍAS Y NORMAS TÉCNICAS METODOLOGÍAS Y NORMAS TÉCNICAS     

APROBADAS O REFORMADASAPROBADAS O REFORMADASAPROBADAS O REFORMADASAPROBADAS O REFORMADAS    

JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010----ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016    

    

SECTOR ENERGIASECTOR ENERGIASECTOR ENERGIASECTOR ENERGIA    
“Metodología tarifaria de referencia para plantas de generación privada hidroeléctricas nuevas”: 

“Modelo y estructura de costos de una planta de generación de electricidad con biomasa distinta de bagazo de caña y 

su fórmula de indexación” 

“Modelo para la Determinación de Tarifas de Referencia para Plantas de Generación Privada Eólicas Nuevas”  

ACUERDO 05-19-2012 Establecer la siguiente: “Metodología para el ajuste extraordinario de las tarifas del servicio de 

electricidad, producto de variaciones en el costo de los combustibles (CVC) utilizados en la generación térmica para 

consumo nacional”. 

ACUERDO 05-85-2012 Modificar el primer párrafo del apartado 6 del Por Tanto I de la resolución RJD-017-2012 del 19 

de marzo de 2012 “Metodología para el ajuste extraordinario de las tarifas del servicio de electricidad, producto de 

variaciones en el costo de los combustibles (CVC) utilizados en la generación térmica para consumo nacional” 

ACUERDO 10-41-2013  Emitir el “Reglamento de armonización regulatoria entre el mercado eléctrico nacional y el 

mercado eléctrico de América Central” 

ACUERDO 01-02-2014 Emitir el “Reglamento de Detalle de Desarrollo de los Procesos Comerciales, Operativos y de 

Planificación de la Armonización Regulatoria entre el Mercado Eléctrico Nacional y el Mercado Eléctrico Regional” 

ACUERDO 09-13-2014 Modificar las metodologías de fijación de tarifas para generadores privados de energía 

eléctrica con recursos renovable. 

ACUERDO 01-19-2014 Aprobar la norma técnica denominada Planeación, Operación y Acceso, al Sistema 

Eléctrico Nacional AR-NT-POASEN, con fundamento en lo señalado en el criterio 193-DGAJR-2014 y la 

propuesta remitida mediante el oficio 0021-CAHMNE-2014. 

ACUERDO 08-04-2015 Aprobar la “Metodología para fijar el precio de liquidación de la energía entregada al 

Sistema Eléctrico Nacional (SEN), por parte de los micro y mini generadores adscritos a la norma POASEN”. 

ACUERDO 07-08-2015 Aprobar la “Metodología de fijación del precio o cargo por acceso a las redes de 

distribución de generadores a pequeña escala para autoconsumo que se integren al Sistema Eléctrico 

Nacional (SEN) con fundamento en la norma AR-NT-POASEN. 

ACUERDO 08-08-2015 Aprobar la “Metodología de fijación del precio o cargo básico por interconexión de 

generadores a pequeña escala para autoconsumo con el Sistema Eléctrico Nacional (SEN) con fundamento 

en la norma POASEN. 

ACUERDO 02-11-2015 Emitir la “Metodología para determinación de tarifas de referencia para plantas de 
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generación privada solares fotovoltaicas nuevas”. 

ACUERDO 08-17-2015 Aprobar la norma técnica regulatoria denominada "Supervisión del uso, funcionamiento y 

control de medidores de energía eléctrica" AR-NT-SUMEL,  

ACUERDO 09-17-2015 Aprobar la norma técnica regulatoria denominada "Supervisión de la calidad del suministro 

eléctrico en baja y media tensión" AR-NT-SUCAL, 

ACUERDO 10-17-2015 Aprobar la norma técnica denominada "Supervisión de la instalación y equipamiento de 

acometidas eléctricas” AR-NT-SUINAC,  

ACUERDO 11-17-2015 Aprobar la norma técnica regulatoria denominada “Supervisión de la comercialización del 

suministro eléctrico en baja y media tensión" AR-NT-SUCOM,  

ACUERDO 04-24-2015 Aprobar la modificación de los artículos: 3, 10, 11, 15, 17, 18, 26, 27, 34, 36, 39, 41 , 42, 45, 123, 

126, 131, 132, 136, 137, 138, 139, 152, 154, 155, 157, 159, 170, 178 y al Anexo A de la norma técnica AR-NT-POASEN. 

ACUERDO 04-35-2015 Aprobar la “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de distribución de energía eléctrica 

brindado por operadores públicos y cooperativas de electrificación rural” 

ACUERDO 05-35-2015 Aprobar la “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de transmisión de energía eléctrica 

en operadores públicos” 

ACUERDO 06-35-2015 Aprobar la “Metodología tarifaria ordinaria para el servicio de generación de energía eléctrica 

brindado por operadores públicos y cooperativas de electrificación rural” 

ACUERDO 08-46-2015 Aprobar la modificación a los artículos 2, 4, 11, 12, 13, 17, 23, 26, 27, 29, 33, 36, 37, 61, 62, 65, 

71, 84, 85, 93 y el Anexo II de la norma técnica denominada “Supervisión de la calidad del suministro eléctrico en baja y 

media tensión” AR-NT-SUCAL,  

ACUERDO 09-46-2015 Aprobar la modificación de los artículos 12, 13, 18, 20, 21, 22, 24, 40, 50 y 59 de la norma 

técnica denominada "Supervisión del uso, funcionamiento y control de medidores de energía eléctrica" AR-NT-SUMEL,  

ACUERDO 10-46-2015 Aprobar la modificación de los artículos 1, 4, 8, 9, 11, 12, 14, 18, 21, 24, 25, 28 y 31 de la norma 

técnica denominada "Supervisión de la instalación y equipamiento de acometidas eléctricas” AR-NT-SUINAC,  

ACUERDO 11-46-2015 Aprobar la modificación de los artículos 8, 10, 15, 21, 23, 26, 28, 30, 32, 37, 38, 39, 43, 44, 45, 

48, 49, 50, 51, 52, 57, 65, 66, 68, 123 y 124 de la norma técnica denominada “Supervisión de la comercialización del 

suministro eléctrico en baja y media tensión" AR-NT-SUCOM 

ACUERDO 06-49-2015 Aprobar la “Metodología tarifaria ordinaria y extraordinaria para fijar el precio de los 

combustibles derivados de los hidrocarburos en planteles de distribución y al consumidor final”,  

ACUERDO 06-10-2016 Ajustar la norma AR-NT-POASEN “Planeación, Operación y Acceso al Sistema Eléctrico Nacional”, 

según el detalle que se presenta, la norma AR-NT-SUCOM .Derogar la resolución RJD-018-2015.Derogar la resolución 

022-RJD-2015. Aprobar la propuesta de “Metodología de fijación para la tarifa de acceso a las redes de distribución por 

parte del productor-consumidor”. 

    

SECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTESECTOR TRANSPORTE    
ACUERDO 01-90-2012 Establecer como procedimiento metodológico correspondiente al “Modelo de ajuste 

extraordinario para el servicio de transporte remunerado de personas modalidad autobús”: 
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ACUERDO 01-41-2014 Establecer el siguiente procedimiento metodológico correspondiente al “Modelo para 

el  Establecimiento de Precios de Referencia para el Servicio de Transporte de Estudiantes en Rutas que 

Contrata el Ministerio de Educación Pública, bajo la Modalidad de Servicios Adjudicados” 

ACUERDO 06-64-2014 Emitir la modificación del por tanto I, capítulo V: Procedimiento extraordinario de 

fijación, sección primera, punto a. Tarifa Banderazo, de la resolución RRG-4199-2004, “Modelo de 

Regulación Económica del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas Modalidad Taxi.  

ACUERDO 03-66-2014 Aprobar la “Metodología para la Aprobación de las Tarifas de Peajes Administrados 

por el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI)” presentada según oficio 08-CAMTP-2014. 

ACUERDO 04-12-2016 Aprobar la “Metodología para fijación ordinaria de tarifas para el servicio remunerado de 

personas, modalidad autobús”.   

    

SECTOR AGUASECTOR AGUASECTOR AGUASECTOR AGUA    
ACUERDO 09-57-2014 Emitir la metodología regulatoria denominada “Modelo regulatorio para las tarifas de 

suministro de agua en el distrito de riego Arenal Tempisque (DRAT) del Servicio Nacional de Aguas 

Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA)”. 

ACUERDO 06-15-2016 Aprobar la reforma al “Reglamento Técnico Prestación de los Servicios de Acueducto, 

Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013”, en lo sucesivo “Reglamento Técnico Prestación de los Servicios 

de Acueducto, Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2015”,   
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APÉNDICE 3APÉNDICE 3APÉNDICE 3APÉNDICE 3    

REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS APROBADOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS APROBADOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS APROBADOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS APROBADOS     

JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010----ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016    
ACUERDO 007-025-2010 Modificar el artículo 18 del Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y sus Funcionarios”, de forma tal que su 

texto se lea como se copia a continuación: 

ACUERDO 002-039-2010 Modificar el título del artículo 50 del “Reglamento Interno de Organización y Funciones de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados”, de forma tal que se lea así: “Artículo 

50.—Transitorio I”. 

ACUERDO 006-040-2010 Aprobar, de conformidad con el texto que se transcribe a continuación, el  “Procedimiento de 

nombramientos interinos de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados”. 

ACUERDO 005-042-2010 Aprobar la modificación al “Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados” en lo que se refiere a la SUTELcon los ajustes 

sugeridos en esta oportunidad a los artículos 21, 22 y 24, el cual se transcribe a continuación. 

Modificar el Transitorio II del Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y sus órganos desconcentrados 

Modificar el artículo 37 del Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y sus Funcionarios (RAS). 

Aprobar la reforma del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF), con el objeto de que la SUTEL asuma sus propias funciones 

administrativas y de apoyo. 

Modificar el Transitorio II del Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y sus órganos desconcentrados 

Dictar el presente “Reglamento interno de contratación administrativa de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos”. 

Modificar los artículos 3, 4, 5, 8 y 10 del Reglamento para el nombramiento de los(las) miembros del Consejo de la 

Superintendencia de Telecomunicaciones. 

Modificar el Transitorio II del Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y sus órganos desconcentrados. 

Aprobar el Reglamento de sesiones de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 

ACUERDO 05-15-2012 Modificar el inciso 5. del artículo 8° del Reglamento de Sesiones de Junta Directiva, aprobado 

mediante acuerdo 07-75-2011, artículo 8 de la sesión 075-2011, del 14 de diciembre del 2011, ratificado en la sesión 

77-2011 del 21 de diciembre del 2011. 

ACUERDO 04-22-2012 Realizar un cambio de nomenclatura en el Reglamento Interno de Organización y Funciones de 

la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF) de la siguiente manera: 

ACUERDO 07-44-2012 Modificar el párrafo final del Transitorio II del Reglamento Interno de Organización y Funciones 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados, de manera que se lea de la 
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siguiente forma: “Esta medida transitoria rige a partir del 1° de julio del 2012 y hasta el 31 de diciembre del 2012.”  

ACUERDO 03-050-2012 Aprobar el Marco Normativo de la Gestión de Riesgos (SEVRI) de la ARESEP, que incluye el 

“Marco Orientador”, “Ambiente de Apoyo”, “Recursos”, “Sujetos Interesados” y “Herramienta para la información de 

la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, con las observaciones del señor Auditor Interno. 

ACUERDO 09-96-2012 Modificar el artículo 1 del Procedimiento de Viáticos por Excepción para la Atención de Asuntos 

Judiciales 

ACUERDO 02-100-2012 Modificar el párrafo final del Transitorio III del Reglamento interno de organización y funciones 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus órganos desconcentrados 

ACUERDO 01-16-2013   Aprobar el “Reglamento interno de gastos de alimentación para las sesiones de la Junta 

Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”  

ACUERDO 08-23-2013 Derogar el artículo 11 del Reglamento del Archivo Central aprobado mediante acuerdo 007-080-

98 de sesión ordinaria 080-98.  

ACUERDO 04-30-2013 Aprobar el “Procedimiento para llenar plazas vacantes por concurso abierto de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados” 

ACUERDO 03-38-2013 Reformar el artículo 19 del RAS. 

ACUERDO 01-42-2013 “Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y su órgano desconcentrado” 

ACUERDO 03-54-2013 Aprobar la Política de Calidad de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y los 

objetivos relativos a la calidad de los servicios que presta la entidad, así como los mecanismos para la evaluación de los 

resultados obtenidos.  

ACUERDO 01-64-2013 Reformar parcialmente el Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y sus Funcionarios (RAS) 

ACUERDO 10-70-2013   Dictar el Reglamento de Carrera Profesional, de conformidad con la versión remitida por la 

Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria  

ACUERDO 05-86-2013  “Reglamento para el cálculo, distribución, cobro y liquidación de cánones”. 

ACUERDO 05-87-2013   “Reglamento de la Contraloría de Servicios de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos”.  

ACUERDO 10-01-2014 Emitir el Reglamento para el uso de las instalaciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y su órgano desconcentrado, cuyo texto se copia continuación: 

ACUERDO 07-10-2014 Aprobar el siguiente Código de Ética. 

ACUERDO 10-13-2014 Aprobar el “Reglamento para la administración y el uso de los espacios para estacionamiento en 

las instalaciones que ocupe la ARESEP (RAUDE)”. 

ACUERDO 04-35-2014 Aprobar la siguiente reforma parcial al “Reglamento para el cálculo, distribución, cobro y 

liquidación de cánones” 
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ACUERDO 05-35-2014 Aprobar la siguiente reforma parcial al Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio 

entre la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, su Órgano Desconcentrado y sus Funcionarios 

ACUERDO 06-35-2014 Aprobar la siguiente reforma parcial al Reglamento Interno de Contratación Administrativa de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (RICA) 

ACUERDO 02-37-2014 Aprobar el “Reglamento para la Aprobación del Proyecto de Cánones del Consejo de Transporte 

Público” 

ACUERDO 04-45-2014 Solicitar a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, elevar una propuesta de 

reforma al inciso 3, artículo 5, del Reglamento de Sesiones de Junta Directiva, conforme a los comentarios y 

observaciones formuladas por la directora Sylvia Saborío Alvarado.  

ACUERDO 05-49-2014 Aprobar la propuesta de reforma parcial al Reglamento Interno de Organización y Funciones de 

la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano desconcentrado (RIOF).  

ACUERDO 04-54-2014 Emitir el Reglamento del Registro Nacional de Telecomunicaciones. 

ACUERDO 05-54-2014 Emitir el reglamento técnico denominado “Prestación de los Servicios de Acueducto, 

Alcantarillado Sanitario e Hidrantes, AR-PSAYA-2013”, remitido según oficios 0643-2014 y 0648-IA-2014.  

ACUERDO 11-61-2014 Aprobar la política de disfrute de vacaciones de los funcionarios de la Autoridad Reguladora de 

los Servicios Públicos y de los funcionarios de su órgano desconcentrado (Sutel).  

ACUERDO 05-66-2014 Aprobar el Reglamento para la Administración y Prestación de Servicios de Transportes en la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano Desconcentrado (Reglamento de Transportes)”…. 

ACUERDO 03-67-2014 Aprobar el Reglamento de Rendición de Cauciones a favor de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado, cuyo texto se copia a continuación (..) 

ACUERDO 20-71-2014 Aprobar la propuesta de Reglamento para el uso de los recursos de tecnologías de información 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano desconcentrado, (RUTI), tal y como se transcribe a 

continuación … 

ACUERDO 11-02-2015 Reformar el artículo 5, inciso 3) del Reglamento de Sesiones de Junta Directiva, en cumplimiento 

del acuerdo 04-45-2014, del acta de la sesión 45-2014 del 31 de julio de 2014, de manera que se lea: 

ACUERDO 09-10-2015 Aprobar el siguiente Reglamento de Tesorería de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos (RETI).    

ACUERDO 08-21-2015 Aprobar el Reglamento de Caja Chica de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 

ACUERDO 05-23-2015 Aprobar la «Metodología de valoración y estimación de procesos judiciales instaurados contra la 

Aresep»  

ACUERDO 09-47-2015 Aprobar la modificación parcial al Reglamento para la Administración y el Uso de los Espacios 

para Estacionamiento (RAUDE), de los artículos 8, 9, 10, 11, 15, 16 y Transitorios, según sigue: 

ACUERDO 03-60-2015 Aprobar la siguiente Modificación al artículo 36 del Reglamento Autónomo de las Relaciones de 

Servicio entre la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, su Órgano Desconcentrado y sus Funcionarios:   

ACUERDO 04-06-2016 Aprobar el Reglamento de Teletrabajo para la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y 
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su Órgano Desconcentrado”   

ACUERDO 05-14-2016 Aprobar el "Reglamento para el Control de la Propiedad, Planta y Equipo y Activos Intangibles de 

la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado”, cuyo texto se copia a continuación: 
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APÉNDICE 4APÉNDICE 4APÉNDICE 4APÉNDICE 4    

REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS     

REMITIDOS PARA CONSULTA REMITIDOS PARA CONSULTA REMITIDOS PARA CONSULTA REMITIDOS PARA CONSULTA     

JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010JULIO 2010----ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016ABRIL 2016    
 

 

ACUERDO 006-025-2010 Propuesta de modificación al literal a), Artículo 6 del “Reglamento Autónomo de las 

Relaciones de Servicio entre la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y sus 

funcionarios” 

ACUERDO 007-055-2010 “Requisitos de admisibilidad para plantear una queja en la Autoridad Reguladora de los 

Servicio Públicos”:  

Procedimiento para el reconocimiento de viáticos por excepción 

Propuesta de modificación del artículo 37 del Reglamento Autónomo de las relaciones de servicio de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y sus Funcionarios, para que en adelante se lea: 

Reformas al Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y 

sus Órganos Desconcentrados (RIOF), con el objeto de que SUTEL asuma sus propias funciones administrativas y de 

apoyo 

Consulta pública propuesta de “Reglamento Interno de Contratación Administrativa de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos”  

ACUERDO 04-57-2012  Modificación al numeral 1 del “Procedimiento para el reconocimiento de viáticos por excepción 

para la atención de asuntos judiciales”, cuando los funcionarios tengan que desplazarse a cumplir con audiencias, 

trámites o diligencias relacionadas con procesos judiciales, donde la Autoridad Reguladora  sea parte o tenga interés 

en ellos y dentro de los supuestos de la norma apuntada. 

ACUERDO 13-99-2012  “Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y sus órganos desconcentrados”: 

ACUERDO 06-11-2013  Reforma del artículo 19 del Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus órganos desconcentrados y sus funcionarios (RAS),   

ACUERDO 09-11-2013 “Código de Ética”. 

ACUERDO 06-49-2013 “Reglamento para el uso de las instalaciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos”. 

ACUERDO 03-50-2013 "Reforma parcial al Reglamento Autónomo de las relaciones de servicio entre la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, su órgano desconcentrado y sus funcionarios". 

ACUERDO 05-52-2013 “Reglamento para el cálculo, distribución, cobro y liquidación de cánones” 

ACUERDO 05-58-2013 "Reglamento de Carrera Profesional de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su 

órgano desconcentrado". 
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ACUERDO 03-67-2013 "Reglamento para la administración y el uso de los espacios para estacionamiento en las 

instalaciones que ocupe la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos” (RAUDE), y los estudios, criterios o informes 

que la sustentan, a efectos de que esté disponible para los interesados. 

ACUERDO 07-86-2013   Apartados XII) Resolución de Conflictos éticos, XIII) Divulgación y aplicación del Código de Ética 

y XIV) Compromiso al Código de Ética, de la propuesta remitida a Junta Directiva mediante oficio 922-RG-2013 del 14 

de noviembre de 2013  

ACUERDO 02-19-2014 " Reglamento para la Administración y Prestación de Servicios de Transportes en la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado "., remitida a la Junta Directiva mediante el oficio 

165-DGO-2014 de la Dirección General de Operaciones, a efectos de que esté disponible para los interesados. 

ACUERDO 12-21-2014 “Reglamento para la aprobación del proyecto de cánones del Consejo de Transporte Público que 

es competencia de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, y la información complementaria que la 

sustentan, a efectos de que esté disponible para los interesados. 

ACUERDO 02-22-2014 Reforma parcial al “Reglamento aprobación de los proyectos de cánones de regulación de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP) y de la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) por 

parte de la Contraloría General de la República (R-2-2012-DC-DFOE)” 

ACUERDO 04-22-2014 “Reforma Parcial al Reglamento de Contratación Administrativa de la Autoridad Reguladora de 

los Servicios Públicos y Otras Disposiciones Reglamentarias” 

ACUERDO 07-47-2014 “Reglamento de rendición de garantías de fidelidad a favor de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos”. 

ACUERDO 09-64-2014 “Plan Institucional de Simplificación de Trámites y Mejora Regulatoria de la ARESEP para el año 

2015”. 

ACUERDO 13-64-2014 “Propuesta de Reglamento para el Control de Activos Fijos de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado (RECAF)” 

ACUERDO 06-66-2014 “Reglamento de Tesorería de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (RETI)”. 

ACUERDO 07-66-2014 "Reglamento de audiencias y consultas públicas". 

ACUERDO 19-71-2014 RAUDE. 

ACUERDO 12-02-2015 “Reglamento de Caja Chica” 

ACUERDO 09-25-2015 Propuesta de reforma al artículo 36 del RAS y ampliación de la normativa del RAS respecto a la 

remuneración de vacaciones.  

ACUERDO 11-47-2015 “Reglamento para el Control de la Propiedad, Planta y Equipo y Activos Intangibles de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado”. 

ACUERDO 05-53-2015 “Reglamento para aplicación del teletrabajo en  la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y su Órgano Desconcentrado” 

ACUERDO 03-57-2015 “Plan Institucional de Simplificación de Trámites y Mejora Regulatoria de la ARESEP para el año 

2016” 

ACUERDO 06-63-2015 “Reglamento de Organización y Funciones de la Auditoría Interna”. 
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ACUERDO 02-01-2016 Modificación al artículo 55 del “Reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicio entre la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, su Órgano Desconcentrado y sus Funcionarios” 

ACUERDO 07-10-2016 Reglamento Interno de Contratación Administrativa (RICA). 

ACUERDO 08-10-2016 “Reglamento para la aprobación de variaciones al presupuesto de la Autoridad Reguladora de 

los Servicios Públicos”: 

ACUERDO 04-14-2016 Propuesta de modificación al "Reglamento de Caja Chica de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos” 
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APÉNDICE 5APÉNDICE 5APÉNDICE 5APÉNDICE 5    

ASUNTOS PRESUPUESTARIOS ASUNTOS PRESUPUESTARIOS ASUNTOS PRESUPUESTARIOS ASUNTOS PRESUPUESTARIOS     

DURANTE EL PERÍODO 2010DURANTE EL PERÍODO 2010DURANTE EL PERÍODO 2010DURANTE EL PERÍODO 2010----2016201620162016    
 

 

PROYECTO DE CÁNONES 

 

SESIÓN 26-2011. ARTÍCULO 3.  Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Gerencia 

General adjunto al oficio 133-GG-2011 del 14 de abril del 2011, el Proyecto de Cánones del 2012 de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 

ACUERDO 05-26-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación distribuida por la Gerencia General 

y con los ajustes sugeridos en esta oportunidad, el Proyecto de Cánones del 2013 de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, en los siguientes términos: 

ACUERDO 02-30-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación distribuida por la Gerencia General 

y con los ajustes sugeridos en esta oportunidad, el Proyecto de Cánones del 2014 de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos. 

ACUERDO 06-20-2014 Aprobar, de conformidad con la información remitida por la Dirección General de 

Estrategia y Evaluación mediante oficio 056-DGEE-2014 del 3 de abril de 2014, el Proyecto de Cánones del 

2015 de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por medio del cual se indica que los recursos 

para financiar los egresos totales son por un monto de ₡17.406,3 millones y que el canon neto de 

Regulación es de ¢12.276,2 millones, los cuales se distribuyen según actividad regulada de la siguiente 

manera: (…) 

 

ESTADOS FINANCIEROS 

 

ACUERDO 005-023-2010 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto a los oficios 341-GG-2010 

del 6 de julio de 2010 y 555-DAF-2010 del 2 de julio del 2010, respectivamente, de la Gerencia General y la Dirección 

Administrativa Financiera los Estados Financieros al  31 de marzo del 2010. 

ACUERDO 003-044-2010  Aprobar los Estados Financieros al 30 de junio del 2010 de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos. 

ACUERDO 001-009-2011 “Aprobar los Estados Financieros al 30 de setiembre  de 2010”. 

ACUERDO 003-011-2011 Aprobar  los estados financieros y la ejecución presupuestaria de la Autoridad Reguladora de 

los Servicios Públicos, al 31 de diciembre del 2010. 
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SESIÓN 41.2015 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección Administrativa 

Financiera en su oficio 553-DAF-2011 /13665 del 15 de junio del 2011, los Estados Financieros de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de marzo del 2011. 

SESIÓN 45.2011.  Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto a los oficios 313-GG-2011 del 18 de 

julio del 2011, 716-DAF-2011 y 717-DAF-2011 de la Dirección Administrativa Financiera, los Estados Financieros y la 

Ejecución Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de junio del 2011. 

ACUERDO  06-067-2011 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera en sus oficios 1177-DAF-2011 y  1183-DAF-2011, ambos del 25 de octubre del 2011, los 

Estados Financieros y la Ejecución Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de 

setiembre del 2011. 

ACUERDO 02-09-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 173-DAF-2012 /3515 del 8 de febrero del 2012 y el oficio de la Gerencia 

General 050-GG-2012 del 10 de febrero del 2012, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, al 31 de diciembre del 2011. 

ACUERDO 03-41-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación enviada al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera en su oficio 659-DAF-2012 del 23 de mayo del 2012, los Estados Financieros de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos al 31 de marzo  de 2012 

ACUERDO 08-59-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto al  oficio 927-DAF-2012, del 16 

de julio del 2012, de la Dirección Administrativa Financiera, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, al 30 de junio del 2012. 

ACUERDO 07-87-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera, en el oficio 1651-DAF-2012, del 18 de octubre de 2012, los Estados Financieros de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de setiembre de 2012.  

ACUERDO 07-08-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 177-DAF-2013 del 31 de enero de 2013 y el oficio de la Gerencia General 

063-GG-2013 del 1° de febrero de 2013, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 

31 de diciembre del 2012.  

ACUERDO 14-32-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación enviada al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera en su oficio 681-DAF-2013/10294 del 18 de abril de 20132, los Estados Financieros de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de marzo del 2013. 

ACUERDO 05-74-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 1976-DAF-2012 del 15 de octubre de 2013, los Estados Financieros de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de setiembre de 2013.  

ACUERDO 02-06-2014 Dar por recibida la presentación de la firma Moore Stephens en relación con los 

Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de diciembre de 2012, 

conforme a los oficios 258-DGO-2013 del 20 de diciembre de 2013 y 2160-DAF-2013 de 22 de noviembre 

de 2013. 

ACUERDO 03-09-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto a los oficios 081-DGO-2014 y 257-DAF-2014, ambos del 6 de febrero de 

2014, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de diciembre de 
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2013.  

ACUERDO 05-25-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección 

Administrativa Financiera mediante los oficios 302-DGO-2014 y 688-DAF-2014, ambos de 25 de abril de 

2014, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de marzo de 2014. 

ACUERDO 05-42-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección 

Administrativa Financiera mediante los oficios 458-DGO-2014 y 1154-DAF-2014, ambos del 15 de julio de 

2014, los Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de junio de 2014. 

ACUERDO 06-62-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección de 

Finanzas adjunto a los oficios 705-DGO-2014 y 1574-DF-2014, ambos del 15 de octubre de 2014, los 

Estados Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de setiembre de 2014.  

ACUERDO 06-04-2015 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 062-DGO-2015, del 3 de febrero de 2015, los Estados 

Financieros de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, correspondientes al 31 de diciembre de 

2014.  
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INFORMES DE EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA  

 

ACUERDO 004-023-2010 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto a los oficios 334-GG-2010 

del 1 de julio de 2010 y 504-DAF-2010 del 17 de junio del 2010, respectivamente, de la Gerencia General y la Dirección 

Administrativa Financiera la Ejecución Presupuestaria al 31 de marzo del 2010. 

ACUERDO 003-031-2010 Aprobar la ejecución presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos  al 

30 de junio de 2010. 

ACUERDO 002-009-2011 “Aprobar la Ejecución Presupuestaria al 30 de setiembre  de 2010”. 

SESIÓN 45-2011. Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto a los oficios 281-GG-2010 y 620-

DAF-2011, ambos del 28 de junio del 2011, respectivamente, de la Gerencia General y la Dirección 

Administrativamente  y Financiera, la Ejecución Presupuestaria al 31 de marzo del 2011. 

ACUERDO 03-09-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 181-DAF-2012 /82143 del 10 de febrero del 2012 y al oficio de la Gerencia 

General 054-GG-2012 del 10 de febrero del 2012, el informe de Ejecución Presupuestaria de la Autoridad Reguladora 

de los Servicios Públicos, al 31 de diciembre del 2011. 

ACUERDO 04-41-2012 Aprobar de conformidad con la documentación enviada al efecto por la Dirección Administrativa 

Financiera, en su oficio 666-DAF-2012, del 25 de mayo del 2012, la Ejecución Presupuestaria de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos al 31 de marzo del 2012. 

ACUERDO 09-59-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida adjunto a los oficios 392-GG-2012 del 

19 de julio del 2012 y 946-DAF-2012, del 19 de julio del 2012 de la Dirección Administrativa Financiera, la Ejecución 

Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de junio del 2012. 

ACUERDO 03-86-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera en su oficio 1652-DAF-2012 del 18 de octubre de 2012, la Ejecución Presupuestaria de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 30 de setiembre del 2012. 

ACUERDO 08-08-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto al oficio 188-DAF-2013 del 31 de enero de 2013 y al oficio de la Gerencia General 

066-GG-2013 del 1° de febrero del 2013, el informe de Ejecución Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, al 31 de diciembre del 2012. 

ACUERDO 15-32-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección Administrativa 

Financiera en su oficio 697-DAF-2013/10445, del 19 de abril de 2013, la Ejecución Presupuestaria de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, al primer trimestre de 2013. 

ACUERDO 06-74-2013   Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección Administrativa 

Financiera mediante oficio 1977-DAF-2013 del 15 de octubre de 2013, la Ejecución Presupuestaria de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, al tercer trimestre de 2013.  

ACUERDO 04-09-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección Administrativa 

Financiera mediante los oficios 082-DGO-2014 y 259-DAF-2014, ambos del 6 de febrero de 2014, la Ejecución 

Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de diciembre de 2013.  
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ACUERDO 06-25-2014 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección 

Administrativa Financiera adjunto a los oficios 303-DGO-2014 y 690-DAF-2014, ambos del 25 de abril de 2014, el 

Informe Ejecución Presupuestaria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, al 31 de marzo de 2014. 

ACUERDO 07-04-2015 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida al efecto por la Dirección de Finanzas 

adjunto a los oficios 063-DGO-2015 y 205-DF-2015, ambos del 3 de febrero de 2014, la Ejecución Presupuestaria de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, correspondientes al 31 de diciembre de 2014.  

 

 

 

MODIFICACIONES PRESUPUESTARIAS 

 

ACUERDO 003-037-2010 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 0-2010 al 

Presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2010, por un monto neto de ¢145.901.379,60 

(ciento cuarenta y cinco millones, novecientos un mil trescientos setenta y nueve colones con 60/100), como se 

muestra en el anexo 4, del oficio 769-DAF-2010, del 23 de setiembre del 2010,  de la Dirección Financiera 

Administrativa. 

ACUERDO 005-051-2010 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 08-2010 al 

Presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2010, por un monto neto de ¢56.780.911,11 

(cincuenta y seis millones, setecientos ochenta mil novecientos once colones con 11/100), como se muestra en el 

anexo 4, del oficio 1021-DAF-2010, del 2 de noviembre del 2010,  de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 004-053-2010 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 9-2010 al 

Presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2010, por un monto neto de ¢201.657.681,83 

(doscientos un millones, seiscientos cincuenta y siete mil seiscientos ochenta y un colones con 83/100), como se 

muestra en el anexo 4, del oficio 1128-DAF-2010, del 2 de noviembre del 2010,  de la Dirección Administrativa 

Financiera. 

ACUERDO 001-054-2010 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 10-2010 al 

Presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2010, por un monto neto de ¢40.000.000,00 

(cuarenta millones de colones con 00/100), como se muestra en el anexo 4, del oficio 1153-DAF-2010, del 6 de 

diciembre del 2010, de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 005-008-2011 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 01-2011 al 

presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2011, por un monto neto de ¢87.289.000,00 

(ochenta y siete millones, doscientos ochenta y nueve mil colones con 00/100), como se muestra en el Anexo 4 del 

oficio 92-DAF-2011 de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 002-019-2011 Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 2-2011 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢78.200.000,00 

SESIÓN 27. ARTÍCULO 6. Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 3-2011 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢37.126.000,00  

SESIÓN 33-2011. Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 4-2011 al presupuesto de 

la Institución, por un monto neto de ¢177.560.826,80  
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SESIÓN 37-211 Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 5-2011 al presupuesto, por 

un monto de ¢71.235.783.65 

SESIÓN 40.2011 Aprobar La Modificación Interna 6-2011 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, por un monto de ¢1.030.720.000, 00 

ACUERDO 05-53-2011 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 7-2011 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢18.390.000.00  

ACUERDO 04-64-2011 Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 8-2011 al 

presupuesto de la Institución, por un monto de ¢72.642.000,00  

ACUERDO 05-66-2011 aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 9-2011 al 

presupuesto, por un monto de ¢3.840.000,00  

ACUERDO 06-069-2011 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 10-2011 al 

presupuesto de la Institución, por un monto de ¢ 44.801.000,00  

ACUERDO 04-73-2011 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación presupuestaria No. 11-2011 

al presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢66.868.406,20  

ACUERDO 06-09-2012 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 01-2012 al 

presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2012, por un monto neto de ¢200.569.429,10 

(doscientos millones quinientos sesenta y nueve mil cuatrocientos veintinueve con 10/100), como se muestra en el 

Anexo 4 del oficio 187-DAF-2012 de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 05-22-2012 Aprobar en la Modificación Interna 1-2012, la reclasificación de la disminución de la sub partida 

1.04.02 Servicios Jurídicos en sustitución de la subpartida 1.04.03 Servicios de Ingeniería de la Dirección de Servicios de 

Transporte, por un monto de ¢14.646.285,00 (catorce millones, seiscientos cuarenta y seis mil doscientos ochenta y 

cinco colones, con 00/100). 

ACUERDO 02-34-2012 Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 02-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ₡310.633.987,69 (trescientos diez millones seiscientos treinta y 

tres mil novecientos ochenta y siete colones con 69/100), como se muestra en el Anexo N° 4 del oficio de la Dirección 

Administrativa Financiera 542-DAF-2012/90817, cuyo nivel de partida es el siguiente: 

ACUERDO 05-63-2012 Aprobar, a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna 03-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢232.779.799,30 (doscientos treinta y dos millones seiscientos 

setecientos setenta y nueve mil setecientos noventa y nueve colones con 30/100). 

ACUERDO 08-73-2012 Aprobar la Modificación Presupuestaria 4-2012 por la suma de ¢ 405.630.351,57, según el 

detalle de los Anexos 1 y 2 del oficio de la Dirección Administrativa Financiera 1238-DAF-2012 del 4 de setiembre del 

2012. 

ACUERDO 08-75-2012 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 5-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto de ¢51.359.564,00, según el detalle de los Anexos 1 y 2 del oficio de la 

Dirección Administrativa Financiera 1227-DAF-2012 del 6 de setiembre del 2012. 

ACUERDO 01-83-2012 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna N° 6-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neta de ¢6.960.323,00 (seis millones novecientos sesenta mil trescientos 

veintitrés con 00/100), como se muestra en el Anexo N°. 4 del oficio de la Dirección Administrativa Financiera 1536-

DAF-2012 del 8 de octubre del 2012. 
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ACUERDO 08-87-2012 Aprobar, a nivel de subpartida, partida y programa, la Modificación Interna N° 07-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ₡72.873.726,00 (Setenta y dos millones, ochocientos setenta y 

tres mil setecientos veintiséis colones con 00/100), como se muestra en el detalle de los anexos No. 4, 4.1 y 4.2 del 

oficio No. 1665-DAF-2012 de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 06-94-2012 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Interna N° 8-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢18.955.000,00 (dieciocho millones novecientos cincuenta y cinco 

mil colones con 00/100), como se muestra en el Anexo N° 4 del oficio 1920-DAF-2012 de la Dirección Administrativa 

Financiera.  

ACUERDO 07-104-2012 Aprobar a nivel de subpartida, partida y programa, la Modificación Interna N°. 9-2012 al 

presupuesto de la Institución, por un monto de ¢25.000.000,00 (veinticinco millones de colones con 00/100), como se 

muestra en el Anexo N°. 4, del oficio 2198-DAF-2012,  del 20 de diciembre de 2012 de la Dirección Administrativa 

Financiera. 

ACUERDO 02-12-2013 Aprobar a nivel de subpartida, partida y programa, la modificación interna No. 1-2013, al 

presupuesto de la Institución, por un monto de ¢1.536.862.556,01 (mil quinientos treinta y seis millones ochocientos 

sesenta y dos mil quinientos cincuenta y seis colones con 01/100), como se muestra en el Anexo No.4 del oficio 248-

DAF-2013 de la Dirección Administrativa Financiera. 

ACUERDO 03-34-2013 Aprobar a nivel de subpartida, partida y programa, la Modificación Presupuestaria N°. 2-2013, al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ₡349.140.542,54 (trescientos cuarenta y nueve millones ciento 

cuarenta mil quinientos cuarenta y dos con 54/100) como se muestra en el Anexo N° 4, del oficio 762-DAF-2012 (sic) 

del 26 de abril de 2013, así como en el oficio 772-DAF-2013. 

ACUERDO 06-43-2013  Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna 3-2013 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ₡62.917.812.50 (sesenta y dos millones novecientos diecisiete mil 

ochocientos doce con 50/100) como se muestra en el Anexo N°.4, del oficio 959-DAF-2013 de la Dirección 

Administrativa Financiera. 

ACUERDO 04-52-2013 Aprobar a nivel de subpartida y programa, la Modificación Interna N° 04-2013, al presupuesto 

de la Institución, por un monto neto de ₡138.297.380,07 (ciento treinta y ocho millones, doscientos noventa y siete mil 

trescientos ochenta con 07/100), como se muestra en el Anexo 4, del oficio 1212-DAF-2013, de la Dirección de 

Finanzas. 

ACUERDO 03-61-2013 Aprobar, a nivel de subpartida, partida y programa, la Modificación Interna N° 05-2013 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢667.216.228,13 (Seiscientos sesenta y siete millones doscientos 

dieciséis mil doscientos veintiocho colones con 13/100) como se muestra en el Anexo N° 4, del oficio 166-DGEE-2013 

(21143) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 08-72-2013   Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación N° 06-2013 al presupuesto 

de la Institución, exceptuando la modificación No.16-IE-2013, dando como resultado un monto neto de 

¢120,848,127.14 (ciento veinte millones ochocientos cuarenta y ocho mil ciento veintisiete colones con 14/100) como 

se muestra en la información contenida en todo el Anexo N° 4, del oficio 195-DGEE-2013 (27681) de la Dirección 

General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 02-79-2013   Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación interna N° 07-2013 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ₡119.300.707,05 (ciento diecinueve millones trescientos mil 

setecientos siete colones con 05/100) como se muestra en la información contenida en el Anexo N°4 del oficio 212-

DGEE-2013 (121882) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  
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ACUERDO 04-81-2013 Aprobar la modificación N°08-2013 al presupuesto de la Institución, por un monto de 

¢1.680.000,00 (un millón seiscientos ochenta mil colones con 00/100), tal como se presenta en la información 

contenida en el documento remitido mediante el oficio 221-DGEE-2013 (123706) de la Dirección General de Estrategia 

y Evaluación.  

ACUERDO 07-82-2013   Aprobar a nivel de subpartida, partida y programa, la Modificación Interna N° 09-2013 al 

presupuesto de la Aresep, por un monto neto de ¢37.432.885,88 (treinta y siete millones, cuatrocientos treinta y dos 

mil colones, ochocientos ochenta y cinco, con 88/100) como se muestra en la información contenida en el Anexo N° 4, 

del oficio 226-DGEE-2013 (124189) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 04-85-2013   Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación presupuestaria N° 10-2013 

al presupuesto de la Aresep, por un monto neto de ¢17.641,095.00 (diecisiete millones seiscientos cuarenta y un mil 

noventa y cinco colones con 00/100) como se muestra en la información contenida en el Anexo N° 4, del oficio 241-

DGEE-2013 (125405) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 01-89-2013 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación N° 11-2013 al presupuesto 

de la Aresep, por un monto neto de ¢139.387.523,80 (ciento treinta y nueve millones trescientos ochenta y siete mil 

colones quinientos veintitrés con 80/100) como se muestra en la información contenida en el Anexo N°4, del oficio 

252-DGEE-2013 (126641) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 06-07-2014 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la Modificación Presupuestaria N° 

1-2014 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por un monto neto de 

¢5.600,000.00 (cinco millones seiscientos mil colones con 00/100) como se muestra en la información 

contenida en el oficio 10-DGEE-2014 (2469-2014) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 04-12-2014 Aprobar la Modificación Presupuestaria N° 02-2014 al presupuesto de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, por un monto de ¢514.760.681,43 (quinientos catorce millones 

setecientos sesenta mil seiscientos ochenta y un colones con 43/100), tal como se presenta en la 

información contenida en el documento remitido mediante del oficio 027-DGEE-2014 de la Dirección 

General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 06-13-2014 Aprobar la Modificación Presupuestaria N° 03-2014 de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, por un monto de ¢75.396.959,82 (setenta y cinco millones trescientos noventa y seis mil 

novecientos cincuenta y nueve con 82/100), tal como se presenta en la información contenida en el 

documento remitido mediante oficio 035-DGEE-2014, de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 08-24-2014 Aprobar a nivel de sub partida, partida y programa, la modificación N° 04-2014 al 

presupuesto de la Institución, por un monto neto de ¢88,583.306,87 (ochenta y ocho millones quinientos 

ochenta y tres mil, trescientos seis colones con 87/100), como se muestra en los Anexos del oficio 068-

DGEE-2014 (10300) de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 02-29-2014 Aprobar la modificación No. 5-2014 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, por un monto de ₡330.081.054, 78 (trescientos treinta millones ochenta y un mil 

cincuenta y cuatro colones con 78/100), tal como se presenta en la información contenida en el oficio 107-

DGEE-2014 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 07-40-2014 Aprobar la modificación No. 06-2014 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, por un monto neto de ₡125.618.545,98 (ciento veinticinco millones seiscientos 

dieciocho mil quinientos cuarenta y cinco colones con 98/100), tal como se presenta en la información 

contenida en el oficio 164-DGEE-2014 del 8 de julio de 2014, de la Dirección General de Estrategia y 



128 
 

Evaluación. 

ACUERDO 05-43-2014 Aprobar la modificación No. 07-2014 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, por un monto de ₡81.355.979,83 (ochenta y un millones trescientos cincuenta y cinco 

mil novecientos setenta y nueve con 83/100), tal como se presenta en la información contenida en el oficio 

178-DGEE-2014 del 23 de julio de 2014, de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 05-50-2014 Aprobar la modificación No 8-2014 al presupuesto de la ARESEP por un monto de 

¢29,943,910.18 (veintinueve millones novecientos cuarenta y tres mil novecientos diez con 18/100), tal 

como se presenta en la información contenida en el documento remitido mediante el oficio 232-DGEE-

2014 y 233-DGEE-2014 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 06-50-2014 Aprobar la modificación No 9-2014 al presupuesto de la ARESEP por un monto de 

¢77,564,413.00 (setenta y siete millones quinientos sesenta y cuatro mil cuatrocientos trece colones con 

00/100), tal como se presenta en la información contenida en el documento remitido mediante el oficio 

234-DGEE-2014 y 235-DGEE-2014 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación. 

ACUERDO 01-61-2014 Aprobar la Modificación N°. 10-2014 al presupuesto de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, por un monto neto de ¢185,437,498,19 (ciento ochenta y cinco millones, cuatrocientos 

treinta y siete mil cuatrocientos noventa y ocho con diecinueve céntimos), conforme a la información 

remitida mediante del oficio 276-DGEE-2014 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 08-64-2014 Aprobar la Modificación No.11-2014 al presupuesto de la ARESEP por un monto de 

¢261.558.824,20 (doscientos sesenta y un millones quinientos cincuenta y ocho mil ochocientos 

veinticuatro colones con 20/100), tal como se presenta en la información contenida en el documento 

remitido mediante el oficio 311-DGEE-2014 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 06-68-2014 Aprobar la modificación No. 12-2014 al presupuesto de la ARESEP por un monto de 

¢17.372.000,00 (diecisiete millones trescientos setenta y dos mil colones con 00/100), tal como se 

presenta en la información contenida en el documento remitido mediante el oficio 351-DGEE-2014 de la 

Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 05-71-2014 Aprobar la modificación presupuestaria No. 13-2014 al presupuesto de la ARESEP, por 

un monto de ₡9.603.000.00 (nueve millones seiscientos tres mil colones con 00/100), tal como se presenta 

en la información contenida en el documento remitido  mediante el oficio 364-DGEE-2014 de la Dirección 

General de Estrategia y Evaluación”. 

ACUERDO 05-04-2015 Aprobar la modificación presupuestaria No. 01-2015 al presupuesto de la ARESEP, por 

un monto de ₡194.878.601,77 (ciento noventa y cuatro millones ochocientos setenta y ocho mil 

seiscientos uno con 77/100), tal como se presenta en la información contenida en el documento remitido  

mediante el oficio 059-DGEE-2015 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.  

ACUERDO 06-08-2015 Aprobar la modificación No. 02-2015 al presupuesto de la ARESEP por un monto de 

¢226.422.877,99 (doscientos veintiséis millones cuatrocientos veintidós mil ochocientos setenta y siete 

colones con 99/100), tal como se presenta en la información contenida en el documento remitido 

mediante el oficio 090-DGEE-2015 de la Dirección General de Estrategia y Evaluación.   
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PLAN ESTRATÉGICO INSTITUCIONAL 

 

ACUERDO 05-52-2011 Dar por recibido la exposición brindada en esta oportunidad por la Dirección 

General de Estrategia y Evaluación, en torno al Plan Estratégico Institucional, para el quinquenio 

2012-2016, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

ACUERDO 07-056-2011 Dar por recibido la presentación de la firma Deloitte & Touche, S.A. en torno a los principales 

hallazgos relacionados con el “Contratación Directa 2011-CD-000051-ARESEP Contratación de Servicios Profesionales 

para el dimensionamiento y formulación del Plan Estratégico Institucional y Plan Operativo Institucional, 2012 que 

permita apoyar el alineamiento estratégico y organizacional de la Autoridad Reguladora.” 

ACUERDO 07-58-2011 Aprobar el Plan Estratégico Institucional 2012-2016, para la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, de conformidad con la documentación remitida mediante oficio 208-DGEE-2011 (69970) del 9 de 

setiembre del 2011.  

 

 

PLAN OPERATIVO INSTITUCIONAL 

 

ACUERDO 002-027-2010 Aprobar la evaluación del Plan Operativo Institucional I Semestre 2010, según oficio 176-

DGEE- 2010, remitido por la Dirección General de Estrategia y Evaluación el 18  de agosto de 2010. 

ACUERDO 004-036-2010 Aprobar, en los términos en que se adjunta a este acuerdo, el Plan Estratégico Institucional 

(Versión ajustada del PEI 2007-2010) y extender su vigencia hasta el 31 de diciembre del 2011. Aprobar el Plan 

Operativo Institucional 2011 en los términos en que se adjunta a este acuerdo. 

ACUERDO 002-011-2011 Aprobar, con base en la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia y 

Evaluación en su memorando 028-DGEE-2011 / 3755, del 10 de febrero del 2011, el informe de la Evaluación Anual del 

Plan Operativo Institucional (POI) 2010, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para el 2010. 

ACUERDO 003-019-2011 Llevar a cabo una sesión de trabajo el lunes 28 de marzo del 2011, con la firma Deloitte & 

Touche, S.A. para definir las orientaciones estratégicas que servirán de guía para la elaboración del Plan Operativo 

(POI) 2012, en el entendido de que dicho asunto se incluirá dentro del Orden del Día de la sesión extraordinaria que se 

convoca para dicho día.  

SESIÓN 25-2011. ARTÍCULO 3. Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección General de 

Estrategia y Evaluación, el Plan Anual Operativo Institucional (POI), 2012, de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, el cual respalda el Proyecto de Cánones para el 2012.  

SESIÓN 44.2011  Aprobar la Evaluación del Plan Operativo Institucional de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, correspondiente al primer semestre del 2011 

ACUERDO 06-46-2011 Dar por recibido lo informado por la Dirección General de Estrategia y Evaluación, en el sentido 

de que incorporó un cuadro resumen de porcentajes de los proyectos, básicamente por indicadores de gestión y por 

programas, en el Plan Operativo Institucional de la Aresep 
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ACUERDO 02-59-2011 Aprobar el Plan Operativo Institucional (POI), para el 2012, de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos 

ACUERDO 04-09-2012 Aprobar, con base en la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia y 

Evaluación en su memorando 022-DGEE-2012(82060), del 10 de febrero del 2012, la Evaluación Anual del Plan 

Operativo Institucional (POI), de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, para el 2011. 

ACUERDO 05-09-2012 Aprobar la modificación del portafolio de proyectos institucionales incluidos en el Plan 

Operativo Institucional 2012 de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en los términos propuestos por la 

Dirección General de Estrategia y Evaluación en el oficio 020-DGEE-2012, e incorporando ajustes. Aprobar la 

modificación del Plan Operativo Institucional 2012 en los términos indicados en el punto anterior y solicitar a la 

Dirección General de Estrategia y Evaluación que ajuste el documento 020-DGEE-2012 en lo pertinente y lo remita a 

esta Junta Directiva. 

ACUERDO 04-26-2012 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia 

y Evaluación en su oficio 044-DGEE-2012 (88594) del 4 de abril del 2012, y con los cambios sugeridos en esta 

oportunidad, el Plan Anual Operativo Institucional (POI), 2013, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, el 

cual respalda el Proyecto de Cánones para el 2013.  

ACUERDO 07-59-2012 Aprobar el informe de Evaluación del Plan Operativo Institucional 2012, correspondiente al 

primer semestre, remitido por la Dirección General de Estrategia y Evaluación mediante el oficio 098-DGEE-2012 del 19 

de julio del 2012 y remitirlo a la Contraloría General de la República, a más tardar el 20 de julio del 2012.  

ACUERDO 05-80-2012 Aprobar el Plan Operativo Institucional (POI), para el 2013, de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, de conformidad con la documentación remitida mediante el oficio 124-DGEE-2012 (109458), del 27 

de setiembre de 2012. 

ACUERDO 02-10-2013 Aprobar, con base en la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia y 

Evaluación en su oficio 044-DGEE-2013, del 12 de febrero de 2013, el informe de “Evaluación Anual del Plan Operativo 

Institucional 2012” de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, y remitirlo a la Contraloría General de la 

República, a más tardar el 15 de febrero de 2013.    

ACUERDO 01-30-2013 Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia 

y Evaluación en su oficio 081-DGEE-2013 del 15 de abril del 2013, y con los cambios sugeridos en esta oportunidad, el 

Plan Anual Operativo Institucional (POI), 2014, de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, el cual respalda el 

Proyecto de Cánones para el 2014.  

ACUERDO 06-57-2013 Aprobar el “Informe de Evaluación del Plan Operativo Institucional, primer semestre 2013, de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, sometido por la Dirección General de Estrategia y Evaluación 

mediante oficio 148-DGEE-2013 del 22 de julio de 2013,  a efecto de que se remita a la Contraloría General de la 

República, a más tardar el 30 de julio de 2013. 

ACUERDO 06-70-2013  Aprobar, de conformidad con la documentación remitida por la Dirección General de Estrategia 

y Evaluación en su oficio 182-DGEE-2013, del 23 de septiembre de 2013:   

ACUERDO 05-10-2014 Aprobar la Evaluación del Plan Operativo Institucional (POI) de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, 2013, contenido en el Informe 001-DGEE-2014, remitido por la 

Dirección General de Estrategia y Evaluación mediante el oficio 019-DGEE-2014 del 10 de febrero del 2014, 

e instruir a esa Dirección para que lo remita a la Contraloría General de la República.  

ACUERDO 05-11-2014 Aprobar los lineamientos para la formulación del Plan Operativo Institucional y 
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Proyecto de Cánones 2015. 

ACUERDO 05-20-2014 Aprobar, de conformidad con la información presentada y remitida por la Dirección 

General de Estrategia y Evaluación a la Junta Directiva, mediante oficio 055-DGEE-2014 del 3 de abril de 

2014, el Plan Anual Operativo Institucional (POI) 2015 de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.  

ACUERDO 01-29-2014 Aprobar la modificación al Plan Operativo Institucional 2014, conforme a lo descrito 

por la Dirección General de Estrategia y Evaluación en su oficio 107-DGEE-2014 del 20 de mayo de 2014, de 

manera que se incorporen los proyectos nuevos que a continuación se detallan. 

ACUERDO 04-43-2014 Aprobar el “Informe de Evaluación del Plan Operativo Institucional: I semestre 2014, 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, sometido por la Dirección General de Estrategia y 

Evaluación adjunto al oficio 175-DGEE-2014 del 21 de julio de 2014 (Informe 004-DGEE-2014), a efecto de 

que se remita a la Contraloría General de la República y se incorpore en el Sistema de Información sobre 

Planes y Presupuestos (SIPP), a más tardar el 30 de julio de 2014.  

ACUERDO 02-51-2014 Aprobar el Plan Operativo Institucional 2015, correspondiente a los proyectos del 

Canon del Espectro Radioeléctrico de la Superintendencia de Telecomunicaciones, de conformidad con la 

documentación remitida por la SUTEL mediante los oficios 4955-SUTEL-SCS-2014, 5349-SUTEL-DGO-2014 

del 4 y 18 de agosto de 2014, respectivamente, así como el oficio de la Dirección General de Estrategia y 

Evaluación 231-DGEE-2014 del 25 de agosto de 2014.  

ACUERDO 04-56-2014 Aprobar el Plan Operativo Institucional 2015, para la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, conforme a la documentación remitida mediante oficio 257-DGEE-2014 del 19 de 

setiembre de 2014, de conformidad con lo establecido en el artículo 73, inciso q) de la Ley de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos No. 7593. 

ACUERDO 07-64-2014 Aprobar la modificación al Plan Operativo Institucional 2014, conforme a lo descrito 

por la Dirección General de Estrategia y Evaluación en su oficio 311-DGEE-2014, del 29 de octubre de 2014. 

ACUERDO 04-04-2015 Aprobar la modificación al Plan Operativo Institucional 2015, conforme a lo descrito 

por la Dirección General de Estrategia y Evaluación en su oficio 058-DGEE-2015 del 3 de febrero del 2015, 

por medio del cual se solicita. 

ACUERDO 03-05-2015 Aprobar la Evaluación del Plan Operativo Institucional (POI) de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos 2014, contenido en el Informe 001-DGEE-2015, remitido por la 

Dirección General de Estrategia y Evaluación mediante el oficio 065-DGEE-2015 del 5 de febrero del 2015, e 

instruir a esa Dirección para que lo remita a la Contraloría General de la República.  

ACUERDO 06-07-2015 Aprobar los lineamientos para la formulación del Plan Operativo Institucional y 

Proyecto de Cánones 2016. 

ACUERDO 05-08-2015 Aprobar la modificación al Plan Operativo Institucional 2015, por medio del cual se 

disminuye el monto presupuestado para el Programa de calidad de electricidad de la Intendencia de 

Energía en ¢130.083.745,4, y el alcance en tres meses de conformidad con lo descrito por la Dirección 

General de Estrategia y Evolución, en su oficio N°090-DGEE-2015 del 23 de febrero del 2015. 
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